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Señores 

JUZGADO DIECISIETE (17) ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI  

VALLE DEL CAUCA  

of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co 

E.D.S. 

 

DEMANDANTES:    JOSÉ MANUEL BONILLA MOSQUERA y OTROS  

DEMANDADO:    DISTRITO ESPECIAL DE SANTIAGO DE CALI 

LLAMADO EN GARANTÍA:   ALLIANZ SEGUROS S.A.  

MEDIO DE CONTROL:   REPARACIÓN DIRECTA 

RADICADO:     760013333017-2018-00299-00 

ASUNTO:  CONTESTACIÓN DEMANDA Y LLAMAMIENTO EN 

GARANTÍA  

 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA, mayor de edad, vecino de Cali, identificado con cédula 

de ciudadanía No. 19.395.114 expedida en Bogotá D.C., abogado en ejercicio y portador de la 

tarjeta profesional No. 39.116 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en mi calidad de 

apoderado especial de la compañía aseguradora ALLIANZ SEGUROS S.A., sociedad legalmente 

constituida, identificada con el NIT 860.026.182-5, con domicilio principal en la ciudad de Bogotá 

D.C., y sucursal en Santiago de Cali, conforme se acredita con el certificado de existencia y 

representación legal que se adjunta, y el memorial poder. Encontrándome dentro del término 

legal, comedidamente procedo en primer lugar a CONTESTAR A LA DEMANDA formulada por el 

señor José Manuel Bonilla Mosquera y otros en contra el Distrito Especial de Santiago de Cali, y 

en segundo, a CONTESTAR EL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA formulado por este último a mi 

representada, anunciando desde ahora que me opongo tanto a las pretensiones del llamamiento 

como de la demandada, conforme a los fundamentos que se expone a continuación: 

 

OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR ESTE ESCRITO 

 

El día 7 de diciembre de 2023, el Distrito de Cali por conducto de su apoderado judicial, notifica a 

mi representada por correo electrónico el Auto Interlocutorio No. 613 del 22 de noviembre de 

2023, por medio del cual se admitió el llamamiento en garantía formulado por este frente a mi 

representada, y en el que se otorga el término de 15 días para contestar, los cuales por 

disposición expresa de la Ley 2080 de 2021, se cuentan una vez transcurridos dos días siguientes 

a la notificación. Conforme a lo anterior, los términos se computan durante los días 13, 14, 15, 18 

y 19 de diciembre de 2023, y 11, 12, 15, 16, 17, 18, 19, 22, 23 y 24 de enero de 2024. Así, se 

tiene que para la presente fecha se allega la actuación dentro de la oportunidad legal 

correspondiente. 

 

CAPÍTULO 1 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA  

 

1. FRENTE A LOS HECHOS 

 

FRENTE AL HECHO 1: NO LE CONSTA a ALLIANZ SEGUROS S.A., como llamada en garantía, 

porque no es un hecho propio que pueda negar o admitir. Lo expuesto deberá ser probado por la 

parte actora pues por imperio de la ley esta carga le corresponde (artículo 167 del CGP, aplicable 

por remisión al artículo 211 del CPACA). Resulta totalmente ajeno a mi representada las 

1

mailto:of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co


          

 
 
 

 
                                                                                                                                                                                                         Página 2 | 39 

 

relaciones intrafamiliares que pudieren tener los demandantes, ni mucho menos las 

características de aquellas, lo anterior pertenece a la esfera interna e íntima de los actores. 

 

FRENTE AL HECHO 2: NO LE CONSTA a ALLIANZ SEGUROS S.A., como llamada en garantía, 

porque no es un hecho propio que pueda negar o admitir. Lo expuesto deberá ser probado por la 

parte actora pues por imperio de la ley esta carga le corresponde (artículo 167 del CGP, aplicable 

por remisión al artículo 211 del CPACA). Resulta totalmente ajeno a mi representada las 

relaciones intrafamiliares que pudieren tener los demandantes, ni mucho menos las 

características de aquellas, lo anterior pertenece a la esfera interna e íntima de los actores. 

 

FRENTE AL HECHO 3: NO LE CONSTA a ALLIANZ SEGUROS S.A., como llamada en garantía, 

porque no es un hecho propio que pueda negar o admitir. Lo expuesto deberá ser probado por la 

parte actora pues por imperio de la ley esta carga le corresponde (artículo 167 del CGP, aplicable 

por remisión al artículo 211 del CPACA). Resulta totalmente ajeno a mi representada las 

relaciones intrafamiliares que pudieren tener los demandantes, ni mucho menos las 

características de aquellas, lo anterior pertenece a la esfera interna e íntima de los actores. 

 

FRENTE AL HECHO 4: NO LE CONSTA a ALLIANZ SEGUROS S.A., como llamada en garantía, 

porque no es un hecho propio que pueda negar o admitir. Lo expuesto deberá ser probado por la 

parte actora pues por imperio de la ley esta carga le corresponde (artículo 167 del CGP, aplicable 

por remisión al artículo 211 del CPACA). 

 

FRENTE AL HECHO 5: NO LE CONSTA a ALLIANZ SEGUROS S.A., como llamada en garantía, 

porque no es un hecho propio que pueda negar o admitir. Lo expuesto deberá ser probado por la 

parte actora pues por imperio de la ley esta carga le corresponde (artículo 167 del CGP, aplicable 

por remisión al artículo 211 del CPACA). 

 

FRENTE AL HECHO 6: NO LE CONSTA a ALLIANZ SEGUROS S.A., como llamada en garantía, 

porque no es un hecho propio que pueda negar o admitir. Lo expuesto deberá ser probado por la 

parte actora pues por imperio de la ley esta carga le corresponde (artículo 167 del CGP, aplicable 

por remisión al artículo 211 del CPACA). Se debe manifestar que en este punto el actor no 

especifica de manera alguna las circunstancias de tiempo (hora), modo (tipo de accidente – 

choque o volcamiento, etc.), ni lugar preciso (Intersección, recta, etc.) del presunto accidente. 

 

FRENTE AL HECHO 7: NO LE CONSTA a ALLIANZ SEGUROS S.A., como llamada en garantía, 

porque no es un hecho propio que pueda negar o admitir. Lo expuesto deberá ser probado por la 

parte actora pues por imperio de la ley esta carga le corresponde (artículo 167 del CGP, aplicable 

por remisión al artículo 211 del CPACA). 

 

La parte actora pretende demostrar lo manifestado a través de lo registrado en el informe del 

accidente de tránsito No. A 000705052 elaborado por el agente Diego Camacho, que describe 

como causa probable o hipótesis del accidente la codificada con el número 306 – de la vía, hueco 

en la vía. No obstante, es necesario precisar que el agente de tránsito no fue testigo presencial de 

los hechos, es decir que no le consta lo ocurrido, y lo que se limitó a registrar en el informe 

corresponde a la versión de los hechos del supuesto accidentado. Por ende, no puede 

establecerse que en torno a este elemento de convicción quede claro que la entidad demandada 

Distrito Especial de Santiago de Cali, haya incurrido en una falla.  
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Finalmente, sin perjuicio de las consideraciones que se realizaran en la respectiva excepción, se 

menciona que conforme al croquis que acompaña al IPAT, el vehículo tipo motocicleta de placas 

BNR-27E, fue movido de la escena del presunto accidente, lo que imposibilita acreditar 

fehacientemente las causas del mismo, y para el efecto se cita el correspondiente aparte: 

 

 

 

Todas estas situaciones deberán examinarse por la judicatura al momento de resolver el litigio 

que nos ocupa. 

 

FRENTE AL HECHO 8: NO LE CONSTA a ALLIANZ SEGUROS S.A., como llamada en garantía, 

porque no es un hecho propio que pueda negar o admitir. Lo expuesto deberá ser probado por la 

parte actora pues por imperio de la ley esta carga le corresponde (artículo 167 del CGP, aplicable 

por remisión al artículo 211 del CPACA). No obstante, el demandante aporta con el escrito de 

demanda la epicrísis expedida por la Clínica Cristo Rey, así como las historias clínicas de “G 

Ocho S.A.S.”, “Consorcio Salud E.P.S., Comfenalco Valle” y de “Clínica Nueva de Cali S.A.S.”. 

Los apartes que el actor relaciona en este punto corresponden a una transcripción de algunos 

apartes del resumen de epicrísis expedido por la Clínica Cristo Rey, información que deberá ser 

debatida en el asunto que nos ocupa. 

 

FRENTE AL HECHO 9: NO LE CONSTA a ALLIANZ SEGUROS S.A., como llamada en garantía, 

porque no es un hecho propio que pueda negar o admitir. Lo expuesto deberá ser probado por la 

parte actora pues por imperio de la ley esta carga le corresponde (artículo 167 del CGP, aplicable 

por remisión al artículo 211 del CPACA). Empero, se precisa que lo consignado en este punto por 

el demandante, más que un hecho, corresponde a la mera transliteración de un aparte de la 

historia clínica del 17 de febrero de 2018, expedida por “Comfenalco E.P.S.”, la cual para efectos 

del presente juicio deberá ser valorada en su totalidad contrastándola con los demás medios de 

convicción que obren en el plenario. 

 

FRENTE AL HECHO 10: NO LE CONSTA a ALLIANZ SEGUROS S.A., como llamada en 

garantía, porque no es un hecho propio que pueda negar o admitir. Lo expuesto deberá ser 

probado por la parte actora pues por imperio de la ley esta carga le corresponde (artículo 167 del 

CGP, aplicable por remisión al artículo 211 del CPACA). Sin embargo, lo relacionado en el punto 

que se responde, corresponde a una aparente transcripción de lo consignado en historia clínica 13 

de marzo de 2018 expedida por “G Ocho S.A.S.”, según el documento que a continuación se cita: 
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En dicho sentido, corresponde al debate probatorio acreditar o desvirtuar lo mencionado en el 

facto que nos ocupa. 

 

FRENTE AL HECHO 11: NO LE CONSTA a ALLIANZ SEGUROS S.A., como llamada en 

garantía, porque no es un hecho propio que pueda negar o admitir. Lo expuesto deberá ser 

probado por la parte actora pues por imperio de la ley esta carga le corresponde (artículo 167 del 

CGP, aplicable por remisión al artículo 211 del CPACA). Aun con lo mencionado, debe 

manifestarse que de la revisión de la historia clínica expedida por Comfenalco E.P.S., el día 18 de 

abril de 2018, se consigna un análisis de amigdalitis aguda, y el diagnóstico relacionado en el 

certificado de incapacidad de la misma fecha consigna amigdalitis aguda no especificada, como 

se relaciona a continuación: 
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De lo anterior, se precisa que aunque se aprecia un control y el otorgamiento de una prórroga de 

incapacidad, estos obedecen a un diagnóstico de amigdalitis aguda no especificada, que no 

guarda relación con el objeto de la demanda, que deriva de unas presuntas lesiones producto de 

accidente de tránsito, situación que deberá considerarse en el debate probatorio por la judicatura. 

 

AL HECHO 12: NO LE CONSTA a ALLIANZ SEGUROS S.A., como llamada en garantía, porque 

no es un hecho propio que pueda negar o admitir. Lo expuesto deberá ser probado por la parte 

actora pues por imperio de la ley esta carga le corresponde (artículo 167 del CGP, aplicable por 

remisión al artículo 211 del CPACA). 

 

Debe apuntarse que revisados los anexos de la demanda, no existe documental alguna que 

acredite lo manifestado en este hecho, en lo que concierne a que el actor asistió a control el día 

14 de enero de 2018, donde se consignó continuar usando muletas y estar en terapias física, 

prorrogando su incapacidad por 30 días más. Tal es la incongruencia que según lo expuesto en el 

hecho 6, se aduce por el demandante que sufrió el accidente por el cual inicia el medio de control 

el día 18 de enero de 2018, siendo entonces imposible la atención por las mismas situaciones el 

día 14 de enero hogaño. Razón suficiente para desestimar el hecho presentado. 

 

AL HECHO 13: NO LE CONSTA a ALLIANZ SEGUROS S.A., como llamada en garantía, porque 

no es un hecho propio que pueda negar o admitir. Lo expuesto deberá ser probado por la parte 

actora pues por imperio de la ley esta carga le corresponde (artículo 167 del CGP, aplicable por 

remisión al artículo 211 del CPACA). 

 

2. FRENTE A LAS DECLARACIONES Y CONDENAS 

 

De manera general, me opongo a la prosperidad de todas y cada una de las declaraciones y 

condenas deprecadas en la demanda, por cuanto las mismas carecen de fundamentos fácticos y 

jurídicos que hagan viable su prosperidad. En la demanda se imputa una supuesta 

responsabilidad administrativa al Distrito Especial de Santiago de Cali, la cual como se 

establecerá, no se estructuró, toda vez que en estos casos impera el principio de la carga de la 

prueba, tanto de la supuesta falla del servicio, como del daño y del nexo de causalidad entre uno y 

el otro. En este asunto, la parte actora no ha cumplido con ello, lo que inviabiliza la declaratoria de 

responsabilidad solicitada. Bajo ese contexto, procedo a pronunciarme de manera específica 

frente a las declaraciones y pretensiones de la parte actora así: 

 

FRENTE A LA PRETENSIÓN 1: Me opongo a la declaratoria de responsabilidad que persigue la 

actora, aunque las pretensiones no van dirigidas directamente en contra de ALLIANZ SEGUROS 

S.A., la responsabilidad imputada al asegurado Distrito de Cali, es inexistente. No está probada la 

alegada falla del servicio que a juicio de la parte activa derivó en los perjuicios aquí reclamados. 

Solicito por tanto, que se niegue la misma, ya que carece de fundamentos fácticos y jurídicos que 

hagan viable su prosperidad. No existe ningún tipo de evidencia en el plenario que establezca que 

el Distrito, desarrolló alguna conducta que hubiese desencadenado en el daño reprochado. 

 

FRENTE A LA PRETENSIÓN 2: Me opongo, esto en mérito a que siendo la presente una 

pretensión consecuencial de la anterior, y en tanto que la antecedente no se encuentra llamada al 

éxito, inminentemente la que nos atiende deberá correr con la misma suerte. 
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Abordado lo que antecede de manera general y teniendo en cuenta que el apoderado de la 

accionante desarrolló de manera individual cada uno de los perjuicios que motivan su demanda, 

procedo a oponerme de manera puntual respecto a cada uno: 

 

A.- FRENTE AL LUCRO CESANTE: Me opongo al reconocimiento del lucro cesante que 

pretende el demandante. El mismo es improcedente ya que no existe prueba de que hubo un 

lucro dejado de percibir en el patrimonio del señor JOSÉ BONILLA. Éste tipo de perjuicio no 

admite presunción y su reconocimiento debe someterse a prueba objetiva, máxime cuando no se 

ha acreditado la responsabilidad de la pasiva en los hechos demandados, luego entonces, el 

perjuicio de notas no tiene vocación de éxito. Consecuentemente, en lo que concierne al lucro 

cesante futuro, debe anotarse que en ausencia de dictamen de pérdida de capacidad laboral, éste 

no reviste de procedencia, ni mucho menos puede admitirse la tasación exorbitante de 

$210.000.000 M/Cte., que persigue el actor le sea resarcida. 

 

B.- FRENTE AL DAÑO EMERGENTE: Me opongo al reconocimiento de la suma de $269.789 

M/Cte., que persigue el demandante, pues el mismo no se encuentra acreditado. Frente a éste, 

también es clara la omisión al deber que le impone a la parte activa el artículo 167 del CGP, 

aplicable por remisión expresa del art. 211 del CPACA. En tal sentido, al no cumplirse con dicha 

carga a través de la prueba que resulte conducente, pertinente y útil, debe negarse lo pretendido.  

 

C.- FRENTE A LA REPARACIÓN DEL DAÑO MORAL: Me opongo, toda vez que no puede 

reconocerse el daño reclamado, en razón a que el mismo no ha sido demostrado por quien lo 

pretende. Esto por la evidente omisión probatoria en que ha incurrido la parte actora. A su vez, 

resulta imperante anotar que la cuantificación del aludido perjuicio, se ha tornado exorbitante, en 

tanto que supera los baremos por la jurisprudencia unificada del Consejo de Estado. En 

consonancia, no obra en el plenario prueba médica o dictamen de pérdida de capacidad laboral 

que de manera razonable permita sustentar la tasación de 100 SMMLV. No se aporta al proceso 

medio de convicción que permita inferir que las lesiones del señor BONILLA puedan o deban 

equipararse con aquellas que sufre una persona que es declarada en estado de invalidez. 

 

D.- FRENTE AL DAÑO EN LA SALUD: Me opongo al reconocimiento de la suma de 100 

SMMLV, reclamados por el señor BONILLA, pues al ser notoria la ausencia de pruebas sobre la 

responsabilidad de la demandada, no habría lugar a que la parte pasiva se viera obligada a 

proceder con el pago de la indemnización perseguida. Además, no es suficiente alegar un daño, 

se debe llevar al juzgador al convencimiento de que el mismo existe, debiendo también 

acreditarse su gravedad, lo que en el sub lite no sucede. En complemento, se tiene que la 

cuantificación de este perjuicio se caracteriza por ser exorbitante, en tanto supera los baremos 

establecidos por el Consejo de Estado. Al respecto, no se aporta prueba médica o dictamen de 

pérdida de capacidad laboral que permita sustentar la aludida tasación, sin que exista a su vez 

medio de convicción que permita inferir que las lesiones de las demandantes se equiparan a 

aquellas que sufre una persona declarada en estado de invalidez. 

 

E.- FRENTE AL PERJUICIO ESTÉTICO: Me opongo a que se acceda al reconocimiento de la 

suma de 100 SMMLV., reclamados por el señor BONILLA, ya que de acuerdo con el acta del 28 

de agosto de 2014 expedida por la Sección Tercera del Consejo de Estado, los únicos perjuicios 

inmateriales a reconocerse son: daño moral, daño a la salud y la afectación a bienes o derechos 

constitucional y convencionalmente amparados. No es procedente reconocer el daño estético 

como un perjuicio autónomo. Aún con lo anterior, no hay medio de convicción que permita imputar 
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responsabilidad y por tanto exigir reparación sobre el perjuicio invocado con cargo a la 

demandada. 

 

FRENTE A LA PRETENSIÓN 3: Al resultar improcedente la prosperidad de cualquier condena, 

por la ausencia de pruebas de acción u omisión imputable al ente territorial demandado, tampoco 

está llamada a prosperar la liquidación actualizada de la misma, por lo que me opongo 

rotundamente a su declaración. 

 

FRENTE A LA PRETENSIÓN 4: Como quiera que me opongo a la prosperidad de condena, es 

claro que resulta congruente el facto de oposición a que se ordene el pago de intereses 

pretendidos por el extremo demandante, por lo tanto, al no prosperar la pretensión principal, es 

decir la declaratoria de responsabilidad administrativa de la demandada, corre la misma suerte la 

subsidiaria. 

 

3. EXCEPCIONES DE MÉRITO 

 

Debido a que en este caso se presentaron una serie de acontecimientos que alteran el juicio 

causal, se presentan las siguientes excepciones a efectos de exonerar de responsabilidad a la 

entidad demandada: 

 

3.1. LAS EXCEPCIONES PLANTEADAS POR QUIEN FORMULÓ EL LLAMAMIENTO EN 

GARANTÍA A ALLIANZ SEGUROS S.A. 

 

Coadyuvo las excepciones propuestas por el apoderado judicial del Distrito Especial de Santiago 

de Cali, sólo en cuanto las mismas no perjudiquen los intereses de mi representada y bajo ese 

mismo tenor formulo las siguientes: 

 

3.2. AUSENCIA DE PRUEBAS QUE DEMUESTREN LA RESPONSABILIDAD DEL 

DISTRITO ESPECIAL DE CALI - LAS CIRCUNSTANCIAS DE TIEMPO, MODO Y 

LUGAR EN QUE A JUICIO DE LA DEMANDANTE SUCEDIERON LOS HECHOS NO 

ESTÁN ACREDITADAS. 

 

No está demostrada la ocurrencia del accidente de tránsito en que el demandante dice haber 

resultado lesionado el día 18 de enero de 2018, ni tampoco se acredita la responsabilidad de la 

demandada. Para atribuir responsabilidad, el apoderado demandante debió determinar desde la 

perspectiva causal qué conducta, acción u omisión, fue la que produjo el daño. Lo referido en el 

escrito de la demanda son apreciaciones subjetivas de las que no hay prueba alguna, la parte 

convocante ni siquiera relató de manera clara las circunstancias de modo en que supuestamente 

acaeció el mismo. Si bien es cierto índico el lugar y fecha de los hechos, no acredito a través de 

ningún elemento probatorio la veracidad de esos datos. Si bien allegó con la demanda un informe 

de accidente de tránsito, no se debe perder de vista por el despacho que éste no consigna nada 

diferente a una mera hipótesis sobre la causa que pudo generar el evento, pero no ofrece certeza  

sobre el particular. 

 

Aún con todo, el IPAT allegado, por sí solo no acredita fehacientemente las causas del accidente, 

y para brindar claridad, y denotar la carga probatoria que le asiste al demandante, en caso 

análogo, el Consejo de Estado precisó: 
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“Lo consignado en el informe, por lo menos en lo que a las posibles causas del 

accidente se refiere, corresponde a las apreciaciones del agente que lo elaboró, tan 

es así que en ese documento se hace referencia a estas como “hipótesis”, es decir 

que son simples suposiciones o conjeturas que evidentemente no brindan la certeza 

suficiente sobre lo ocurrido. Conviene precisar que al proceso no se allegaron otros 

medios probatorios que, analizados en conjunto con el informe policial del accidente 

de tránsito, demostraran que pese a que en la vía en la que se movilizaba la victima 

directa del daño existía una señal que le advertía que debía detenerse para verificar 

si tenía las posibilidades de cruzar sin poner en riesgo su vida ni su integridad física, 

no lo hizo y fue por el incumplimiento de esa carga que colisionó con la motocicleta 

oficial”1 

 

Ahora bien, como la imputación de responsabilidad administrativa deprecada en la demanda parte 

de que en el IPAT No. A 000705052 levantado por el agente Diego Camacho, se consignó como 

hipótesis la codificada con el número 306 – huecos en la vía, se recuerda que la existencia de 

huecos en la vía por sí sola no es suficiente para declarar la responsabilidad del Estado, y esto 

tiene sustento inclusive en pronunciamiento de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa del 

Valle del Cauca, en sentencia proferida por el Honorable Tribunal Administrativo del Valle del 

Cauca, del 30 de septiembre de 2022, dentro del radicado No. 76001-3333-002-2019-00263-00, 

cuando revocó la sentencia de primera instancia No. 157 del 16 de diciembre de 2021, y que 

respecto a los huecos en la vía expuso: 

 

“Sin embargo, no es dable imputar a partir de la existencia de huecos en la vía que 

transitaba la víctima, como causa eficiente del daño (lesión), pues la sola 

demostración del mal estado de la vía no es, por sí sola, suficiente para declarar la 

responsabilidad patrimonial del Estado en caso de producirse un daño, pues esa 

prueba debe acompañarse de la acreditación del nexo causal entre éste y la acción u 

omisión en que pudo haber incurrido la Administración en su deber de mantenimiento 

de la malla vial, lo que en el presente caso, no se tiene certeza del modo, tiempo y 

lugar en que ocurrieron los hechos, contrario a lo aducido por el a quo, argumentos 

que no comparte este Tribunal, pues parte de elucubraciones sobre la vía y las 

circunstancias en que posiblemente ocurrió el accidente, que no se encuentran 

soportadas en las pruebas que se allegaron al plenario. 

  

En virtud de lo anterior, se revocará la sentencia de primera instancia No. 157 del 16 

de diciembre de 2021 proferida por el Juzgado Segundo Administrativo Oral del 

Circuito de Cali- Valle, mediante la cual se accedió parcialmente a las pretensiones 

de la demanda, por las razones aquí expuestas.” 

 

En complemento y en el mismo pronunciamiento, el Honorable Tribunal consideró respecto de la 

hipótesis consignada en el IPAT, lo siguiente: 

 

“Con lo anterior, logra la Sala colegir que efectivamente la señora Laura Marcela 

Moreno Abelardi padeció un accidente de tránsito el día 05 de octubre de 2017, 

mientras conducía su motocicleta por la altura de la carrera 56 con calle 12, cuando 

presuntamente cayó por culpa de unos huecos en la vía, que en el informe de 

accidente de tránsito y croquis suscrito por el funcionario que atendió la 

                                                
1
 Consejo de Estado, Sección Tercera (2018). Sentencia 45.661, C.P. Marta Nubia Velásquez Rico. 
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eventualidad, se dejó constancia de la existencia de huecos en la vía que transitaba 

la víctima, no obstante, esta Corporación no puede determinar fehacientemente que 

la causa del daño haya sido el mal estado de la vía, esto es, la presencia de huecos 

en ella, toda vez que si bien se acreditó la existencia de los huecos, en el informe, 

mas no hay certeza de ello, máxime que no hubo testigo presencial de los hechos u 

otra prueba que pruebe que efectivamente fue la causa del accidente.” 

 

Como se ha sostenido, el demandante basa su juicio de reproche sobre una hipótesis contenida 

en un IPAT, no obstante, es importante reseñar que tal hipótesis se circunscribe con fines 

netamente estadísticos y no implican un juicio sobre la responsabilidad. Así es advertido en 

el capítulo V, campo 11, del “Manual para el Diligenciamiento del IPAT” adoptado por la 

Resolución No. 00111268 del 2012 del Ministerio de Transporte”. Véase: 

 

“En el levantamiento del accidente la autoridad de tránsito debe determinar 

obligatoriamente al menos una hipótesis. Sin embargo, si observa otras hipótesis que 

pudieron intervenir en el accidente de tránsito, tales como elementos, actuaciones o 

circunstancias, debe registrarlas según se trate del vehículo, la vía, del peatón, o del 

pasajero. 

 

 Una vez terminadas: 

  

 Las indagaciones y el análisis de los elementos materiales de prueba.  

 Evidencia física.  

 Determinación de ruta de los participantes.  

 Punto y lugar de impacto.  

Análisis preliminar de la dinámica del accidente (antes, durante y después) de 

acuerdo con los impactos y posición final de los vehículos y las víctimas y demás 

elementos.  

 Análisis de velocidades (en lo posible).  

 Posible violación a las normas de tránsito. 

 

Se debe estar en condiciones de determinar por lo menos una de las hipótesis 

del accidente, en aras de generar estadísticas que lleven a determinar cuál es 

el factor repetitivo que más incide en los accidentes, tramos o puntos de mayor 

accidentalidad, entre otros. 

 

(…) Recuerde que la hipótesis indicada no implica responsabilidades para los 

conductores, sino que expresan las acciones generadoras o intervinientes en la 

evolución física de un accidente, debidamente fundamentadas mediante la 

objetividad y el análisis técnico-científico de los elementos materiales de prueba y 

evidencia física encontrada en el lugar de los hechos”. (Subraya y negrilla fuera de 

texto). 

 

Así las cosas, deberá tener presente el despacho que las circunstancias fácticas del presunto 

accidente de tránsito no se encuentran plenamente acreditadas, pues se desconoce el contexto y 

las condiciones que lo rodearon, adicionalmente el juez de conocimiento, deberá tener presente 

que la única prueba allegada al expediente por parte de la accionante es un IPAT, el cual, como 

ya se ha dicho, no reviste la virtualidad suficiente para dar por acreditado el hecho y/o la 
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responsabilidad del accidente, no pudiendo equipararse a un informe pericial, como quiera que 

en el mismo se plantea una simple presunción, una hipótesis frente a la ocurrencia del 

hecho, que no puede tenerse como verdad absoluta. Por lo tanto, tal documento, en cuanto a su 

contenido material, deberá ser debatido dentro del curso procesal respectivo, y tendrá el valor 

probatorio que el funcionario judicial le asigne, después de analizar todos y cada uno de los 

posibles escenarios en los que se haya ocurrido el evento, con el fin de descubrir mediante las 

pruebas idóneas, pertinentes y conducentes, la causa eficiente que lo originó. 

 

Ahora bien, debe decirse que el IPAT que fue aportado al proceso carece de valor probatorio, 

pues no se cumplió con el lleno de los requisitos contemplados en la ley 769 de 2002 y en la 

resolución del Ministerio de Transporte número 11268 de 2012. El artículo 144 y 149 de la ley 769 

de 2002 indica los elementos básicos que debe tener un Informe Policial de Accidentes de 

Tránsito: 

 

“ARTÍCULO 144. INFORME POLICIAL. En los casos en que no fuere posible la 

conciliación entre los conductores, el agente de tránsito que conozca el hecho 

levantará un informe descriptivo de sus pormenores, con copia inmediata a los 

conductores, quienes deberán suscribirlas, y si éstos se negaren a hacerlo bastará la 

firma de un testigo mayor de edad. 

 

 El informe contendrá por lo menos: 

 

 - Lugar, fecha y hora en que ocurrió el hecho.  

 - Clase de vehículo, número de la placa y demás características.  

- Nombre del conductor o conductores, documento de identidad, número de la 

licencia o licencias de conducción, lugar y fecha de expedición, dirección, teléfono, 

domicilio o residencia de los involucrados.  

 - Nombre del propietario o tenedor del vehículo o de los propietarios o tenedores de 

los vehículos.  

 - Nombre, documento de identidad y dirección de los testigos.  

 - Estado de seguridad, en general, del vehículo o de los vehículos, de los 

frenos, de la dirección, de las luces, bocinas y llantas.  

- Estado de la vía, huella de frenada, grado de visibilidad, colocación de los 

vehículos y distancia, entre otros, la cual constará en el croquis levantado.  

 - Descripción de los daños y lesiones.  

 - Relación de los medios de prueba aportados por las partes.  

- Descripción de las compañías de seguros y números de las pólizas de los seguros 

obligatorios exigidos por este código" 

 

Visto lo anterior, encontramos varias deficiencias en el diligenciamiento del IPAT, pues no existe 

registro alguno de los testigos del accidente, no se relacionan los medios de prueba aportados por 

el involucrado en el presunto accidente y no se indica de forma completa las dimensiones del 

supuesto hueco, ni la huella de frenado que permitiera evidenciar que efectivamente el accidente 

se ocasionó por el mismo, es más, el IPAT ni siquiera cuenta con observaciones. Como se 

enuncia, y para ilustrar, respecto de la ausencia de relación de testigos y observaciones se cita: 
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En cuanto a las características del supuesto hueco de la vía y las huellas de frenado podemos 

evidenciar del croquis que en sus acápites de tabla de medidas y longitud de huellas no se 

consigna ningún dato: 

 

  

 

Respecto de lo anterior, el Consejo de Estado en un caso de similares características ha 

indicado2: 

 

“En la demanda se afirmó que el 31 de enero de 2009 Diana Carolina Duque Acosta 

perdió el control de la motocicleta en la que se transportaba, por la supuesta 

presencia de un hueco en la vía, lo que ocasionó el volcamiento del vehículo. 

 

La Sala, después de analizar los medios de convicción que, en debida forma, se 

recaudaron en el proceso, concluye que, en el caso objeto de estudio, si bien se 

probó que Diana Carolina Duque Acosta sufrió unas lesiones consistentes en un 

trauma craneoencefálico leve y un esguince en el tobillo izquierdo, el 31 de enero de 

2009, como consecuencia del volcamiento del vehículo en que se transportaba, lo 

cierto es que se desconoce por completo cuál fue la causa del accidente de tránsito 

en mención, por las siguientes razones: i) el informe suscrito por el agente de 

                                                
2
 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del 8 de mayo de 2020, radicado: 76001-23-31-000-2011-

00352-01(55980)   
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tránsito Luis Garay no proporciona claridad en relación con la escena del accidente y 

ii) la Subsección no cuenta con otro elemento probatorio que le permita establecer 

las condiciones en las que resultó lesionada la víctima. 

 

(…) Consultado el plano o croquis del accidente, la Sala encuentra que el agente de 

tránsito Luis Garay se limitó a graficar la berma, la calzada, el separador, los postes 

de energía eléctrica, los árboles, el sentido de circulación y la presencia de un hueco 

en la vía, pero no se indicó la ubicación de la motocicleta siniestrada, el sitio en 

donde cayó la víctima Diana Carolina Duque Acosta, la longitud y/o trayectoria de 

las huellas de frenado ni las dimensiones del hueco, lo cual resulta contradictorio 

con la hipótesis anotada, pues el gráfico solo muestra un hueco y no varios. 

 

Para la Sala es evidente que el croquis en mención adolece de falencias, porque no 

consignó todos los detalles relevantes de la escena de los hechos. Incluso, aún con 

los aspectos que sí se graficaron, la información resulta insuficiente, por ejemplo, 

aunque el agente de tránsito Luis Garay advirtió de la presencia de un hueco en la 

vía, en el carril de la izquierda, en sentido sur - norte, lo cierto es que no indicó su 

profundidad, su ancho y/o su largo, lo que imposibilita a la Sala conocer sus 

dimensiones y, de esta forma, determinar en qué medida su presencia podía 

afectar la dirección y/o la velocidad de los vehículos que transitaban por ese 

sector” 

 

Así las cosas, como en el presente proceso la única prueba que se circunscribe a acreditar la 

responsabilidad del asegurado de mi prohijada es un IPAT, el cual no es suscrito por un testigo de 

los hechos, sino por un funcionario público que llega tiempo después e intenta establecer una 

hipótesis con fines estadísticos, deberá absolverse a mi prohijada, pues dicho informe además de 

no comportar un juicio de responsabilidad, no indica las características del supuesto hueco, ni la 

huella de frenado que permitiere entender si efectivamente el accidente se ocasionó en virtud de 

dicho hueco o no. 

 

A su turno, se menciona que conforme al croquis que acompaña al IPAT de notas, el vehículo tipo 

motocicleta de placas BNR-27E, fue movido de la escena del presunto accidente, lo que 

imposibilita acreditar fehacientemente las causas del mismo, y para el efecto se cita el 

correspondiente aparte: 
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Es importante precisar en este punto que, si no hay ningún parámetro que vislumbre con total 

certeza una falla por parte del Distrito Especial de Santiago de Cali, no hay ningún fundamento 

jurídico para mantener su vinculación a este proceso ni para que el organismo que represento 

intervenga en calidad de llamada en garantía. Al no estar acreditada su responsabilidad en la 

ocurrencia del evento demandado por la parte actora, ni las supuestas circunstancias de modo en 

que a juicio de la demandante acaeció, a la judicatura no le quedará otro camino que despachar 

desfavorablemente lo pretendido por ella. 

 

Adicionalmente, debe mencionarse que por parte de este extremo procesal se realizó consulta en 

la plataforma “Google Maps”, sobre el sector donde presuntamente sucedió el accidente de 

tránsito, siendo que frente al supuesto hueco en la vía para los años 2019 y 2020 que son los 

inmediatamente siguientes a la fecha demandada, esto es, el 18 de enero de 2018, no se avizora 

sobre la vía ningún foramen, desnivel, fraccionamiento  y ni siquiera parche que permita inferir que 

el accidente objeto del litigio hubiese sido causado por su existencia, y al respecto se relacionan 

las capturas de pantalla como sigue: 

 

 

 

13



          

 
 
 

 
                                                                                                                                                                                                         Página 14 | 39 

 

 

 

14



          

 
 
 

 
                                                                                                                                                                                                         Página 15 | 39 

 

 

En consecuencia, deben negarse las pretensiones de la demanda, ante el incumplimiento de la 

carga probatoria por parte del apoderado de la parte actora, consagrada en el artículo 167 del 

Código General del Proceso, norma que dispone: “Incumbe a las partes probar el supuesto de 

hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”.  

 

Sobre la carga probatoria, el Consejo de Estado ha expuesto lo siguiente:  

 

(…) La Sala recuerda que conforme a lo dispuesto en el artículo 177 del Código de 

Procedimiento Civil, según el cual << Incumbe a las partes probar el supuesto de 

hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen>>, 

constituía una carga procesal de la parte actora demostrar los hechos en que fundó 

sus pretensiones; sin embargo, no cumplió con dicha carga y la consecuencia de 

su falencia no puede ser otra que la negación de las pretensiones.  

 

Así las cosas, por no haberse acreditado los hechos que permitan imputar el daño al 

Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, hay lugar a concluir que no concurren los 

elementos estructurales exigidos para comprometer la responsabilidad patrimonial 

del ente demandado y, por lo tanto, la Sala revocará el fallo de primera instancia y, 

en su lugar, negará las pretensiones de la demanda. (…)3. (Negrita fuera del texto 

original). 

 

De conformidad con lo anterior, es claro que le incumbe a la parte demandante cumplir con la 

carga de probar los supuestos de hecho en que basa la demanda; en este orden de cosas, al no 

existir ningún elemento material probatorio que dé cuenta de la causa eficiente del accidente de 

tránsito o del mal estado de la vía por la que dice haber transitado la demandante, no le quedará 

al fallador un camino diferente a despachar desfavorablemente las pretensiones de la demanda y 

absolver de cualquier responsabilidad al ente territorial demandado, pues las afirmaciones 

infundadas y no probadas contenidas en la demanda no pueden ser objeto de presunción alguna 

de su parte. 

  

Por lo anterior, solicito respetuosamente declarar probada esta excepción.      

 

3.3. INEXISTENCIA DE FALLA EN EL SERVICIO A CARGO DEL DISTRITO ESPECIAL DE 

CALI Y DE UN VÍNCULO CAUSAL ENTRE CUALQUIER CONDUCTA DEL REFERIDO 

ENTE TERRITORIAL Y EL DAÑO DEMANDADO. 

 

Congruente con la excepción de mérito que antecede, se tiene que al no desplegarse conducta 

que revista responsabilidad del demandado se carece de un requisito esencial para reclamar 

daños por parte de la actora, es decir, no hay causalidad adecuada, pues si el hecho no existe, 

entonces no es capaz de producir un resultado como sucede para el caso bajo estudio. Como se 

ha venido aseverando, cuando se accede a la acción de reparación directa frente al estado, se 

crea la obligación para la parte demandante de demostrar fehacientemente la causa petendi, toda 

vez que de acuerdo al artículo 167 del C.G.P., aplicable a los procesos contencioso 

administrativos, la carga de la prueba le corresponde a la parte activa, con la salvedad de los 

hechos notorios o de afirmaciones o negaciones indefinidas. 

 

                                                
3
 Consejo de Estado, Sección Tercera (2020). Sentencia 47.272, C.P. María Adriana Marín. Diciembre 04.   
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Se tiene que no existe falla en el servicio por una falta de mantenimiento y señalización vial en el 

lugar del presunto acontecimiento, llanamente porque no obra evidencia de la existencia del 

alegado foramen que aduce la demandante, ya que ni siquiera la misma precisa con exactitud el 

punto donde se supone se encontraba, además no hay medio probatorio que permita conocer de 

intervenciones sobre dicha vía, esto nos permite concluir que no existe falta o falla en el servicio, 

realmente no está demostrado este tercer elemento que constituye la figura jurídica que da lugar a 

la reparación directa, puesto que el servicio no se puede calificar de ineficiente, toda vez que se 

carece de elementos probatorios que así lo demuestren, principalmente de aquellos que puedan 

asegurar la existencia de un bache y sus dimensiones. 

 

Es oportuno recordar, que el nexo de causalidad se ha definido como la determinación de que una 

conducta antijurídica es la causa adecuada de un daño. Así lo ha entendido en pródiga 

jurisprudencia el Honorable Consejo de Estado, para lo cual valga traer a colación la siguiente 

consideración emanada de dicha Corporación: 

 

“El nexo causal es la determinación de que un hecho es la causa de un daño. En 

esa medida, en aras de establecer la existencia del nexo causal es necesario 

determinar si la conducta imputada a la Administración fue la causa eficiente 

y determinante del daño que dicen haber sufrido quienes deciden acudir ante 

el juez con miras a que les sean restablecidos los derechos conculcados.” 

(Énfasis propio). 

 

Ahora bien, es preciso reiterar que en el régimen de la falla en el servicio, corresponde al 

demandante amén de probar el daño antijurídico ocasionado, demostrar la relación de causalidad 

entre éste y la conducta dañosa imputada, debiendo ser la segunda su causa adecuada. Es decir, 

le corresponde a la parte demandante acreditar el nexo causal. Sobre el particular ha indicado el 

Honorable Consejo de Estado: 

 

“Por otra parte, es necesario tener en cuenta que en todos los casos, se debe 

acreditar la relación de causalidad entre la actuación de la entidad demandada 

y el daño antijurídico por el que se reclama indemnización de perjuicios, sin 

que sea suficiente para ello con probar la sola relación o contacto que hubo entre 

aquella y el paciente, ya que la responsabilidad sólo surge en la medida en que 

se acredite que una actuación u omisión de la Administración, fue la causa 

eficiente del hecho dañoso; y como reiteradamente lo ha sostenido la 

jurisprudencia, el nexo causal no se presume, debe aparecer debidamente 

probado (…)” (Negrilla propia.) 

 

Dicho esto, encontramos que las lesiones padecidas por la víctima directa equivocadamente 

pretenden ser imputadas al DISTRITO DE SANTIAGO DE CALI, con el simple aporte de un IPAT, 

ya que no existen y tampoco se solicitaron medios probatorios con los que se pudiera 

complementar su información y clarificar: i) las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que 

ocurrió el accidente de tránsito, y ii) que el supuesto hueco donde se afirma acaeció, hubiera sido 

la causa de las lesiones alegadas y no otro factor externo, imputable a la víctima, como lo 

veremos más adelante. 

 

Según criterios jurisprudenciales, a los municipios les corresponde desde el ámbito de su 

competencia, la conservación, mantenimiento y mejoramiento continuo de la infraestructura vial. 
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Existen principios rectores o fundamentales del transporte terrestre, tales como el derecho al uso 

y goce de las vías públicas, de conformidad con los artículos 678 y 1005 del Código Civil; el 

principio de seguridad consignado en el Código Nacional de Tránsito y en el capítulo 8 de la ley 

336 de 1996; el principio de libertad de locomoción para las personas y vehículos, consagrado 

igualmente en el Código Nacional de Tránsito; y el principio de señalización que es el que nos 

centra la atención en el presente caso. 

 

Conforme a éste último principio, se infiere que cuando las entidades públicas que tienen a su 

cargo el deber de señalar las vías, omiten su cumplimiento o lo hacen de manera defectuosa, 

comprometen su responsabilidad y el de las personas jurídicas en cuyo nombre actúan, por falla o 

falta del servicio a éstas encomendado. Así mismo, conforme al principio en comento se 

encuentra la obligación de construir carreteras seguras y adecuadas al requerimiento del tráfico y 

mantenerlas en buen estado, es así como la administración obtiene el deber primario de ejercer el 

control, en cuanto al cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias que ordenan su 

señalización y advertencia de los peligros en las vías. 

 

En el caso de marras, si bien el Distrito Especial de Santiago de Cali, tiene asignada la 

conservación y mantenimiento de las vías del perímetro urbano, lo cierto es que hasta el momento 

no se ha demostrado de manera eficiente un incumplimiento en cuanto a este componente 

obligacional, pues, por un lado, la parte actora se limita a afirmar la existencia de un “hueco” en la 

vía, pero no se empeñó en probar su dicho con medio de convicción que soporte la hipótesis de 

un IPAT ampliamente cuestionado. 

 

En conclusión, podemos afirmar que el hecho presentado por la demandante carece de 

consonancia con lo pretendido, esto porque como ya aclaramos, si no hay daño que se pueda 

imputar a la demandada, porque no lo causó el ente accionado, y ni siquiera se determina por la 

demandante las circunstancias de tiempo, modo y lugar que lo causaron, se desnaturaliza el 

medio de control invocado, se rompe el nexo causal y desaparece la supuesta falla del servicio. 

 

Por lo ampliamente expuesto solicito se declare fundada la excepción. 

 

3.4. CULPA EXCLUSIVA Y DETERMINANTE DEL ACTOR COMO EXIMENTE DE 

RESPONSABILIDAD. 

 

De la narración de los hechos de la demanda y de los medios que se pretende introducir como 

pruebas, es evidente que el único causante de los perjuicios que en este medio reclaman, es el 

propio demandante. Lo anterior toda vez que el señor Bonilla, desplegó una actividad peligrosa en 

un vehículo tipo motocicleta, observándose que en el croquis del IPAT aportado no se evidencia 

huella de frenado alguna que permita inferir que el demandante realizó intento alguno por evitar el 

accidente, lo que denota un actuar culposo, que implica la desatención a obligaciones o reglas 

tendientes a evitar el daño. 

 

Frente a la culpa exclusiva de la víctima, la Alta Corporación de lo Contencioso Administrativo ha 

manifestado que: 

 

“(…) en materia Contencioso Administrativa, para la determinación de la 

responsabilidad de la parte demandada, reviste especial importancia el análisis 

de facto y jurídico del comportamiento de la víctima en la producción de los 

17



          

 
 
 

 
                                                                                                                                                                                                         Página 18 | 39 

 

hechos, con miras a establecer -de conformidad con el grado, importancia, 

eficacia, previsibilidad, irresistibilidad, entre otros aspectos de esa conducta - si 

hay lugar a la exoneración del ente acusado –hecho exclusivo de la víctima - o a 

la disminución del quantum de la indemnización en el evento en que se presente 

la concurrencia de culpas. (…)”4 

 

A tono de lo mencionado, es importante señalar que la culpa exclusiva de la víctima, nace como 

producto de un hecho súbito y excepcional, imputable a la propia conducta – culpable o no- de la 

víctima, que por las circunstancias de modo en que tuvieron ocurrencia no pueden serle atribuidas 

a la entidad demandada, es decir, es un suceso atribuible a la víctima que exonera total o parcial 

de la responsabilidad administrativa. Este tipo de eventos, no ocurren como consecuencia de una 

omisión que pueda atribuírsele a la demandada, sino que se desencadena por un evento ajeno y 

externo a su actuación o voluntad. Frente el tópico de la culpa exclusiva de la víctima la 

jurisprudencia del H. Consejo de Estado ha sido enfática en señalar que: 

 

“(…) “Cabe recordar que la culpa exclusiva de la víctima, entendida como la 

violación por parte de ésta de las obligaciones a las cuales está sujeto el 

administrado, exonera de responsabilidad al Estado en la producción del daño. Así, 

la Sala en pronunciamientos anteriores ha señalado: 

 

“(…) Específicamente, para que pueda hablarse de culpa de la víctima 

jurídicamente, ha dicho el Consejo de Estado, debe estar demostrada además de la 

simple causalidad material según la cual la víctima directa participó y fue causa 

eficiente en la producción del resultado o daño, el que dicha conducta provino del 

actuar imprudente o culposo de ella, que implicó la desatención a obligaciones o 

reglas a las que debía estar sujeta. Por tanto puede suceder en un caso 

determinado, que una sea la causa física o material del daño y otra, distinta, la 

causa jurídica la cual puede encontrarse presente en hechos anteriores al suceso, 

pero que fueron determinantes o eficientes en su producción. Lo anterior permite 

concluir que si bien se probó la falla del servicio también se demostró que el daño 

provino del comportamiento exclusivo de la propia víctima directa, la cual rompe el 

nexo de causalidad; con esta ruptura el daño no puede ser imputable al demandado 

porque aunque la conducta anómala de la Administración fue causa material o 

física del daño sufrido por los demandantes, la única causa eficiente del mismo fue 

el actuar exclusivo y reprochable del señor …, quien con su conducta culposa de 

desacato a las obligaciones a él conferidas, se expuso total e imprudentemente a 

sufrir el daño (…)”5 

 

A lo largo de este pronunciamiento, hemos dilucidado cómo el actuar de quien llama a juicio 

incidió exclusivamente en que se causara el daño alegado, librando del deber indemnizatorio de 

los perjuicios reclamados a quien se demanda. Como lo hemos sustentado, el entonces conductor 

desatendió sus deberes legales, al movilizarse en un vehículo tipo motocicleta sin que se logre 

evidenciar intento alguno por frenar o disminuir su velocidad y evitar el presunto accidente con el 

hueco en la vía, por lo que la consecuencia se desata en su propia ligereza de la cual no es 

responsable la parte pasiva de este proceso, aun cuando existiera el presunto hueco en la vía de 

la calle 121 con carrera 26E, lo determinante fue la circulación del demandante sin el cuidado 

                                                
4
 C. E. Sec. Tercera, Sent. Exp. 23.710, may. 14/2012, C.P. Mauricio Fajardo Gómez. 

5
 CONSEJO DE ESTADO, Sección Tercera, sentencia del 25 de julio de 2002 (expediente 13.744). 
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debido. 

 

Es así como se puede inferir que para el caso concreto hubo incumplimientos a las normas que 

regulan el tránsito de motocicletas. A su turno la norma de tránsito exige: 

 

“ARTICULO 94. NORMAS GENERALES PARA BICICLETAS, TRICICLOS, 

MOTOCICLETAS, MOTOCICLOS Y MOTOTRICICLOS. Los conductores de 

bicicletas, triciclos, motocicletas, motociclos y mototriciclos, estarán sujetos a las 

siguientes normas: 

 

Los conductores de estos tipos de vehículos y sus acompañantes deben vestir 

chalecos o chaquetas reflectivas de identificación que deben ser visibles cuando se 

conduzca entre las 18:00 y las 6:00 horas del día siguiente, y siempre que la 

visibilidad sea escasa. 

 

Los conductores que transiten en grupo lo harán uno detrás de otro. 

 

No deben sujetarse de otro vehículo o viajar cerca de otro carruaje de mayor 

tamaño que lo oculte de la vista de los conductores que transiten en sentido 

contrario. 

 

No deben transitar sobre las aceras, lugares destinados al tránsito de peatones y 

por aquellas vías en donde las autoridades competentes lo prohíban. Deben 

conducir en las vías públicas permitidas o, donde existan, en aquellas 

especialmente diseñadas para ello. 

 

Deben respetar las señales, normas de tránsito y límites de velocidad. (…)” 

 

Como la ha mencionado la defensa, la sana lógica y las reglas de la experiencia infieren que 

conducir al límite de velocidad establecido, es decir, en cumplimiento a las normas de tránsito, 

permite evitar un accidente de tránsito por obstáculos en la vía. Quiere decir esto que en el 

escenario en que el señor BONILLA hubiese conducido dentro del límite de velocidad dispuesto, 

hubiera podido advertir la presencia de los baches en la vía, lo que permite inferir que el 

demandante condujo de manera imperita y este comportamiento culposo determinó la concreción 

del presunto accidente. 

 

Todo lleva a concluir que si el actor es quien se ha expuesto a sufrir un riesgo desproporcionado, 

debe este asumir las consecuencias de su comportamiento y no atribuir a una entidad 

responsabilidad sin fundamento. Con la configuración de esta causal exonerativa, el DISTRITO 

ESPECIAL DE SANTIAGO DE CALI no está llamado a responder, por lo que el juicio de 

responsabilidad no debe ser viable para las actoras. Por esto, solicito respetuosamente se 

despachen desfavorablemente la totalidad de las pretensiones de las demandantes y se declare el 

eximente de responsabilidad propuesto. 

 

3.5. CARENCIA DE PRUEBA DE LOS SUPUESTOS PERJUICIOS Y EXAGERADA 

TASACIÓN DE LOS MISMOS. 

 

Como se explicó en líneas anteriores, la tasación de los perjuicios no obedece a un sustento 
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probatorio que fehacientemente respalde el perjuicio que presuntamente han debido soportar los 

demandantes. Como se mencionó, el Juzgador no está obligado a reconocer pretensiones 

indemnizatorias que no estén claramente acreditadas y tasadas porque no puede presumirlas y se 

debe atener a lo allegado oportunamente y probado en el proceso. En el caso de marras, no está 

demostrada la responsabilidad del Distrito Especial de Santiago de Cali, así como tales 

pretensiones resultan ser exorbitantes y respecto de las cuales no obra prueba en el expediente. 

Por el contrario, solamente demuestran un claro afán de lucro de la parte activa, los cuales no 

pueden ser endilgados a la administración. 

 

Como la parte actora pretende los perjuicios de manera separada, es necesario excepcionar así: 

 

3.5.1. AUSENCIA DE PRUEBA DEL LUCRO CESANTE. 

 

Se pretende el reconocimiento de lucro cesante sin que se haya demostrado que el demandante 

ejerciera actividad económica alguna que le generara un ingreso, lo que no puede, ni debe ser 

presumido. Adicionalmente, y en lo que concierne al lucro cesante futuro, tenemos que el mismo 

resulta improcedente, y esto sucede así porque no se avizora en el expediente un dictamen de 

pérdida de capacidad laboral que permita liquidarlo, por lo que la pretensión resulta inaccesible.  

. 

Para el caso concreto, y con miras de cimentar nuestra defensa, al no existir prueba del 

despliegue de alguna actividad económica por el demandante ni el ingreso por el mismo percibido, 

y siendo que por demás la pretensión del lucro cesante futuro que se persigue no se respalda con 

dictamen de pérdida de capacidad laboral que lo hace improcedente, resulta perfectamente 

aplicable para la primera perspectiva, el más reciente pronunciamiento de unificación del Consejo 

de Estado en la Sentencia No. 44572 del 18 de julio de 2019 proferida por la Sección Tercera, 

M.P. Carlos Alberto Zambrano, eliminó la posibilidad de reconocer lucro cesante a una persona 

que aunque esté en edad productiva no acredite los ingresos percibidos por el efectivo desarrollo 

de una actividad económica, por contrariar el carácter cierto del perjuicio.  

 

Es decir, con esta sentencia se eliminó la presunción según la cual toda persona en edad 

productiva percibe al menos un salario mínimo, en tanto contraría uno de los elementos del daño, 

esto es la certeza, de manera que el lucro cesante solo reconocerá cuando obren pruebas 

suficientes que acrediten que efectivamente la víctima dejó de percibir los ingresos o perdió una 

posibilidad cierta de percibirlos. En dicho pronunciamiento se manifestó literalmente lo siguiente: 

 

“La ausencia de petición, en los términos anteriores, así como el 

incumplimiento de la carga probatoria dirigida a demostrar la existencia y 

cuantía de los perjuicios debe conducir, necesariamente, a denegar su 

decreto. (…)  

 

En los casos en los que se pruebe que la detención produjo la pérdida del 

derecho cierto a obtener un beneficio económico, lo cual se presenta cuando la 

detención ha afectado el derecho a percibir un ingreso que se tenía o que con 

certeza se iba a empezar a percibir, el juzgador solo podrá disponer una 

condena si, a partir de las pruebas obrantes en el expediente, se cumplen los 

presupuestos para ello, frente a lo cual se requiere que se demuestre que la 

posibilidad de tener un ingreso era cierta, es decir, que correspondía a la 

continuación de una situación precedente o que iba a darse efectivamente por 
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existir previamente una  actividad productiva lícita ya consolidada que le 

permitiría a la víctima directa de la privación de la libertad obtener un 

determinado ingreso y que dejó de percibirlo como consecuencia de la 

detención.  

 

Entonces, resulta oportuno recoger la jurisprudencia en torno a los 

parámetros empleados para la indemnización del lucro cesante y, en su 

lugar, unificarla en orden a establecer los criterios necesarios para: i) 

acceder al reconocimiento de este tipo de perjuicio y ii) proceder a su 

liquidación. 

 

La precisión jurisprudencial tiene por objeto eliminar las presunciones que 

han llevado a considerar que la indemnización del perjuicio es un derecho 

que se tiene per se y establecer que su existencia y cuantía deben 

reconocerse solo: i) a partir de la ruptura de una relación laboral anterior o 

de una que, aun cuando futura, era cierta en tanto que ya estaba 

perfeccionada al producirse la privación de la libertad o ii) a partir de la 

existencia de una actividad productiva lícita previa no derivada de una 

relación laboral, pero de la cual emane la existencia del lucro cesante.” 

(subrayado y negrilla fuera del texto original)  

 

Este pronunciamiento entonces excluye posibilidad alguna de que se reconozca lucro cesante a 

una persona que aunque esté en edad productiva no acredite los ingresos percibidos por el 

efectivo desarrollo de una actividad económica, por contrariar el carácter cierto del perjuicio. En el 

caso sub judice no puede presumirse el lucro cesante a favor del señor BONILLA, como 

consecuencia del accidente de tránsito supuestamente acaecido el 18 de enero de 2018, pues no 

hay prueba fehaciente de actividad económica desplegada, ni el ingreso que percibía por dicha 

actividad, o que se haya dejado de percibir fruto de responsabilidad de la demandada.  

 

En cuanto a la segunda perspectiva, esto es, el lucro cesante futuro, como bien hemos hecho 

notar, el mismo resulta improcedente por cuanto no se aporta por el actor dictamen de pérdida de 

capacidad laboral, siendo que por demás el mismo se construye sobre posibilidades de ganancias 

ficticias pues el daño reclamado es incierto, y al efecto resulta preciso citar las siguientes 

consideraciones del Consejo de Estado en su Sala Contencioso Administrativa, Sección Tercera, 

Subsección C, con ponencia del Magistrado Jaime Orlando Santofimio Gamboa6, que frente al 

lucro cesante futuro consigna: 

 

“… 4.3.- Puede tratarse también de a pérdida de utilidad que no siendo actual, la 

simple acreditación de su existencia es suficiente en cuanto a su certeza, lo que 

configura el lucro cesante futuro o anticipado, así como debe tenerse en cuenta 

(1) las circunstancias del caso en concreto y las “aptitudes” de quien resulta 

perjudicado, esto es, si la ventaja, beneficio, utilidad o provecho económico se 

habría o no realizado a su favor, o (2) si la misma depende de una 

contraprestación de la víctima que no podrá cumplir como consecuencia del 

hecho dañoso, de manera que se calcula a su favor el valor entre el beneficio, 

utilidad o provecho económico y el valor por la víctima debido [que puede incluir 

el reconocimiento de labores no remuneradas domésticas con las que apoyaba a 

                                                
6
 Radicado: 76001-23-31-000-1998-01510-02 (55149) 

21



          

 
 
 

 
                                                                                                                                                                                                         Página 22 | 39 

 

su familia]; (3) puede comprender los ingresos que se deja de percibir por las 

secuelas soportadas por la víctima; (4) debe existir cierta probabilidad objetiva 

que resulte del curso normal de las cosas y del caso en concreto, pero no cabe 

reconocer cuando se trata de una mera expectativa; (5) la existencia de la 

incapacidad no es suficiente para ordenar la indemnización por lucro cesante 

cuando el lesionado está demostrado que siguió laborando en el mismo oficio que 

desempeñaba.” 

 

Desarrollando nuestro argumento, de conformidad a lo citado y atendiendo lo demandado, 

podemos dilucidar que en efecto el actor persigue una pretensión totalmente especulativa, pues 

se respalda en una posibilidad a todas luces incierta de ganancias ficticias, por lo cual y a tono de 

lo dispuesto por el Alto Tribunal, no puede reconocerse y accederse a una probabilidad que es 

carente de objetividad, y es que para el efecto resulta importante mencionar que ante la ausencia 

de un daño cierto el cual no puede percibirse por no exteriorizarse su existencia no resulta viable 

su reconocimiento. 

 

En conclusión, por no demostrase el hecho dañoso, ni la objetividad de la pretensión perseguida 

por ausencia probatoria como para el caso lo sería el dictamen de pérdida de capacidad laboral, 

revistiendo lo reclamado características de una pretensión fantasiosa no amparada por el 

ordenamiento legal, resulta improcedente su reconocimiento y por tanto debe ser despachada 

desfavorablemente. 

 

3.5.2. AUSENCIA DE PRUEBA DEL DAÑO EMERGENTE. 

 

Se pretende al reconocimiento de la suma de $269.789 M/Cte. Sin embargo, el mismo no se 

encuentra acreditado y de llegarse a probar, no puede establecerse de manera inequívoca que es 

producto de responsabilidad en cabeza de la parte pasiva, lo que por evidente carencia probatoria 

resulta improbable. Pese a estar acreditada la ausencia de los elementos de la responsabilidad, 

en gracia de discusión debe advertirse que dentro de la demanda existen unas pretensiones 

económicas de índole material cuya procedencia no se ha demostrado. Para el reconocimiento del 

daño emergente resulta necesaria su acreditación, carga que le asiste al demandante y que en 

este caso no cumplió, pues no se allego prueba si quiera sumaria que permita de manera objetiva 

corroborar la materialización de una daño emergente. Bajo estos derroteros, en el caso particular 

es completamente inviable condena alguna a título de daño emergente, por cuanto no existe 

prueba cierta, clara y suficiente que acredite las sumas solicitadas por el extremo actor. 

 

El daño emergente ha sido desarrollado jurisprudencialmente como la tipología de perjuicios que 

comprende la pérdida de elementos patrimoniales como consecuencia de los hechos dañosos. 

Sin embargo, se ha establecido ampliamente que para la procedencia del reconocimiento de estos 

resulta totalmente necesario acreditarlos dentro del proceso, carga que le asiste al reclamante de 

estos. Bajo estos derroteros, en el caso particular es completamente improcedente 

reconocimiento alguno a título de daño emergente, por cuanto no existe prueba cierta, clara y 

suficiente que acredite las sumas solicitadas por el extremo actor. 

 

Es claro que la parte demandante tenía entre sus mandatos como parte actora, toda la carga 

probatoria sobre los perjuicios deprecados en la demanda. Por lo tanto, la cuantía de los daños 

por los cuales se está exigiendo una indemnización deberá estar claramente probada a través de 

los medios idóneos que la ley consagra en estos casos. A efectos de entender la tipología de 
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dichos perjuicios, vale la pena rememorar lo indicado por el honorable Consejo de Estado con 

respecto a la definición del daño emergente en los siguientes términos: 

 

“Doctrinaria y jurisprudencialmente se ha sostenido que el daño emergente 

(dammun emergens) es la disminución patrimonial inmediata a causa del hecho que 

se juzga, representada en la pérdida de elementos económicos bien por los gastos 

que ellos significaron en su adquisición, ora por los desembolsos futuros para 

recuperarlos o enmendarlos, incluso, por la constitución de un pasivo, es decir, un 

empobrecimiento debido a que un bien salió o saldrá del patrimonio.”7 

 

Con fundamento de lo anterior, podemos concluir que el daño emergente comprende la pérdida 

de elementos patrimoniales, causada por los hechos de los cuales se trata de deducirse la 

responsabilidad. Ahora bien, la parte demandante manifiesta que con ocasión a sus lesiones, se 

causaron gastos en parqueadero de motos inmovilizadas, revisión de accidentes y grúa, por la 

suma de $269.789 M/Cte. Sin embargo, junto con la demanda no se anexan pruebas útiles, 

conducentes o pertinentes que demuestren este pago y en dicha tasación, y mucho menos puede 

el demandante exigir la condena en costas y la causación de intereses como concepto del daño 

emergente. 

 

En este orden de ideas, es fundamental que el despacho tome en consideración que en el 

plenario no obra ninguna prueba que permita acreditar un daño emergente como consecuencia de 

los conceptos ya señalados. De manera que no se debe perder de vista que la carga de la prueba 

de acreditar los supuestos perjuicios reside única y exclusivamente en cabeza de la parte 

demandante. En este sentido, si dicha parte no cumple con su carga y en tal virtud, no acredita 

debida y suficientemente sus aparentes daños, es jurídicamente improcedente reconocer 

cualquier suma por dicho concepto. Esta teoría ha sido ampliamente desarrollada por el Consejo 

de Estado, debido a que, sobre este particular, ha establecido lo siguiente: 

 

“En cuanto a los perjuicios materiales por daño emergente consistentes en los 

gastos que los demandantes tuvieron que sufragar como consecuencia del hecho 

imputable al Estado, como lo son verbi gratia, sepultura, caja mortuoria, honorarios 

de abogado, etc., que se sobrevinieron con la muerte de la joven, observa la Sala 

de Decisión que tales deben liquidarse de acuerdo con las pruebas aportadas en el 

proceso, sin que tales acreditaciones se encuentren en el proceso de marras esto 

en el entendido que a fin de reconocerse una suma de dinero proveniente de un 

perjuicio ocasionado, es menester que este sea real y cierto, es decir que su 

materialidad esté plenamente acreditada en el proceso, de lo que carece en 

cuanto a perjuicios materiales el presente, por lo que en este sentido la 

pretensión no prospera”8 

 

Es claro que las altas cortes han establecido que, para la procedencia de reconocimiento de 

perjuicios a título de daño emergente, es necesario que el reclamante demuestre mediante prueba 

suficiente que se trata de perjuicios ciertos y no hipotéticos. Lo que no sucede en el caso de 

marras, en tanto que la parte demandante solicita reconocimiento de perjuicios a título de daño 

emergente, sin que prueben siquiera sumariamente la causación de dichos perjuicios. Carga que 

les asiste por ser los reclamantes del daño, según los términos jurisprudenciales mencionados.   

                                                
7
 Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del 14 de abril de 2010. C.P. Ruth Stella Correa Palacio 

8
 Consejo de Estado, Sección Tercera - Subsección B, Sentencia del 24 de enero de 2019. C.P: Ramiro 

Pazos Guerrero 
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Bajo estos derroteros, en el caso particular es completamente improcedente reconocimiento 

alguno a título de daño emergente, por cuanto no existe prueba cierta, clara ni suficiente que 

acredite las sumas solicitadas por el extremo actor, por lo cual se convierten en suposiciones 

infundadas y exorbitantes que deberán ser negadas por el juzgador, pues no es esta permitido 

suponerlas. Inclusive, si en juicio de gracia se hubiere allegado con la demanda un documento 

tipo factura, el artículo 617 del estatuto tributario señala los requisitos que debe cumplir la misma, 

que son los siguientes: 

 

1. Estar denominada expresamente como factura de venta. 

2. Apellidos y nombre o razón y NIT del vendedor o de quien presta el servicio. 

3. Apellidos y nombre o razón social y NIT del adquirente de los bienes o servicios, 

junto con la discriminación del IVA pagado. 

4. Llevar un número que corresponda a un sistema de numeración consecutiva de 

facturas de venta. 

5. Fecha de su expedición. 

6. Descripción específica o genérica de los artículos vendidos o servicios 

prestados. 

7. Valor total de la operación. 

8. El nombre o razón social y el NIT del impresor de la factura. 

9. Indicar la calidad de retenedor del impuesto sobre las ventas. 

 

Como puede observar el despacho, no existe documental que cumpla a cabalidad con los 

requisitos que exige la norma para ser tenida como soporte del daño reclamado. En este sentido, 

al no existir prueba idónea, no puede presumirse el daño emergente por la parte actora sin que su 

dicho sea sustentado mediante prueba o elemento de juicio suficiente para acreditar alguna 

pérdida o erogación causada como consecuencia del fallecimiento. Es claro que 

jurisprudencialmente se ha establecido que en tanto no se demuestre mediante prueba la 

causación del daño emergente, es jurídicamente improcedente considerar reconocer algún 

emolumento por este concepto. De modo que no le queda otro camino al despacho, sino 

desestimar las pretensiones de los demandantes en lo relacionado con el daño emergente, puesto 

que no cumplió con la carga de probarla.  

 

En conclusión, una vez revisadas las pruebas obrantes en el plenario del proceso, no cabe duda 

de que no existe ninguna que acredite la causación de daño emergente. Razón suficiente para 

que no se le reconozca ninguna suma indemnizatoria por esta tipología de perjuicios, en tanto que 

no se encuentra probado. Máxime, cuando el Consejo de Estado fue totalmente claro en indicar 

que éstos no se presumen, sino que se deben probar. Razón suficiente para solicitar al Despacho 

que desestime la pretensión invocada por las Demandantes en lo relacionado con el daño 

emergente. 

 

3.5.3. NO SE PRUEBA EL DAÑO MORAL Y EN TODO CASO SE CUANTIFICÓ 

INDEBIDAMENTE. 

 

En el asunto que nos ocupa los demandantes pretenden el reconocimiento de 100 SMMLV por 

concepto de daño moral para cada uno. Sin embargo, además de que el mismo se torna en 

improcedente habida cuenta que no se ha acreditado la responsabilidad de la pasiva en los 

hechos demandados, de todas maneras, la tasación presentada para los familiares de segundo y 
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tercer grado supera los baremos jurisprudencialmente establecidos por el Consejo de Estado. Así 

las cosas, es pertinente aclarar que dicha Corporación, mediante Acta No. 28 de 2014 fijó los 

baremos para reconocer y cuantificar el daño moral. En dicho sentido se enseñan los topes 

indemnizatorios en caso de lesiones: 

 

 

 

Este perjuicio se ha definido de antaño por la jurisprudencia como “el dolor, la aflicción” y en 

general los sentimientos de desesperación, congoja, desasosiego, temor, zozobra etc. que 

invaden a la víctima directa o indirecta de un daño antijurídico, individual o colectivo. Esta 

afectación, conocida también como duelo, se ha calificado científicamente por la doctrina médica 

que ha señalado: 

 

“(…) afecta prácticamente todos los aspectos de la vida de un sobreviviente. A 

menudo, el duelo acarrea un cambio de estatus y de papel (por ejemplo, de esposa 

a viuda o de hijo o hija a huérfano). También tiene consecuencias económicas y 

sociales (la pérdida de amigos y en ocasiones de ingreso). En primer lugar se 

presenta la aflicción, que es la respuesta emocional experimentada em las primeras 

fases del duelo (…) la aflicción, al igual que la muerte es una experiencia personal. 

La investigación actual ha cuestionado las nociones previas de un solo patrón 

“normal” de aflicción y un programa “normal” de recuperación. El hecho de que una 

viuda hablara con su difunto marido era considerado como una señal de 

perturbación emocional, que ahora se reconoce como una conducta común y útil 

(…)”9  

 

Según la jurisprudencia citada, es inviable el reconocimiento de los perjuicios morales, pues en 

primer lugar, debe esclarecerse como ya se ha expuesto, que en congruencia con lo perseguido 

en la pretensión primera del acápite de declaraciones y condenas del escrito de la demanda, que 

el acto sobre el cual se pretende la declaratoria de responsabilidad se configure por acción u 

omisión de la demandada, lo que no se ha acreditado.  

 

A su vez, los montos pretendidos desbordan los baremos jurisprudenciales citados, toda vez que 

se solicita para MARÍA ZULIA PEREA BENÍTEZ y MABEL PERÉA BENÍTEZ como tías la suma 

de 100 SMMLV; para MARIBEL NIEVA MOSQUERA y SAYURI BONILLA MOSQUERA como 

hermanas la suma de 100 SMMLV; para HADER STEIN ZÚÑIGA GAMEZ como hermano la suma 

                                                
9
 Papalia, Diane E. Wendkos Olds Rally y Duskin Feldman Ruth en “Desarrollo Humano”, Editorial Mc Graw 

Hill. Novena edición. México D.F. 2004. OP CIT, pág. 766 y s.s.   
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de 100 SMMLV., los que claramente para el caso de los hermanos desborda las reglas 

jurisprudenciales, que fija para este grado de parentesco la suma de 50 SMMLV., y para las tías 

como máximo 35 SMMLV. Motivo por el cual, los montos solicitados por la parte accionante no 

pueden ser ni reconocidos, ni cancelados a modo de indemnización, sin perjuicio que los 

reclamantes del tercer nivel de relación afectiva deben demostrar el perjuicio, pues el mismo no se 

presume. 

 

Adicionalmente, para la víctima directa y los reclamantes el primer y segundo nivel, no pueden 

reclamar un perjuicio sobre la tasación máxima, como si el daño presuntamente causado en la 

humanidad del señor BONILLA, fuese equiparable al de una persona en condición de invalidez, 

cuando ni siquiera se allega con la demanda PCL., que permita de manera alguna acreditar la 

gravedad de las lesiones. 

 

En conclusión, es inviable el reconocimiento por daño moral en las sumas pretendidas por la parte 

demandante, por un lado, por cuanto no se allegaron pruebas que acrediten la responsabilidad de 

la pasiva y por otro, toda vez que la tasación propuesta supera los baremos jurisprudencialmente 

establecidos. En tal sentido, no hay lugar al reconocimiento de suma alguna por concepto.  

  

Por lo anterior, solicito respetuosamente declarar probada esta excepción. 

 

3.5.4. NO SE PRUEBA EL DAÑO EN LA SALUD Y EN TODO CASO SE CUANTIFICÓ 

INDEBIDAMENTE. 

 

Resulta que si bien se pretende el reconocimiento de la suma de 100 SMMLV, para el señor 

Bonilla, ante la ausencia de pruebas sobre la responsabilidad de la demandada no habría lugar a 

que la parte pasiva se viera obligada a proceder con el pago de la indemnización perseguida. 

Además, no se puede pasar por alto que no es suficiente alegar un daño, se debe llevar al 

juzgador al convencimiento de que el mismo es fruto innegable de la responsabilidad de la 

llamada a juicio, debiendo además acreditar su gravedad, lo que en el sub lite no sucede. 

 

Para resolver la pretensión referenciada, es necesario traer a colación lo dispuesto por la Sección 

Tercera del Consejo de Estado, mediante sentencia de 28 de agosto de 2014, mediante la cual se 

unificó jurisprudencia respecto del reconocimiento del denominado perjuicio por daño a la salud. 

Este pronunciamiento implicó un replanteamiento de los perjuicios denominados “alteración a las 

condiciones de existencia” y “vida en relación” y se limitó su contenido a la afectación o limitación 

a la integridad psicofísica de una persona. Los parámetros estructurados en el precedente de 

unificación han sido ratificados en los siguientes términos: 

 

“(…) sea lo primero manifestar que esta Sección, siguiendo los lineamientos 

planteados en sus sentencias de unificación, formuló una nueva tipología de 

perjuicio imaterial diferente a los denominados perjuicio fisiológico, daño a la 

vida en relación y alteración a las condiciones de existencia, para en su lugar 

reconocer las categorías de daño a la salud (cuando estos provengan de una 

lesión a la integridad sicofísica de la persona) y de afectación relevante a bienes 

o derechos convencional y constitucionalmente amparados… 

 

En relación con el daño a la salud, la Sección Tercera estableció que aquella no 

estaba encaminada al restablecimiento de la aflicción o el padecimiento que se 

genera con aquel, sino que se dirigía a resarcir económicamente “-como quiera 
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que empíricamente es imposible- una lesión o alteración a la unidad corporal de 

la persona, esto es, la afectación del derecho a la salud del individuo”, razón por 

la cual procedía únicamente en favor de la víctima directa del faño, dependiendo 

de la gravedad o levedad de la lesión, con base en el porcentaje de disminución 

de capacidad sicofísica que se hubiere causado.”10 

 

Así las cosas, no obra en el plenario prueba médica o dictamen de pérdida de capacidad laboral 

que de manera razonable permita sustentar la tasación de 100 SMMLV, que por este concepto 

busca el señor Bonilla ser indemnizado, siendo que a tono con lo enunciado, no se aporta al 

proceso medio de convicción que permita inferir que las lesiones del demandante puedan o deban 

equipararse con aquellas que sufre una persona que es declarada en estado de invalidez, sin que 

resulte entonces jurídicamente acertado reconocer ni el daño solicitado ni mucho menos la 

cuantificación propuesta. 

 

En síntesis, tenemos que no puede reconocerse el aludido daño a la salud porque el mismo no se 

encuentra probado, lo que guarda correlación con el facto de que no hay documento médico o 

dictamen de pérdida de capacidad laboral que sustenten la exagerada cuantificación de los 

perjuicios reclamados por la parte demandante.  

 

Ruego declarar probado el medio de excepción. 

 

3.5.5. IMPOSIBILIDAD DE RECLAMAR Y RECONOCER EL DAÑO ESTÉTICO. 

 

Se propone el medio exceptivo por la evidente imposibilidad de acceder a lo pretendido por el 

señor BONILLA, quien reclama la suma de 100 SMLMV por este concepto, cuando no se 

encuentra dentro de aquellos perjuicios que la jurisprudencia del H. Consejo de Estado, ha 

reconocido en este tipo de escenarios, es decir, el mismo no reviste de ser autónomo y por tanto 

no puede exigirse como tal. 

 

De tal modo, tenemos que el perjuicio por el que pretende ser reparada la demandante se 

encuentra subsumido al daño a la salud, y de ese modo, como se explicó en el medio exceptivo 

de líneas anteriores, y con razones similares, aunque el daño estético se llegase a probar, debe 

de manera suficiente acreditarse que el mismo deriva por causa de acción y omisión de la 

demandada, sin embargo, ante la carencia de medios de convicción esto se torna imposible, por 

lo que debe despacharse sin mayor análisis de manera desfavorable lo pretendido. 

 

3.6.  ENRIQUECIMIENTO SIN JUSTA CAUSA. 

 

Es imposible imponer una condena y ordenar el resarcimiento de un detrimento por perjuicios no 

demostrados o presuntos, o si se carece de la comprobación de su magnitud y realización, ya que 

no es admisible la presunción en esa materia, de manera que una indemnización sin fundamentos 

fácticos ni jurídicos necesariamente se traducirá en un lucro indebido, como sucedería en un caso 

con el que hoy nos asiste. 

 

En virtud de lo anterior, solicito respetuosamente declarar probada la presente excepción. 

 

                                                
10

 Consejo de Estado, Sección Tercera (2018). Radicación No. 27001-23-31-000-2011-10226-01(50776), 
C.P. Marta Nubia Velásquez Rico. Agosto 16. 
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3.7. GENÉRICA O INNOMINADA.  

 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 282 de la Ley 1564 del 201211, solicito sea declarada 

cualquier otra excepción que resulte probada en el curso del proceso, ya sea frente a la demanda 

o al contrato de seguro utilizado para convocar a mi representada al presente litigio mediante 

llamamiento en garantía. 

 

Por lo expuesto, solicito respetuosamente a la judicatura en su deber, declarar probada esta 

excepción. 

 

CAPÍTULO 2 

CONTESTACIÓN DEL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA 

 

1. FRENTE A LOS HECHOS 

 

FRENTE AL HECHO 1. Es cierto, en efecto se relacionan en adecuada forma el radicado, los 

datos del apoderado demandante y los de sus mandantes o accionantes. 

 

FRENTE AL HECHO 2. A mi procurada no le consta de forma directa ni indirecta los hechos 

acaecidos el día 18 de octubre de 2018 frente al supuesto accidente de tránsito que refiere el 

llamante en garantía y lo posteriormente derivado de este, pues como se respondió a los hechos 

de la demanda, es de cargo de la actora probar sus manifestaciones. 

 

FRENTE AL HECHO 3. Es cierto solo en cuanto a que MAPFRE SEGUROS GENERALES DE 

COLOMBIA S.A., expidió la póliza de responsabilidad civil extracontractual No. 1501216001931, 

en coaseguro en el que participa mi representada con porcentaje del 23% del riesgo, a favor de la 

entidad que llama en garantía. Sin embargo, es importante recordar que la existencia de un 

contrato de seguro no implica per se la existencia de obligación indemnizatoria en cabeza de la 

aseguradora, su nacimiento dependerá, primero, de que se cumpla la condición suspensiva 

pactada y segundo, de las especiales condiciones que rigen la relación aseguraticia.  

 

Entonces, la obligación indemnizatoria se activa solo de encontrarse en primer lugar, probada la 

estructuración de la responsabilidad civil extracontractual del ente asegurado durante la vigencia 

de la póliza, lo que aquí no ha sucedido. Consecuentemente no ha surgido para mi representada 

el deber de indemnizar los daños reclamados. 

 

2. FRENTE A LA INEXISTENTE PRETENSIÓN DEL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA 

 

Se tiene que verificado el escrito de llamamiento en garantía, se evidencia que en el mismo no se 

consigna una sola pretensión declaratoria o condenatoria en contra de la aseguradora que 

                                                
11

 Artículo 282. Resolución sobre excepciones. En cualquier tipo de proceso, cuando el Juez halle probados 
los hechos que constituyen una excepción deberá reconocerla oficiosamente en la sentencia, salvo las de 
prescripción, compensación y nulidad relativa, que deberán alegarse en la contestación de la demanda.  
Cuando no se proponga oportunamente la excepción de prescripción extintiva, se entenderá renunciada.  Si 
el Juez encuentra probada una excepción que conduzca a rechazar todas las pretensiones de la demanda, 
debe abstenerse de examinar las restantes. En este caso si el superior considera infundada aquella 
excepción resolverá sobre las otras, aunque quien la alegó no haya apelado de la sentencia.  Cuando se 
proponga la excepción de nulidad o la de simulación del acto o contrato del cual se pretende derivar la 
relación debatida en el proceso, el Juez se pronunciará expresamente en la sentencia sobre tales figuras, 
siempre que en el proceso sean parte quienes lo fueron en dicho acto o contrato; en caso contrario se 
limitará a declarar si es o no fundada la excepción.   
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represento, razón por la cual y atendiendo el principio de congruencia, no podrá afectarse la póliza 

de citas, pues no le es dable al juez declarar lo que no se ha pedido, haciendo inoperante el 

reconocimiento de emolumento alguno. 

 

Adicionalmente, frente a la Póliza De Responsabilidad Civil Extracontractual No. 1501216001931, 

se aclara que la obligación indemnizatoria de la aseguradora que represento sólo puede 

predicarse si se comprueba que se realizó el riesgo asegurado, sujeto a las distintas condiciones 

de la póliza, siempre y cuando no se configure alguna de las causales de exclusión o de 

inoperancia del contrato de seguro, ya sea de origen convencional o legal. Bajo ese entendido, 

conforme se ha señalado a lo largo de este escrito, ante la ausencia de la responsabilidad 

deprecada en el DISTRITO ESPECIAL DE CALI, se impide que salga avante la imputación 

realizada por lo que se concluye que no se configuró o realizó el riesgo asegurado.  

 

3. EXCEPCIONES DE MÉRITO 

 

3.1.  CONGRUENCIA ENTRE LA SENTENCIA Y LO SOLICITADO EN EL LLAMAMIENTO EN 

GARANTÍA. 

 

En este punto téngase en cuenta que, verificado el escrito de llamamiento en garantía, se 

evidencia que en el mismo no se encuentra consignada una sola pretensión declaratoria o 

condenatoria en contra de la Aseguradora que aquí represento, por lo que no hay lugar al 

reconocimiento de pretensiones que claramente no fueron solicitadas en la oportunidad procesal 

correspondiente. En ese sentido, es necesario señalar que el principio de congruencia es la regla 

del derecho procesal, en virtud del cual el Juez se encuentra obligado a que sus decisiones sean 

concordantes con los hechos y pretensiones que se presentan en los escritos que se elevan ante 

los Despachos. El artículo 281 del Código General del Proceso, contempla los preceptos que 

debe seguir el Juez en sus sentencias de la siguiente forma: 

 

“ARTÍCULO 281. CONGRUENCIA. La sentencia deberá estar en consonancia con 

los hechos y las pretensiones aducidos en la demanda y en las demás 

oportunidades que este código contempla y con las excepciones que aparezcan 

probadas y hubieren sido alegadas si así lo exige la ley. 

 

No podrá condenarse al demandado por cantidad superior o por objeto distinto del 

pretendido en la demanda ni por causa diferente a la invocada en esta. 

 

Si lo pedido por el demandante excede de lo probado se le reconocerá solamente lo 

último. 

 

En la sentencia se tendrá en cuenta cualquier hecho modificativo o extintivo del 

derecho sustancial sobre el cual verse el litigio, ocurrido después de haberse 

propuesto la demanda, siempre que aparezca probado y que haya sido alegado por 

la parte interesada a más tardar en su alegato de conclusión o que la ley permita 

considerarlo de oficio. 

 

PARÁGRAFO 1o. En los asuntos de familia, el juez podrá fallar ultrapetita y 

extrapetita, cuando sea necesario para brindarle protección adecuada a la pareja, al 

niño, la niña o adolescente, a la persona con discapacidad mental o de la tercera 
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edad, y prevenir controversias futuras de la misma índole. 

 

PARÁGRAFO 2o. En los procesos agrarios, los jueces aplicarán la ley sustancial 

teniendo en cuenta que el objeto de este tipo de procesos es conseguir la plena 

realización de la justicia en el campo en consonancia de los fines y principios 

generales del derecho agrario, especialmente el relativo a la protección del más 

débil en las relaciones de tenencia de tierra y producción agraria. 

 

En los procesos agrarios, cuando una de las partes goce del amparo de pobreza, el 

juez de primera o de única instancia podrá, en su beneficio, decidir sobre lo 

controvertido o probado aunque la demanda sea defectuosa, siempre que esté 

relacionado con el objeto del litigio. Por consiguiente, está facultado para reconocer 

u ordenar el pago de derechos e indemnizaciones extra o ultrapetita, siempre que 

los hechos que los originan y sustenten estén debidamente controvertidos y 

probados. 

 

En la interpretación de las disposiciones jurídicas, el juez tendrá en cuenta que el 

derecho agrario tiene por finalidad tutelar los derechos de los campesinos, de los 

resguardos o parcialidades indígenas y de los miembros e integrantes de 

comunidades civiles indígenas”. 

 

En virtud de lo anterior, se puede concluir que: i) no es válido emitir fallos ultra petita, es decir, 

sentencias en las cuales se condene al demandando por una cantidad superior a la solicitada en 

el líbelo de la demanda, o sentencias que concedan más de lo pedido. ii) Tampoco se pueden 

emitir fallos extra petita, es decir, sentencias en las cuales se condene al demandado con base en 

pretensiones distintas a las deprecadas en la demanda y iii) no pueden ser proferidas sentencias 

por causas distintas a las invocadas en el petitum de la demanda. En cuanto a la importancia del 

principio de congruencia, la Corte Constitucional ha indicado: 

 

“La jurisprudencia de esta Corporación ha definido el principio de congruencia 

“como uno de los elementos constitutivos del derecho fundamental al debido 

proceso consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política, en la medida 

que impide determinadas decisiones porque su justificación no surge del 

proceso por no responder en lo que en él se pidió, debatió, o probó. Además 

ha establecido que siempre que exista falta de congruencia en un fallo se 

configurara un defecto y, por tanto, será procedente la tutela contra providencia 

judicial con el fin de tutelar el derecho constitucional fundamental al debido proceso. 

  (…) 

24.2. De lo expuesto hasta el momento, se puede concluir que el juez debe tomar 

su decisión de manera congruente con los hechos, pretensiones y excepciones 

probadas dentro del proceso. Por lo tanto, no podrá proferir una sentencia en la 

que se pronuncie acerca de algo que no fue solicitado por las partes (extra 

petita) o en la que otorgue más de lo pedido (ultra petita), pero tampoco podrá 

fallar sin pronunciarse acerca de todas las pretensiones, pues de lo contrario 

deberá explicar de manera suficiente las razones por las cuales omitió referirse a 

algún pedimento. El principio de congruencia de la sentencia, además 

garantiza el oportuno uso del derecho de defensa por parte de las partes, 

puesto que les permite hacer uso de cada una de las herramientas 
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establecidas en la ley para ello12.” (Subrayado y negrilla fuera de texto) 

 

En este orden de ideas, resulta incuestionable que el juez al momento de fallar no podrá 

desbordarse de las pretensiones propuestas. Es claro entonces que la sentencia que resuelve la 

demanda está sometida al principio de congruencia. Así las cosas, se evidencia a través de 

preceptos legales y jurisprudenciales que el Juez está en la obligación de garantizar el derecho de 

defensa y debido proceso dentro de las actuaciones judiciales, a las partes intervinientes en el 

proceso, en el sentido de no proferir sentencia sobre aspectos adiciones a los solicitados por las 

partes, o que no hayan sido solicitados. Teniendo en cuenta todo lo previamente mencionado, 

ahora es necesario aterrizar la teoría al caso concreto. Se evidencia en el escrito del llamamiento 

que el mismo no contiene pretensiones formuladas en contra de la compañía se seguros que 

represento, desconociendo lo estipulado en el artículo 82 del Código General del Proceso.  

 

Así las cosas y de la lectura del escrito no se evidencia ninguna pretensión en la cual se solicite 

hacer efectiva la póliza de seguro emitida por ALLIANZ SEGUROS S.A., pese a que en cualquier 

caso ello resultaría improcedente. Razón por la cual, el Juez no podrá ordenar el pago de suma 

alguna en cabeza de ALLIANZ SEGUROS S.A., cuando es claro que el llamante en garantía en 

ningún momento solicitó la afectación de la póliza de seguro emitida por mi representada.  

 

En congruencia con lo expuesto, se debe precisar que de conformidad con los postulados 

contenidos en el artículo 65 de la Ley 1564 de 2012, al llamamiento en garantía le son predicables 

las exigencias propias de la demanda, lo que consecuentemente permite dar aplicación expresa a 

las disposiciones del artículo 82 ibídem.. 

 

En conclusión, se evidencia como en el presente asunto la parte no siguió los lineamientos 

dispuestos en los artículos 65 y 82 del Código General del Proceso para la presentación del 

llamamiento en garantía, pues ni siquiera planteó pretensiones en el escrito. Es por ello que, bajo 

el principio de congruencia, al juez no le es dable en el contenido de la sentencia ordenar la 

afectación de la póliza de seguro expedida por mi representada. Razón por la cual, el Juez no 

podrá pronunciarse o decidir más allá de lo consignado en las pretensiones de la demanda y del 

llamamiento en garantía, y de la lectura de estos documentos, se denota que la parte llamante no 

solicitó la afectación de la Póliza en mención. Por lo que no procederá reconocimiento de 

emolumento alguno. 

 

3.2. INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN INDEMNIZATORIA A CARGO DE ALLIANZ 

SEGUROS S.A., POR LA NO REALIZACIÓN DEL RIESGO ASEGURADO EN LA 

PÓLIZA RCE No. 1501216001931. 

 

Respecto al llamamiento en garantía se debe destacar como primera medida, que la obligación de 

pago en relación a mi prohijada solo puede verse comprometida ante el cumplimiento de la 

condición pactada, del cual pende el surgimiento de la obligación condicional, esto es, la 

realización del riesgo asegurado. No obstante, al no determinarse las circunstancias de tiempo, 

modo y lugar de los sucesos demandados, y aún con ello ser claro que la causa efectiva del 

cuestionado accidente de tránsito devino del hecho de la presunta víctima, es decir, el señor 

BONILLA, aunado a que no se ha demostrado la presunta omisión en el actuar del DISTRITO DE 

CALI, ni que el mismo haya sido inapropiado, no puede predicarse la configuración del amparo. 

 

                                                
12

 Sentencia T-455 de 2016, Corte Constitucional. Magistrado Ponente: ALEJANDRO LINARES CANTILLO. 
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Es así como resulta a cargo del demandante probar la falla del servicio a cargo de las 

demandadas, por tanto bajo el incumplimiento de este deber y al no estar acreditada la mentada 

al no vislumbrarse responsabilidad alguna dentro de la demanda, queda automáticamente 

desvirtuada la responsabilidad que la actora atribuye a la pasiva por lo que resulta inocuo estudiar 

la relación causal entre una falla inexistente y el daño alegado por quienes llaman a juicio. 

 

Así, es necesario señalar que la Corte Suprema de Justicia ha reiterado en su jurisprudencia que 

para que exista la obligación de indemnizar por parte de la compañía aseguradora, es requisito 

sine qua non la realización del riesgo asegurado de conformidad con lo establecido en el artículo 

1072 del Código de Comercio: 

 

“… Una de las características de este tipo de seguro es «la materialización de un 

perjuicio de estirpe económico radicado en cabeza del asegurado, sin el 

cual no puede pretenderse que el riesgo materia del acuerdo de voluntades haya 

tenido lugar y, por ende, que se genere responsabilidad contractual del 

asegurador. No en vano, en ellos campea con vigor el principio indemnizatorio, 

de tanta relevancia en la relación asegurativa.”13 (Negrita en el texto original). 

 

En similar sentido se ha pronunciado el Consejo de Estado, pues en su Sección Tercera recordó 

que el siniestro es la materialización del riesgo asegurado conforme a los artículos 1072 y 1131 

del Código de Comercio, es decir, el hecho acaecido configura el suceso incierto contenido en la 

póliza de seguro y es responsabilidad del asegurado. También indicó que, en un seguro de 

responsabilidad civil, el siniestro es generado cuando ocurre el hecho dañoso y este afecta a un 

tercero, lo que da lugar a una indemnización al afectado.14 

 

Al respecto, resulta preciso señalar que la eventual obligación indemnizatoria en cabeza de mi 

representada se encuentra supeditada al contenido de la póliza, es decir a sus diversas 

condiciones, el ámbito del amparo, a la definición contractual de su alcance o extensión, a los 

límites asegurados para cada riesgo tomado, etc. El riesgo asegurado en el contrato de seguros 

en comento corresponde a:  

 

“La compañía se obliga a indemnizar, los perjuicios patrimoniales que cause el 

asegurado con motivo de la responsabilidad civil extracontractual en que incurra de 

acuerdo con la ley colombiana, por hechos imputables al asegurado, que causen la 

muerte, lesión o menoscabo en la salud de las personas (daños personales) y/o el 

deterioro o destrucción de bienes (daños materiales) y perjuicios económicos, 

incluyendo lucro cesante y perjuicios extrapatrimoniales, como consecuencia 

directa de tales daños personales y/o daños materiales.”  

 

Así las cosas, esa declaratoria de Responsabilidad Civil Extracontractual constituirá el “siniestro”, 

esto es, la realización del riesgo asegurado (Art. 1071 del C.Co.). 

 

Como se ha sostenido a lo largo del presente escrito, la existencia de obligación indemnizatoria a 

cargo de la compañía aseguradora, se encuentra supeditada a que se cumplan los siguientes 

presupuestos: i) la existencia de responsabilidad civil extracontractual en cabeza del asegurado, ii) 

                                                
13

 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 12 de diciembre de 2017. SC20950-
2017 Radicación n° 05001- 31-03-005-2008-00497-01. M.P. ARIEL SALAZAR RAMÍREZ.   
14

 https://www.ambitojuridico.com/noticias/general/administracion-publica/asi-se-paga-el-deducible-dentro-
de-una-poliza-de  
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que los hechos ocurran dentro de la vigencia de la póliza y iii) que no exista causal legal o 

contractual de exclusión o de inoperancia del contrato de seguro. Por lo tanto, no se puede 

pretender una indemnización por parte de ALLIANZ SEGUROS S.A., toda vez que para ser 

beneficiario de tal amparo debe encontrarse configurada la existencia del siniestro, sin embargo, 

al no encontrarse demostrada la responsabilidad en cabeza del asegurado no se puede afectar la 

garantía. 

 

Respetuosamente solicito declarar probada esta excepción. 

 

3.3. LÍMITE ASEGURADO EN LA PÓLIZA RCE No. 1501216001931. 

 

En gracia de discusión y sin que implique reconocimiento de responsabilidad, debe destacarse que la 

eventual obligación de mi procurada se circunscribe en proporción al límite de la cobertura para los 

eventos asegurables y amparados por el contrato. En el caso en concreto se estableció un límite de 

$5.000.000.000, los cuales se encuentran sujetos a la disponibilidad de la suma asegurada. La 

ocurrencia de varios siniestros durante la vigencia de la póliza va agotando la suma asegurada, por lo 

que es indispensable que se tenga en cuenta la misma en el remoto evento de proferir sentencia 

condenatoria en contra de nuestro asegurado.  

 

De acuerdo a lo preceptuado en el artículo 1079 del Código de Comercio, el asegurador estará 

obligado a responder únicamente hasta la concurrencia de la suma asegurada, sin excepción y sin 

perjuicio del carácter meramente indemnizatorio de esta clase de pólizas, consagrado en el 

artículo 1088 ibídem, que establece que los seguros de daños serán contratos de mera 

indemnización y jamás podrán constituirse en fuente de enriquecimiento. Ahora bien, 

exclusivamente en gracia de discusión, sin ánimo de que implique el reconocimiento de 

responsabilidad en contra de mi representada, se debe manifestar que en la Póliza de 

Responsabilidad Civil Extracontractual No. 1501216001931, se indicaron los límites para los 

diversos amparos pactados, de la siguiente manera: 

 

 

 

Conforme a lo señalado anteriormente, en este caso en particular, operaría la suma asegurada 

equivalente $5.000.000.000. En todo caso, se reitera, que las obligaciones de la aseguradora están 

estrictamente sujetas a estas condiciones claramente definidas en la póliza, con sujeción a los límites 

asegurados y a la fehaciente demostración, por parte del asegurado en este caso, del real y efectivo 

acaecimiento del evento asegurado.  

 

De conformidad con estos argumentos, respetuosamente solicito declarar probada la excepción 

denominada “Límites máximos de responsabilidad del asegurador y condiciones de la Póliza de 

Responsabilidad Civil Extracontractual No. 1501216001931 los cuales enmarcan las obligaciones 

de las partes, planteada en favor de los derechos e intereses de mi procurada. 
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3.4. EXISTENCIA DE UN DEDUCIBLE QUE SE ENCUENTRA A CARGO DEL ASEGURADO. 

 

Adicionalmente y sin perjuicio de las razones expuestas que indican que no hay responsabilidad 

de mi representada, y de los demás argumentos expuestos atrás, también se debe tener presente 

que al momento de convenir los amparos en la póliza que nos ocupa, se impuso una carga al 

asegurado o al beneficiario en caso de siniestro, por virtud de la cual este asumirá una parte del 

mismo, esto es, el deducible.  

 

Lo que se denomina deducible, corresponde a una suma de dinero del valor del siniestro que se 

asumirá como coparticipación en el mismo. Es por ello, que en las caratulas de la póliza expedida 

por mi Representada, se concertó un deducible el cual corresponde a la fracción de la pérdida que 

debe asumir directamente y por su cuenta el asegurado. En este caso se pactó un deducible que 

corresponde al quince por ciento (15%) del valor de la pérdida o mínimo cuarenta (40) SMLMV, 

discriminado como se enseña a continuación:  

 

 

 

Por otra parte y de acuerdo con la normatividad vigente, la Superintendencia Financiera de 

Colombia en Concepto No. 2019098264 del 29 de agosto de 2019, ha sido clara en definir en qué 

consiste el deducible indicando lo siguiente: 

 

“…Sin embargo, es preciso señalar que en nuestro ordenamiento jurídico no 

existe disposición que obligue al asegurador a indemnizar conforme a 

determinado régimen específico, en consecuencia, sea que la incapacidad o la 

lesión se acredite en las formas mencionadas en su comunicación, la fijación del 

monto de la indemnización se rige por las estipulaciones que al respecto 

hubieren pactado el tomador y el asegurador. 

 

Dicho esto, en una póliza donde se ampara la responsabilidad civil 

extracontractual el monto de la indemnización puede verse disminuido si las 

partes han pactado que un porcentaje de la pérdida se asumirá a título de 

deducible por el asegurado, convenio que resulta legalmente viable, de acuerdo 

con nuestro ordenamiento mercantil.  

 

En efecto, la Sección I del Capítulo II, Título V, Libro Cuarto del Código de 

Comercio, en su artículo 1103, consagra dentro de los principios comunes a los 

seguros de daños la posibilidad de pactar, mediante cláusulas especiales, que el 

asegurado “...deba soportar una cuota en el riesgo o en la pérdida, o afrontar la 

primera parte del daño”. 

 

Una de tales modalidades, la denominada deducible, se traduce en la suma que 

el asegurador descuenta indefectiblemente del importe de la indemnización, de 

tal suerte que en el evento de ocurrencia del siniestro no indemniza el valor total 
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de la pérdida, sino a partir de un determinado monto o de una proporción de la 

suma asegurada, con el objeto de dejar una parte del valor del siniestro a cargo 

del asegurado. El deducible, que puede consistir en una suma fija, en un 

porcentaje o en una combinación de ambos, se estipula con el propósito de 

concientizar al asegurado de la vigilancia y buen manejo del bien o riesgo 

asegurado. 

 

Por tanto, el valor del ofrecimiento extendido por la compañía aseguradora, 

podría variar en función de los perjuicios sufridos por el reclamante, así como los 

elementos probatorios que se hubieren allegado para acreditar el valor de la 

pérdida, conforme lo presupuestado en el artículo 1077 del código de comercio, 

aunado a las condiciones generales y particulares pactadas en la póliza, como lo 

son el límite del valor asegurado, el deducible pactado con el asegurado, entre 

otros factores”15 

 

Ruego al despacho tener en cuenta cada una de las condiciones establecidas en la póliza en 

comento, haciendo especial hincapié en la suma amparada mediante el contrato y al deducible 

pactado en el mismo. De igual manera, solicito que en el remoto evento de que se llegare a 

encontrar responsable al asegurado, se apliquen todas y cada una de las cláusulas y condiciones 

del contrato de seguro. 

 

3.5. CAUSALES DE EXCLUSIÓN DE COBERTURA DE LA PÓLIZA DE SEGURO RCE No. 

1501216001931. 

 

Sin perjuicio de las demás excepciones propuestas, es menester advertir que en las condiciones 

pactadas en el contrato de seguro documentado en la póliza de responsabilidad civil 

extracontractual No. 1501216001931, se establecieron unos parámetros que enmarcan la 

obligación contraída por ALLIANZ SEGUROS S.A., con mérito de la póliza en comento creada en 

coaseguro, delimitando el riesgo asumido por esta. Ahora bien, tal como lo señala el Artículo 1056 

del Código de Comercio, el asegurador puede, a su arbitrio, delimitar los riesgos que asume: 

 

“Con las restricciones legales, el asegurador pondrá, a su arbitrio, asumir todos o 

algunos de los riesgos a que estén expuestos el interés o la cosa asegurados, el 

patrimonio o la persona del asegurado”. 

 

En materia de contrato de seguros, es menester señalar que los riesgos excluidos son una serie 

de coberturas que no se amparan dentro del Contrato de Seguro, en cuyo caso de acaecimiento, 

eximen al Asegurador de la obligación de satisfacer prestación alguna. Estas coberturas excluidas 

figuran expresamente en las condiciones generales y particulares de la Póliza. En tal sentido, el 

Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, 

consejera ponente Dra. Sandra Lisset Ibarra Vélez, mediante sentencia del 27 de mayo de 2020, 

se refirió a las exclusiones de la siguiente manera: 

 

“Lo anterior, se reitera, en la medida en que si bien desde la perspectiva de la 

normativa aplicable se cumplieron las condiciones generales de la póliza de 

seguros para que Seguros del Estado S.A. respondiera por el daño atribuido a la 

                                                
15

 Superfinaciera (2019). Concepto 2019098264. “Seguros, Pago de Indemnización, Seguro de 
Responsabilidad Civil”. Agosto 29. 
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I.P.S. Universitaria de Antioquia, el juez en la valoración probatoria debió revisar 

si en el caso bajo examen se configuraba alguna de las exclusiones de 

responsabilidad fijadas contractualmente, en los términos señalados en el 

numeral 29 del referido contrato de seguro”16  

 

En virtud de la facultad referenciada en el artículo previamente citado, el asegurador decidió 

otorgar amparos supeditados al cumplimiento de ciertos presupuestos, incorporando en la póliza 

determinadas barreras cualitativas que eximen al asegurador respecto a las prestaciones 

señaladas en el contrato, las cuales se conocen generalmente como exclusiones de la cobertura. 

 

En consecuencia, de hallarse configurada según el acervo probatorio que obra dentro del proceso, 

además de las alegadas, alguna otra causal de exclusión consignada en las condiciones 

generales o particulares de la póliza, no habría lugar a indemnización de ningún tipo por parte de 

mi representada y en ese sentido, ruego al Despacho que una vez advertida la causal, se le 

imprima aplicación con miras a proteger los derechos e intereses que le atañen a mi prohijada. 

 

De conformidad con lo expuesto, respetuosamente solicito declarar probada esta excepción. 

 

3.6. CARÁCTER INDEMNIZATORIO DEL CONTRATO DE SEGURO. 

 

Es un principio que rige el contrato de seguro de daños, el carácter indemnizatorio del mismo, 

esto es, que el contrato de seguro tiene como interés asegurable la protección de los bienes o el 

patrimonio de una persona que pueda afectarse directa o indirectamente por la realización del 

riesgo. De modo que la indemnización que por la ocurrencia de dicho siniestro corresponda, 

nunca podrá ser superior al valor asegurado. Así las cosas, el carácter de los seguros de daños y 

en general de cualquier seguro, es meramente indemnizatorio, esto es, que no puede obtener 

ganancia alguna el asegurado/beneficiario con el pago de la indemnización. Es decir no puede 

nunca pensarse el contrato de seguro como fuente de enriquecimiento. Al respecto, la Corte 

Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, respecto al carácter indemnizatorio del Contrato de 

Seguro, en sentencia del 22 de julio de 1999, expediente 5065, dispuso: 

 

“Este contrato no puede ser fuente de ganancias y menos de riqueza, sino que 

se caracteriza por ser indemnizatorio. La obligación que es de la esencia del 

contrato de seguro y que surge para el asegurador cumplida la condición, 

corresponde a una prestación que generalmente tiene un alcance variable, pues 

depende de la clase de seguro de la medida del daño efectivamente sufrido y del 

monto pactado como limitante para la operancia de la garantía contratada, y que 

el asegurador debe efectuar una vez colocada aquella obligación en situación de 

solución o pago inmediato.” 

 

En tal sentido, el artículo 1088 del Código de Comercio estableció lo siguiente: 

 

“Respecto del asegurado, los seguros de daños serán contratos de mera 

indemnización y jamás podrán constituir para él fuente de enriquecimiento. 

La indemnización podrá comprender a la vez el daño emergente y el lucro 

cesante, pero éste deberá ser objeto de un acuerdo expreso” (Subrayado y 

                                                
16

 Sentencia del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección 
B, consejera ponente Dra. Sandra Lisset Ibarra Vélez de fecha 27 de mayo de 2020. 
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negrilla fuera de texto). 

 

En consonancia, es preciso citar el artículo 1127 del Código de Comercio, que dispone:. 

 

“El seguro de responsabilidad impone a cargo del asegurador la obligación de 

indemnizar los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado con motivo de 

determinada responsabilidad en que incurra de acuerdo con la ley y tiene como 

propósito el resarcimiento de la víctima, la cual, en tal virtud, se constituye en el 

beneficiario de la indemnización, sin perjuicio de las prestaciones que se le 

reconozcan al asegurado…” 

 

Así las cosas, no debe perderse de vista que las solicitudes deprecadas en el escrito de demanda 

por conceptos de: daño a la salud y perjuicios morales, no son de recibo por cuanto su 

reconocimiento por parte del DISTRITO ESPECIAL DE CALI, implicaría correlativamente una 

transgresión del principio indemnizatorio esencial del contrato de seguro. Lo anterior, puesto que 

se enriquecería la parte demandante recibiendo una indemnización por parte del ente territorial 

que nada tuvo que ver ni con las lesiones sufridas en el accidente de tránsito del que dice fue 

parte el señor BONILLA, ni en la decisiones que el mismo tomó al momento de desplegar una 

actividad peligrosa sin conservar el deber mínimo de cuidado. 

 

Adicionalmente, no habría lugar al reconocimiento de estos conceptos, dado que: (i) No procede 

el reconocimiento por daño a la salud, puesto que éste solo es predicable respecto de la víctima 

directa, quien en este caso concreto, no acredita la calidad como tal frente al DISTRITO DE CALI. 

(ii) No es procedente el reconocimiento de perjuicios morales, por cuanto es claro que no hay 

responsabilidad alguna del ente territorial en las lesiones del señor BONILLA. Adicionalmente, la 

solicitud sobrepasa los topes indemnizatorios establecidos en la sentencia de unificación del 

Consejo de Estado (iii) No hay lugar al reconocimiento de lucro cesante y daño emergente, pues 

no se demuestran y su tasación es exorbitante (iv) Es improcedente el reconocimiento del 

perjuicio fisiológico o estético.  

 

Conforme a ello, dado que los perjuicios solicitados en el petitum de la demanda presentan serias 

inconsistencias, reconocer el pago de suma alguna con cargo a la póliza de seguro, implicaría 

correlativamente transgredir el carácter meramente indemnizatorio que revisten los contratos de 

seguro. En efecto, se estaría supliendo la carga probatoria de la parte actora frente a los 

presupuestos de una responsabilidad patrimonial del Estado y eventualmente enriqueciendo a las 

accionantes. 

 

En conclusión, no puede perderse de vista que el contrato de seguro no puede ser fuente de 

enriquecimiento y que el mismo atiene a un carácter meramente indemnizatorio. Por todo lo 

anterior y teniendo en cuenta la indebida solicitud y tasación de perjuicios, se deberá declarar 

probada la presente excepción, y así evitar la contravención del carácter indemnizatorio del 

contrato de seguro y un correlativo un enriquecimiento sin justa causa en cabeza de las actoras. 

 

3.7. DISPONIBILIDAD DE LA SUMA ASEGURADA. 

 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 1111 C.Co., el valor asegurado se reducirá conforme a los 

siniestros presentados y a los pagos realizados por la aseguradora, por tanto, a medida que se 

presenten más reclamaciones por personas con igual o mayor derecho y respecto a los mismo 
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hechos dicho valor se disminuirá en esos importes, siendo que en el evento que para la fecha de 

la sentencia se ha agotado totalmente el valor asegurado no habrá lugar a cobertura alguna. 

 

3.8. EN TODO CASO, LA OBLIGACIÓN INDEMNIZATORIA DE LA COMPAÑÍA 

ASEGURADORA SE DEBE CEÑIR AL PORCENTAJE PACTADO EN EL COASEGURO.  

 

Sin perjuicio de los argumentos arriba expuestos, debe manifestarse al Despacho que si 

hipotéticamente naciera obligación de mi procurada, la misma deberá estar sujeta a todas y cada 

una de las condiciones estipuladas en la Pólizas que se discute. Puntualmente, ruego tener 

presente que dicho contrato de seguro fue suscrito en coaseguro por Allianz Seguros S.A., 

Compañía de Seguros Colpatria, QBE, y Mapfre Seguros Generales de Colombia S.A., cuya 

distribución corresponde a la siguiente: 

 

 

 

En consideración de lo expuesto, la eventual condena que llegara a proferirse en contra del 

extremo pasivo, deberá sujetarse, con relación a mi representada, a la participación que ella tiene 

en virtud del coaseguro, es decir, al veintitrés por ciento (23.00%). Lo anterior encuentra sustento 

en lo preceptuado por el artículo 1092 del Código de Comercio, que reza en su tenor literal:  

 

“Artículo 1092. Indemnización en caso de coexistencia de seguros. En el caso de 

pluralidad o de coexistencia de seguros, los aseguradores deberán soportar la 

indemnización debida al asegurado en proporción a la cuantía de sus 

respectivos contratos, siempre que el asegurado haya actuado de buena fe. La 

mala fe en la contratación de éstos produce nulidad”. 

  

En concordancia, el artículo 1095 del mismo Estatuto expresa: “Las normas que anteceden se 

aplicarán igualmente al coaseguro, en virtud del cual dos o más aseguradores, a petición del 

asegurado o con su aquiescencia previa, acuerdan distribuirse entre ellos determinado seguro”.  

 

En virtud de lo expuesto, no existe solidaridad entre las demás Compañías Aseguradoras y mi 

representada, consecuencia de lo cual, como se explicó, su obligación indemnizatoria 

corresponde exclusivamente al porcentaje indicado, sin perjuicio del deducible pactado, arriba 

referido. 

 

3.9. LA INNOMINADA O GENÉRICA. 

 

La fundamento en todos los hechos exceptivos que demostrados en el proceso sean favorables a 

la entidad que represento, por tanto acudo a lo estipulado en el artículo 282 de la Ley 1564 de 

2012, si de los factos alegados por las partes se encuentra alguna excepción que deba declararse 

de oficio. 

 

4. FRENTE A LAS PRUEBAS. 
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DOCUMENTALES. 

 

Para los efectos pertinentes, solicito que se tomen como tales para este extremo de la litis las que 

se relacionan a continuación: 

 

1.- Carátula de la póliza de responsabilidad civil extracontractual No. 1501216001931; 

2.- Condicionado general de la póliza de responsabilidad civil extracontractual No. 

1501216001931. 

3.- Sentencia del 30 de septiembre de 2022, proferida por el Honorable Tribunal Administrativo del 

Valle del Cauca, dentro del radicado 76-001-3333-002-2019-00263-00.  

 

INTERROGATORIO DE PARTE. 

 

Solicito su señoría, citar y hacer comparecer al señor JOSÉ MANUEL BONILLA MOSQUERA, 

para realizar interrogatorio de parte sobre los hechos de la demanda, cuestionario que presentaré 

el día de la diligencia, quien se hará comparecer por medio de las direcciones aportadas con la 

demanda. 

 

TESTIMONIAL. 

 

Ruego a su judicatura, se decrete el testimonio del abogado Nicolás Loaiza Segura, asesor 

jurídico externo de ALLIANZ SEGUROS S.A., para que se pronuncie y explique el alcance de la 

cobertura de la Póliza No. 1501216001931 y de cómo funciona el coaseguro allí pactado. El Dr. 

Loaiza Segura, podrá ser citado por medio del celular 3014296553.  

 

5. ANEXOS APORTADOS POR LA LLAMADA EN GARANTÍA ALLIANZ SEGUROS S.A. 

 

Con el presente se allegan las siguientes documentales: 

 

5.2.1. Certificado de existencia y representación legal de ALLIANZ SEGUROS S.A. 

5.2.2. Certificado Superintendencia Financiera de Colombia de ALLIANZ SEGUROS S.A. 

5.2.3. Poder especial para actuar conferido mediante mensaje de datos. 

5.2.4. Pruebas documentales relacionadas en la demanda.  

 

CAPÍTULO 3 

3.1. NOTIFICACIONES 

 

La parte convocante, en el lugar indicado en el escrito de Llamamiento en Garantía.  

 

El suscrito en la Avenida 6A Bis N° 35N-100, Centro Empresarial Chipichape, Oficina 212, de la 

ciudad de Cali, o en la Secretaría de su Despacho. Dirección electrónica: 

notificaciones@gha.com.co  

 

Cordialmente, 

 

 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA 
C.C. 19.395.114 de Bogotá 
T.P. 39.116 del C. S. de la J. 
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PÓLIZA RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL 

1. Objeto del Seguro 

Amparar los perjuicios patrimoniales y extrapatrimoniales incluyendo los perjuicios morales y de vida en relación y el lucro cesante , que cause a terceros el asegurado, con motivo 
de la responsabilidad civil en que incurra  o le sea imputable de acuerdo con  la Ley colombiana , durante el giro normal de sus actividades,. 

2. Tipo de Póliza 

La Entidad ha venido contratando, bajo la modalidad de ocurrencia, pólizas de responsabilidad civil desde hace más de cinco años. 

3. Modalidad de Cobertura 

Ocurrencia: Se cubren todos los perjuicios que se generen durante la vigencia del seguro, sin tener en consideración la fecha en la cual sean reclamados por los terceros. 

4. Jurisdicción 

Colombiana 

5. Límite Territorial 

Mundial - Aplica legislación Colombiana. 

6. Tomador y Asegurado 

MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI 

7. Beneficiario 

Terceros afectados y/o Empleados y/o familiares de empleados 

8. Limite asegurado Evento/Vigencia 

$5.000.000.000 

9. Cobertura 

La compañía se obliga a indemnizar, los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado con motivo de la responsabilidad civil extracontractual en que incurra de acuerdo con la ley 
colombiana, por hechos imputables al asegurado, que causen la muerte, lesión o menoscabo en la salud de las personas (daños personales) y/o el deterioro o destrucción de 
bienes (daños materiales) y perjuicios económicos, incluyendo lucro cesante y perjuicios extrapatrimoniales, como consecuencia directa de tales daños personales y/o daños 
materiales. 

Adicionalmente la compañía será responsable por: 

A. Todos los gastos y expensas judiciales decretados a favor de cualquier reclamante contra el asegurado. 

B. Todos los honorarios de abogado, gastos y expensas judiciales en que haya incurrido el Asegurado, tanto para la etapa de conciliación extrajudicial como para el proceso judicial, 
con el consentimiento escrito de la compañía para oponerse a cualquier reclamo. 

C. Asistencia jurídica en proceso penal y civil. 

Predios, labores y operaciones (PLO) 

Actividades de cargue, descargue y transporte de bienes, incluyendo eventualmente los azarosos e inflamables. 

Actividades deportivas, culturales y sociales. 

Avisos, vallas y letreros dentro y fuera de predios 

Contaminación accidental, súbita e imprevista. Sublimite del 10% del límite asegurado 

Contratistas y subcontratistas independientes incluyendo trabajos de mantenimiento, reparaciones y modificaciones de predios. Sublímite $3.250.000.000 por evento o persona, y 
$3.500.000.000 por vigencia 

Perjuicios causados por directivos, representantes  y empleados del asegurado, en el desempeño de sus funciones y dentro de las actividades del asegurado, dentro y fuera de 
Colombia, incluyendo en viajes. Excluye RC Profesional y D&O 

Daños y hurto de vehículos y/o accesorios en predios del asegurado, parqueaderos de su propiedad o sobre los cuales ejerza tenencia o control el asegurado. Sublímite 
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$450.000.000 por evento, y $900.000.000  por vigencia. 

No aplicación de garantías. 

Mediante la presente cláusula queda entendido, convenido y aceptado que no obstante lo que se establezca en las condiciones generales y particulares de la póliza, la Compañía 
no impondrá al asegurado el cumplimiento de determinada garantía ni a cumplir determinada exigencia y que en cambio la Compañía acepta las condiciones de protección, 
mantenimiento, conservación y control que el asegurado de a sus bienes. 

Eventos sociales organizados por el asegurado, desarrollados dentro y fuera de sus predios. Incendio ó rayo y explosión. 

Participación del asegurado en ferias y exposiciones nacionales. 

Posesión, uso y mantenimiento de depósitos, tanques y tuberías o redes. 

Responsabilidad civil cruzada. Queda entendido y convenido que la presente cobertura se extiende a amparar las reclamaciones presentadas entre si por cada uno de los 
contratistas que desarrollen simultáneamente proyectos relacionados con la misión y objeto del MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI, en la misma forma en que se aplicaría si a 
cada uno de ellos se hubiera expedido una póliza por separado. Sublimite Asegurado: $4.000.000.000 

Uso de armas de fuego y errores de puntería, incluye empleados contratados por la entidad y contratistas para labores de vigilancia o personal de seguridad y uso de perros 
guardianes. 

Responsabilidad civil servicio de vigilancia. Sublimite $1.000.000.000 evento/vigencia. Opera en exeso de las pólizas del contrato de vigilancia 

Responsabilidad civil patronal en exceso de la seguridad social. Sublímite de $ 300.000.000 evento persona y $750.000.000  por vigencia. 

Restaurantes y cafeterías, campos deportivos, clubes y casinos. 

Uso de ascensores, elevadores, escaleras automáticas, grúas, montacargas, cabrias, carretas, carros plataformas  y equipos de trabajo y transporte dentro de predios. 

Responsabilidad Civil Productos. Sublímite por evento y agregado anual $2.000.000.000 se excluyen Exportaciones a Estados Unidos y Canadá. 

Responsabilidad civil Maquinaria y Equipos (Para cubrir la responsabilidad que se origine en la maquinaria y equipos amparados en la póliza de maquinaria y equipo). Sublimite 
$1.000.000.000 evento/$2.000.000.000 vigencia, el cual opera en exceso de la póliza de Todo Riesgo Equipo y Maquinaria 

Daños morales hasta el 100% del límite asegurado 

Lucro cesante hasta el 50% del límite asegurado 

10. Cláusulas y/o condiciones adicionales 

Para aquellas cláusulas y/o condiciones adicionales para las que no se indique sublímite se entenderá que estas operan al 100%. 

Cláusula de aplicación de condiciones particulares. Queda expresamente acordado y convenido, que la Compañía acepta las condiciones básicas t?cnicas establecidas en este 
anexo en los t?rminos señalados en el mismo; por lo tanto, en caso de existir discrepancia entre los ofrecimientos contenidos en las CONDICIONES BASICAS TÉCNICAS 
OBLIGATORIAS frente a la propuesta, los textos de los ejemplares de las pólizas, certificados, anexos o cualquier otro documento; prevalecerá la información y condiciones 
enunciadas en las CONDICIONES BASICAS TÉCNICAS OBLIGATORIAS establecidas. 

Actos de autoridad competente, exepto por AMIT y Terrorismo. La póliza cubre los daños o p?rdidas materiales causados a terceros directamente por la acción de la autoridad 
legalmente constituida, ejercida sobre los intereses del MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI 

Amparo automático para nuevos predios y/o operaciones, con aviso de 60 días. El Oferente debe contemplar la extensión de la cobertura automática del seguro, en los mismos 
t?rminos y limitaciones establecidos en esta póliza, para amparar la responsabilidad extracontractual por nuevas operaciones y/o el uso, posesión y demás actividades 
desarrolladas en nuevos predios que adquiera el asegurado o sobre los cuales obtenga el dominio o control. 

Ampliación del plazo para aviso de siniestro a 60 días. El Asegurado notificará todos los siniestros por vía telefónica, o por mensaje de telefax  o e -mail lo más pronto posible y con 
no más de sesenta (60) días posteriores al conocimiento de la reclamación judicial o extrajudicial efectuada por la(s) víctima(s) que pueda tener relación con este seguro. 

Anticipo de indemnización del 50% El oferente debe contemplar bajo esta cláusula que en caso de siniestro y a petición escrita del asegurado, anticipará pagos parciales del valor 
del reclamo, con base en el valor de la estimación preliminar de la p?rdida (No se acepta el requerimiento de ningún requisito adicional para realizar el anticipo).  En caso de que el 
anticipo o suma de anticipos que la compañía adelante al asegurado llegare a exceder la suma total indemnizable a que tenga derecho, ?ste se compromete a devolver 
inmediatamente el exceso pagado. 

Solución de conflictos o controversias. Los conflictos que surjan durante la ejecución del objeto contractual, se solucionarán preferiblemente mediante los mecanismos de arreglo 
directo, amigable composición, transacción y conciliación, como lo establece el artículo 68 de la ley 80 de 1993. 

Conocimiento de los predios y/o actividades por parte del asegurador. La Aseguradora  manifiesta  que conoce el riesgo y que partiendo de esta base ha hecho la tasación y ha 
establecido los t?rminos y condiciones para la contratación de esta cobertura, por consiguiente deja constancia del conocimiento y aceptación de los riesgos, las circunstancias y 
condiciones de los mismos. 

Costos de cualquier clase de caución judicial. Sublímite $50.000.000 por evento/vigencia 

Costos e intereses de mora. En adición a las indemnizaciones a que haya lugar, la compañía reembolsará al Asegurado los gastos que se generen con ocasión de: la Condena en 
costo e intereses de mora acumulados a cargo del Asegurado, desde cuando la sentencia se declare en firme hasta cuando la compañía haya reembolsado al Asegurado o 
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consignado en nombre de ?ste en el juzgado, su participación en tales gastos. 

No concurrencia de deducibles. De presentarse un evento indemnizable bajo la póliza, en cualquiera de sus secciones o por cualquiera de los riesgos cubiertos por la misma que 
afecte dos o más artículos o bienes amparados y si en los mismos figuran deducibles diferentes, para los efectos de la liquidación del siniestro se aplicará únicamente el deducible 
cuya cobertura se afectó por el origen del siniestro y no la sumatoria de ellos. 

Designación de ajustadores. Queda entendido, convenido y aceptado que, en caso de siniestros amparados por la presente póliza que requieran la asignación de un perito 
ajustador, la Aseguradora efectuará su contratación previo acuerdo y aprobación del Asegurado. 

Delimitación Temporal.   Se anula toda delimitación temporal respecto al alcance de la cobertura (excepto por prescripción), que se establezca en las condiciones generales ó 
particulares de la póliza. 

Definición de Terceros.  Se deja constancia que los concejales, estudiantes y el personal al servicio del Municipio de Santiago de Cali bajo cualquier denominación, los contratistas, 
subcontratistas, y en general cualquier persona natural o jurídica que tenga una relación con esta entidad, se considerarán terceros para efectos de cualquier reclamación que 
deban formularle, pero exceptuando la responsabilidad que se derive de la ejecución de contratos. 

Se consideran terceros las entidades o personas que se encuentran en predios del Municipio de Santiago de Cali y que desarrollan sus propias actividades de manera 
independiente a las ejecutadas por el municipio. 

Condiciones t?cnicas y económicas de seguro y reaseguro. Los oferentes deberán conservar sus Reaseguradores durante el período de adjudicación y no podrán cambiarlos salvo 
fuerza mayor o causa justificada. En caso de ser necesario cambiarlos ó que el reasegurador se retire voluntariamente, ?l (ó los) reasegurador(es) que lo sustituya(n) deberá(n) ser 
de la misma categoría ó tener la misma calificación del (os) que se reemplaza (n). 

Durante el período de adjudicación los oferentes no podrán cambiar las condiciones t?cnicas y económicas ofrecidas salvo aquellas que sean favorables al asegurado, las cuales 
deberán incorporarse automáticamente a las Pólizas. 

Errores, omisiones e inexactitudes no intencionales. El tomador está obligado a declarar sinceramente los hechos y circunstancias que determinen el estado del riesgo. La 
inexactitud sobre hechos o circunstancias que, conocidas por la compañía, la hubieren retraído de celebrar el contrato o inducido a estipular condiciones más onerosas, produce la 
nulidad relativa del seguro. Sin embargo, si se incurriere en errores, omisiones e inexactitudes imputables al tomador o al asegurado, el contrato no será nulo ni habrá lugar a la 
aplicación del inciso tercero del artículo 1058 del Código de Comercio sobre reducción porcentual de la prestación asegurada. En este caso se deberá pagar la prima adecuada al 
verdadero estado del riesgo. 

Extensión del sitio ó sitios donde se asegura el riesgo. 

Se conviene en amparar en todas sus partes la Responsabilidad Civil del Asegurado, derivada de los perjuicios patrimoniales y extrapatrimoniales, causados a bienes de terceros, 
lesiones personales ó muerte a terceros, por empleados, personal a su servicio, durante el desempeño de sus funciones en el giro normal de sus negocios y en cualquier sitio o 
sitios, donde se hallen desempeñando las mismas. 

Los pasajeros que se movilicen en vehículos que prestan el servicio de transporte,  de propiedad del MUNICIPIO, serán considerados como terceros. 

Gastos m?dicos, hospitalarios y traslado de victimas. Sublímite hasta el 6% del límite asegurado  por persona y 22% del límite asegurado  por vigencia. La compañía reembolsará al 
asegurado dentro de los t?rminos, con sujeción a las condiciones de este seguro los gastos razonables que se causen por concepto de primeros auxilios inmediatos, servicios 
m?dicos, quirúrgicos, de ambulancia, de hospital, de enfermedades y drogas como consecuencia de lesiones corporales producidas a terceros en desarrollo de las actividades 
específicamente amparadas bajo las condiciones particulares de la presente póliza. El amparo que mediante esta sección se otorgables independiente del de Responsabilidad y por 
consiguiente, los pagos que por dicho concepto se realizan, en ningún caso pueden ser interpretados como aceptación tácita de responsabilidad.  Se aclara que para esa cobertura 
no se acepta la aplicación de deducibles. 

Indemnización por clara evidencia de responsabilidad sin que exista previo fallo judicial. Mediante esta cláusula el Oferente debe contemplar que en caso de siniestro la compañía 
indemnizará los daños causados por el asegurado a un tercero sin que exista previo fallo judicial, siempre y cuando las circunstancias en que ocurrió el evento den lugar a 
considerar la responsabilidad o culpa del asegurado. 

Modificación de condiciones. Los proponentes deben contemplar bajo esta cláusula, que los cambios o modificaciones a las condiciones de la presente póliza, serán acordados 
mutuamente entre la compañía y el asegurado. El certificado, documento o comunicaciones que se expidan para formalizarlos debe ser firmado, en señal de aceptación, por un 
representante legal del asegurado o funcionario autorizado, prevaleciendo sobre las condiciones de esta póliza. 

Modificación del estado del riesgo. No obstante lo estipulado en las condiciones generales de la póliza y sus anexos, se establece una limitación a la obligación que el Asegurado 
notifique los hechos o circunstancias que agraven el riesgo durante la vigencia del contrato, en el sentido, que la aseguradora solo puede invocarla cuando exista relación de 
causalidad entre la agravación y el siniestro. Se ampararán automáticamente los riesgos cuya agravación se informe, hasta el pronunciamiento del asegurador en contrario 

Modificaciones a favor del asegurado. Si durante la vigencia de la póliza se presentan modificaciones a las condiciones de la póliza que representen un beneficio a favor del 
asegurado, sin que impliquen un aumento a la prima originalmente pactada, tales modificaciones se consideran automáticamente incorporadas a la póliza. 

No subrogación contra empleados del asegurado. En virtud del pago de la indemnización, la Compañía se subroga por ministerio de la ley y hasta el valor de su importe en todos 
los derechos del Asegurado contra las personas responsables del siniestro. El Asegurado no podrá renunciar en ningún momento a sus derechos contra terceros responsables del 
siniestro. Tal renuncia le acarreará la p?rdida del derecho a la indemnización. La compañía renuncia expresamente a ejercer sus derechos de subrogación contra: Cualquier 
persona o entidad que sea un Asegurado bajo la póliza. Cualquier filial, subsidiaria y operadora del Asegurado. Cualquier socio, miembro de junta directiva o cualquier empleado o 
dependiente del Asegurado, salvo el caso en que los daños hayan sido causados intencionalmente por ellos. 

Pago de indemnizaciones.   No obstante lo que se estipule en el respectivo presente Contrato, se conviene entre las partes, que el pago de la indemnización o la autorización de 
reparar el bien afectado por la realización de un riesgo amparado, se hará a qui?n designe el Asegurado, previa información escrita a la Aseguradora y con la firma de la solicitud de 
indemnización correspondiente, todo, teniendo en cuenta los controles administrativos que posee la Empresa asegurada. 

Propietarios, arrendatarios o poseedores. Sublímite hasta el 20% del límite asegurado por evento y 40% del límite asegurado por vigencia. Se deberá extender a cubrir todos los 
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gastos que el asegurado este legalmente obligado a pagar por cualquier perjuicio que surja en su calidad de propietario, arrendatario, arrendador o poseedor de cualquier inmueble, 
aun cuando estos no se hallen, específicamente descritos en la póliza. Queda cubierta  igualmente la responsabilidad civil extracontractual del asegurado en caso de 
modificaciones o construcciones de los mismos inmuebles. Se deberá cubrir la responsabilidad civil de la persona o personas encargadas por contrato de mantenimiento del 
inmueble y únicamente cuando se encuentren en ejercicio de las funciones que dicho contrato estipule. 

Responsabilidad civil derivada del transporte de mercancías, únicamente si tiene que ver con la actividad del asegurado (incluyendo materiales azarosos y combustibles). Este 
amparo se limita a cubrir los daños que se cause a terceros durante el transporte, queda excluido cualquier daño a la mercancía manipulada y/o transportada y al vehículo 
transportador. Incluye actividades de cargue y descargue. Sublimite $50.000.000 

Responsabilidad civil derivada del manejo de materias primas y productos. Queda aclarado y convenido que la póliza ampara la responsabilidad civil, como consecuencia del 
manejo por parte del asegurado, contratista y subcontratista de materias primas y productos de cualquier naturaleza, entendiendose que toda esta operación puede ser ejecutada 
directamente por el MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI ó contratada. 

Responsabilidad civil derivada del uso de vehículos propios y no propios. En exceso de la cobertura de automóviles, incluidos los vehículos de funcionarios en desarrollo de 
actividades para el MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI. Sublímite 16% del límite asegurado por evento, 27% del límite asegurado en el agregado anual. 

Ampliación del Plazo Revocación o no renovación de la póliza con aviso anticipado al Asegurado de sesenta (60) días. El Oferente debe contemplar bajo esta cláusula que la póliza 
podrá ser revocada unilateralmente por la compañía, mediante noticia escrita certificada enviada al asegurado a su última dirección registrada, con una anticipación no menor de 
sesenta (90) días. Los días de anticipación del aviso serán contados en juntos casos a partir de la fecha de recepción por parte del Asegurado de la noticia escrita certificada. 

En el caso de que la aseguradora decida no otorgar renovación o prórroga(s) del contrato de seguro, queda entendido, convenido y aceptado que la Aseguradora deberá dar aviso 
de ello al asegurado con no menos de sesenta (60) días de antelación a la fecha de vencimiento de la póliza, en caso contrario se dará por entendido que la Aseguradora acepta la 
renovación o prorroga(s), previa autorización de la Entidad, hasta el límite legal establecido en la Ley 80 de 1993, para la adición de los contratos y manteniendo las mismas 
condiciones ofertadas en este proceso, siempre y cuando la siniestralidad incurrida de la referida vigencia no supere el 40% 

Revocación por parte del asegurado sin penalización. El Oferente debe contemplar bajo esta cláusula que la póliza podrá ser revocada unilateralmente por el Asegurado en 
cualquier momento de la vigencia del seguro, mediante noticia escrita enviada a su dirección comercial o a su última dirección registrada. La prima de seguro no devengada será 
liquidada a prorrata. 

Selección de profesionales para la defensa: Los profesionales encargados de la defensa, corresponderá al  MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI, o a los funcionarios que ?sta 
designe, quienes para su aprobación presentarán a la Aseguradora la propuesta correspondiente. La Aseguradora podrá previo común acuerdo con el MUNICIPIO DE SANTIAGO 
DE CALI, asumir la defensa de cualquier litigio o procedimiento legal a nombre del asegurado, a trav?s de abogados elegidos por ?ste. 

Variaciones del riesgo. La compañía debe autorizar al asegurado para efectuar las modificaciones dentro del riesgo, que juzgue  necesarias para el funcionamiento de la industria o 
negocio. 

Cuando tales modificaciones varíen sustancial, objetiva y materialmente los riesgos conocidos y aceptados por la compañía, el asegurado estará obligado a avisar de ellas por 
escrito a la compañía dentro de los noventa (90) días comunes contados a partir del inicio de estas modificaciones, sí ?stos constituyen agravación de los riesgos. 

11. Gastos Adicionales 

Se amparan los siguientes Gastos en que RAZONABLEMENTE  se incurra, los cuales se encuentran contenidos en el límite máximo de indemnización pactado y  sin aplicación de 
deducible: 

La póliza se extiende a amparar los siguientes gastos en que razonablemente incurra el MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI y para los mismos no aplican deducibles. 

Costas legales y honorarios de abogados. Los cuales el asegurado debe asumir en la defensa de sus intereses, como consecuencia de una demanda, por la víctima, de alguna 
petición, judicial o extrajudicial, aún cuando dicha demanda fuere infundada, falsa o fraudulenta, Sublímite por evento $25.000.000 / Vigencia $100.000.000, el cual operará dentro 
del limite asegurado 

Gastos para la demostración del siniestro. Sublimite $100.000.000 incluido dentro del límite asegurado. 

No obstante lo que se diga en contrario en las condiciones generales y particulares de la póliza, la Aseguradora se obliga a indemnizar los gastos en que necesaria y 
razonablemente incurra el asegurado con el fin de demostrar la ocurrencia del siniestro y la cuantía de la p?rdida. 

Otros gastos en que haya incurrido el Asegurado en relación con un siniestro amparado. Sublimite $50.000.000, incluido dentro del límite asegurado. 

12. Riesgos excluidos 

En materia de riesgos excluidos el Municipio de Santiago de Cali acepta únicamente los expresamente mencionados como exclusiones absolutas de cobertura las que figuran en el 
texto del condicionado general depositado por la Aseguradora en la Superintendencia Financiera con anterioridad no inferior a quince (15) días hábiles al cierre del proceso. Serán 
válidas las exclusiones relativas consignadas en los mencionados condicionados generales solo cuando no contradigan las condiciones t?cnicas básicas habilitantes del presente 
proceso, en cuyo caso prevalecerán las condiciones t?cnicas básicas habilitantes.

- FIN DE LA SECCION -
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N.D. N.D.

N.D.
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DIRECCION
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CIUDAD TELEFONO
NIT / C.C.CUALQUIER TERCERO AFECTADO
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INFORMACION DE LA POLIZA

FECHA DE EXPEDICION

DIA MES AÑO

7 12 2017

VIGENCIA POLIZA VIGENCIA CERTIFICADO

TERMINACION
INICIACION

00:00
00:00
HORA DIA

1
1

MES
1
2

AÑO
2018
2018

No. DIAS

31

No. DIAS

31

AÑO
2018
2018

MES
1
2

DIA
1
1

HORA
00:00
00:00

INICIACION
TERMINACION

PARTICIPACION DE INTERMEDIARIOS
% PARTICIPACIONTELEFONOCLAVECLASENOMBRE DEL PRODUCTOR

AON RISK SERVICES COLOMBIA S A CORREDOR 263 50,006381700

JARDINE LLOYD THOMPSON VALENCIA IRAGORI CORREDOR 437 50,003266100

ACTIVIDAD OFICINA PUBLICA O 
GUBERNAMENTA

:

DIRECCION DEL RIESGO AV 2 N CALLES 10 Y 11 CAM:

DEPARTAMENTO VALLE:

CIUDAD CALI:

£−IYfhy2®=p4#*©§)4−G®!`TO¦−§42!!d¤
*(415)7707289180029(8020)031098960920(3900)0164524795(96)20180101*

COBERTURAS VALOR ASEGURADO DEDUCIBLE
P.L.O.: PREDIOS LABORES Y OPERACIONES 15% PERD Min 40 (SMMLV)5.000.000.000,00$5.000.000.000,00$

Responsabilidad Civil  patronal 15% PERD Min 40 (SMMLV)750.000.000,00$300.000.000,00$

Gastos medicos y hospitalarios 1.100.000.000,00$300.000.000,00 NO APLICA$

Responsabilidad Civil parqueaderos 15% PERD Min 40 (SMMLV)900.000.000,00$450.000.000,00$

Responsabilidad Civil para contratistas y subcontratistas 15% PERD Min 40 (SMMLV)3.500.000.000,00$3.250.000.000,00$

Responsabilidad Civil Vehiculos propios y no propios 15% PERD Min 40 (SMMLV)1.350.000.000,00$800.000.000,00$

Responsabilidad Civil  productos 15% PERD Min 40 (SMMLV)2.000.000.000,00$2.000.000.000,00$

Responsabilidad Civil cruzada 15% PERD Min 40 (SMMLV)4.000.000.000,00$4.000.000.000,00$

SE ANEXAN Condiciones Generales y Particulares: 
Observaciones: PRËRROGA POR 31 D═AS A PARTIR DE LAS 0000 HORAS DEL 1 DE ENERO DE 2018 HASTA LAS 2400 HORAS DEL 31 DE ENERO DE 2018
LAS PARTES ACUERDAN QUE EL TOMADOR PAGARA LA PRIMA DE LA PRESENTE POLIZA, A MAS TARDAR DENTRO DEL MES SIGUIENTE CONTADO A PARTIR DE LA INICIACION DE LA VIGENCIA DE LA MISMA, LA MORA EN EL PAGO 
DE LA PRIMA, PRODUCIRA LA TERMINACION DE LA POLIZA Y DARA DERECHO A MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S.A. A EXIGIR EL PAGO DE LA PRIMA Y DE LOS GASTOS CAUSADOS POR LA EXPEDICION DEL 
CONTRATO Y SUS CERTIFICADOS Y ANEXOS.

Aplica el Condicionado General Codigo: 040212-1326-P-06-00000VTE390-ABR/12

SUBTOTAL EN 
PESOS COLOMBIANOS

VALOR IMPUESTO A LAS VENTAS
PESOS COLOMBIANOS

TOTAL A PAGAR 
EN PESOS COLOMBIANOS

TOTAL PRIMA NETA 
PESOS COLOMBIANOS

GASTOS DE EXPEDICION 
PESOS COLOMBIANOS

$ 138.256.130,00 $ 0,00 $ 138.256.130,00 $ 26.268.665,00 $ 164.524.795,00

PARTICIPACION DE COASEGURADORAS

NOMBRE COMPAÑIA COASEGURADORA TIPO DE COASEGURO %PART ICIPACION $ PRIMA
PESO COLOMBIANO-S

FIRMA

$ 31.798.909,9023,00%CEDIDOALLIANZ SEGUROS SA

$ 29.033.787,3021,00%CEDIDOCOMPANIA DE SEGUROS COLPATRIA

$ 47.007.084,2034,00%CEDIDOMAPFRE SEGUROS GENERALES DE CO

$ 30.416.348,6022,00%CEDIDOQBE

INFORMACION GENERAL

816 - 8

POLIZA

370           730,00 1501216001931 104*CORREDORES CALI CARRERA 80 # 6-71 CALI

RAMO / PRODUCTO CIUDADDIRECCIONOFICINA MAPFREOPERACION

ANEXOS

MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI 

CONDICIONES TÉCNICAS BÁSICAS OBLIGATORIAS 

PÓLIZA RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL 
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PÓLIZA RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL 

1. Objeto del Seguro 

Amparar los perjuicios patrimoniales y extrapatrimoniales incluyendo los perjuicios morales y de vida en relación y el lucro cesante , que cause a terceros el asegurado, con motivo 
de la responsabilidad civil en que incurra  o le sea imputable de acuerdo con  la Ley colombiana , durante el giro normal de sus actividades,. 

2. Tipo de Póliza 

La Entidad ha venido contratando, bajo la modalidad de ocurrencia, pólizas de responsabilidad civil desde hace más de cinco años. 

3. Modalidad de Cobertura 

Ocurrencia: Se cubren todos los perjuicios que se generen durante la vigencia del seguro, sin tener en consideración la fecha en la cual sean reclamados por los terceros. 

4. Jurisdicción 

Colombiana 

5. Límite Territorial 

Mundial - Aplica legislación Colombiana. 

6. Tomador y Asegurado 

MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI 

7. Beneficiario 

Terceros afectados y/o Empleados y/o familiares de empleados 

8. Limite asegurado Evento/Vigencia 

$5.000.000.000 

9. Cobertura 

La compañía se obliga a indemnizar, los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado con motivo de la responsabilidad civil extracontractual en que incurra de acuerdo con la ley 
colombiana, por hechos imputables al asegurado, que causen la muerte, lesión o menoscabo en la salud de las personas (daños personales) y/o el deterioro o destrucción de 
bienes (daños materiales) y perjuicios económicos, incluyendo lucro cesante y perjuicios extrapatrimoniales, como consecuencia directa de tales daños personales y/o daños 
materiales. 

Adicionalmente la compañía será responsable por: 

A. Todos los gastos y expensas judiciales decretados a favor de cualquier reclamante contra el asegurado. 

B. Todos los honorarios de abogado, gastos y expensas judiciales en que haya incurrido el Asegurado, tanto para la etapa de conciliación extrajudicial como para el proceso judicial, 
con el consentimiento escrito de la compañía para oponerse a cualquier reclamo. 

C. Asistencia jurídica en proceso penal y civil. 

Predios, labores y operaciones (PLO) 

Actividades de cargue, descargue y transporte de bienes, incluyendo eventualmente los azarosos e inflamables. 

Actividades deportivas, culturales y sociales. 

Avisos, vallas y letreros dentro y fuera de predios 

Contaminación accidental, súbita e imprevista. Sublimite del 10% del límite asegurado 

Contratistas y subcontratistas independientes incluyendo trabajos de mantenimiento, reparaciones y modificaciones de predios. Sublímite $3.250.000.000 por evento o persona, y 
$3.500.000.000 por vigencia 

Perjuicios causados por directivos, representantes  y empleados del asegurado, en el desempeño de sus funciones y dentro de las actividades del asegurado, dentro y fuera de 
Colombia, incluyendo en viajes. Excluye RC Profesional y D&O 

Daños y hurto de vehículos y/o accesorios en predios del asegurado, parqueaderos de su propiedad o sobre los cuales ejerza tenencia o control el asegurado. Sublímite 
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$450.000.000 por evento, y $900.000.000  por vigencia. 

No aplicación de garantías. 

Mediante la presente cláusula queda entendido, convenido y aceptado que no obstante lo que se establezca en las condiciones generales y particulares de la póliza, la Compañía 
no impondrá al asegurado el cumplimiento de determinada garantía ni a cumplir determinada exigencia y que en cambio la Compañía acepta las condiciones de protección, 
mantenimiento, conservación y control que el asegurado de a sus bienes. 

Eventos sociales organizados por el asegurado, desarrollados dentro y fuera de sus predios. Incendio ó rayo y explosión. 

Participación del asegurado en ferias y exposiciones nacionales. 

Posesión, uso y mantenimiento de depósitos, tanques y tuberías o redes. 

Responsabilidad civil cruzada. Queda entendido y convenido que la presente cobertura se extiende a amparar las reclamaciones presentadas entre si por cada uno de los 
contratistas que desarrollen simultáneamente proyectos relacionados con la misión y objeto del MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI, en la misma forma en que se aplicaría si a 
cada uno de ellos se hubiera expedido una póliza por separado. Sublimite Asegurado: $4.000.000.000 

Uso de armas de fuego y errores de puntería, incluye empleados contratados por la entidad y contratistas para labores de vigilancia o personal de seguridad y uso de perros 
guardianes. 

Responsabilidad civil servicio de vigilancia. Sublimite $1.000.000.000 evento/vigencia. Opera en exeso de las pólizas del contrato de vigilancia 

Responsabilidad civil patronal en exceso de la seguridad social. Sublímite de $ 300.000.000 evento persona y $750.000.000  por vigencia. 

Restaurantes y cafeterías, campos deportivos, clubes y casinos. 

Uso de ascensores, elevadores, escaleras automáticas, grúas, montacargas, cabrias, carretas, carros plataformas  y equipos de trabajo y transporte dentro de predios. 

Responsabilidad Civil Productos. Sublímite por evento y agregado anual $2.000.000.000 se excluyen Exportaciones a Estados Unidos y Canadá. 

Responsabilidad civil Maquinaria y Equipos (Para cubrir la responsabilidad que se origine en la maquinaria y equipos amparados en la póliza de maquinaria y equipo). Sublimite 
$1.000.000.000 evento/$2.000.000.000 vigencia, el cual opera en exceso de la póliza de Todo Riesgo Equipo y Maquinaria 

Daños morales hasta el 100% del límite asegurado 

Lucro cesante hasta el 50% del límite asegurado 

10. Cláusulas y/o condiciones adicionales 

Para aquellas cláusulas y/o condiciones adicionales para las que no se indique sublímite se entenderá que estas operan al 100%. 

Cláusula de aplicación de condiciones particulares. Queda expresamente acordado y convenido, que la Compañía acepta las condiciones básicas t?cnicas establecidas en este 
anexo en los t?rminos señalados en el mismo; por lo tanto, en caso de existir discrepancia entre los ofrecimientos contenidos en las CONDICIONES BASICAS TÉCNICAS 
OBLIGATORIAS frente a la propuesta, los textos de los ejemplares de las pólizas, certificados, anexos o cualquier otro documento; prevalecerá la información y condiciones 
enunciadas en las CONDICIONES BASICAS TÉCNICAS OBLIGATORIAS establecidas. 

Actos de autoridad competente, exepto por AMIT y Terrorismo. La póliza cubre los daños o p?rdidas materiales causados a terceros directamente por la acción de la autoridad 
legalmente constituida, ejercida sobre los intereses del MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI 

Amparo automático para nuevos predios y/o operaciones, con aviso de 60 días. El Oferente debe contemplar la extensión de la cobertura automática del seguro, en los mismos 
t?rminos y limitaciones establecidos en esta póliza, para amparar la responsabilidad extracontractual por nuevas operaciones y/o el uso, posesión y demás actividades 
desarrolladas en nuevos predios que adquiera el asegurado o sobre los cuales obtenga el dominio o control. 

Ampliación del plazo para aviso de siniestro a 60 días. El Asegurado notificará todos los siniestros por vía telefónica, o por mensaje de telefax  o e -mail lo más pronto posible y con 
no más de sesenta (60) días posteriores al conocimiento de la reclamación judicial o extrajudicial efectuada por la(s) víctima(s) que pueda tener relación con este seguro. 

Anticipo de indemnización del 50% El oferente debe contemplar bajo esta cláusula que en caso de siniestro y a petición escrita del asegurado, anticipará pagos parciales del valor 
del reclamo, con base en el valor de la estimación preliminar de la p?rdida (No se acepta el requerimiento de ningún requisito adicional para realizar el anticipo).  En caso de que el 
anticipo o suma de anticipos que la compañía adelante al asegurado llegare a exceder la suma total indemnizable a que tenga derecho, ?ste se compromete a devolver 
inmediatamente el exceso pagado. 

Solución de conflictos o controversias. Los conflictos que surjan durante la ejecución del objeto contractual, se solucionarán preferiblemente mediante los mecanismos de arreglo 
directo, amigable composición, transacción y conciliación, como lo establece el artículo 68 de la ley 80 de 1993. 

Conocimiento de los predios y/o actividades por parte del asegurador. La Aseguradora  manifiesta  que conoce el riesgo y que partiendo de esta base ha hecho la tasación y ha 
establecido los t?rminos y condiciones para la contratación de esta cobertura, por consiguiente deja constancia del conocimiento y aceptación de los riesgos, las circunstancias y 
condiciones de los mismos. 

Costos de cualquier clase de caución judicial. Sublímite $50.000.000 por evento/vigencia 

Costos e intereses de mora. En adición a las indemnizaciones a que haya lugar, la compañía reembolsará al Asegurado los gastos que se generen con ocasión de: la Condena en 
costo e intereses de mora acumulados a cargo del Asegurado, desde cuando la sentencia se declare en firme hasta cuando la compañía haya reembolsado al Asegurado o 
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consignado en nombre de ?ste en el juzgado, su participación en tales gastos. 

No concurrencia de deducibles. De presentarse un evento indemnizable bajo la póliza, en cualquiera de sus secciones o por cualquiera de los riesgos cubiertos por la misma que 
afecte dos o más artículos o bienes amparados y si en los mismos figuran deducibles diferentes, para los efectos de la liquidación del siniestro se aplicará únicamente el deducible 
cuya cobertura se afectó por el origen del siniestro y no la sumatoria de ellos. 

Designación de ajustadores. Queda entendido, convenido y aceptado que, en caso de siniestros amparados por la presente póliza que requieran la asignación de un perito 
ajustador, la Aseguradora efectuará su contratación previo acuerdo y aprobación del Asegurado. 

Delimitación Temporal.   Se anula toda delimitación temporal respecto al alcance de la cobertura (excepto por prescripción), que se establezca en las condiciones generales ó 
particulares de la póliza. 

Definición de Terceros.  Se deja constancia que los concejales, estudiantes y el personal al servicio del Municipio de Santiago de Cali bajo cualquier denominación, los contratistas, 
subcontratistas, y en general cualquier persona natural o jurídica que tenga una relación con esta entidad, se considerarán terceros para efectos de cualquier reclamación que 
deban formularle, pero exceptuando la responsabilidad que se derive de la ejecución de contratos. 

Se consideran terceros las entidades o personas que se encuentran en predios del Municipio de Santiago de Cali y que desarrollan sus propias actividades de manera 
independiente a las ejecutadas por el municipio. 

Condiciones t?cnicas y económicas de seguro y reaseguro. Los oferentes deberán conservar sus Reaseguradores durante el período de adjudicación y no podrán cambiarlos salvo 
fuerza mayor o causa justificada. En caso de ser necesario cambiarlos ó que el reasegurador se retire voluntariamente, ?l (ó los) reasegurador(es) que lo sustituya(n) deberá(n) ser 
de la misma categoría ó tener la misma calificación del (os) que se reemplaza (n). 

Durante el período de adjudicación los oferentes no podrán cambiar las condiciones t?cnicas y económicas ofrecidas salvo aquellas que sean favorables al asegurado, las cuales 
deberán incorporarse automáticamente a las Pólizas. 

Errores, omisiones e inexactitudes no intencionales. El tomador está obligado a declarar sinceramente los hechos y circunstancias que determinen el estado del riesgo. La 
inexactitud sobre hechos o circunstancias que, conocidas por la compañía, la hubieren retraído de celebrar el contrato o inducido a estipular condiciones más onerosas, produce la 
nulidad relativa del seguro. Sin embargo, si se incurriere en errores, omisiones e inexactitudes imputables al tomador o al asegurado, el contrato no será nulo ni habrá lugar a la 
aplicación del inciso tercero del artículo 1058 del Código de Comercio sobre reducción porcentual de la prestación asegurada. En este caso se deberá pagar la prima adecuada al 
verdadero estado del riesgo. 

Extensión del sitio ó sitios donde se asegura el riesgo. 

Se conviene en amparar en todas sus partes la Responsabilidad Civil del Asegurado, derivada de los perjuicios patrimoniales y extrapatrimoniales, causados a bienes de terceros, 
lesiones personales ó muerte a terceros, por empleados, personal a su servicio, durante el desempeño de sus funciones en el giro normal de sus negocios y en cualquier sitio o 
sitios, donde se hallen desempeñando las mismas. 

Los pasajeros que se movilicen en vehículos que prestan el servicio de transporte,  de propiedad del MUNICIPIO, serán considerados como terceros. 

Gastos m?dicos, hospitalarios y traslado de victimas. Sublímite hasta el 6% del límite asegurado  por persona y 22% del límite asegurado  por vigencia. La compañía reembolsará al 
asegurado dentro de los t?rminos, con sujeción a las condiciones de este seguro los gastos razonables que se causen por concepto de primeros auxilios inmediatos, servicios 
m?dicos, quirúrgicos, de ambulancia, de hospital, de enfermedades y drogas como consecuencia de lesiones corporales producidas a terceros en desarrollo de las actividades 
específicamente amparadas bajo las condiciones particulares de la presente póliza. El amparo que mediante esta sección se otorgables independiente del de Responsabilidad y por 
consiguiente, los pagos que por dicho concepto se realizan, en ningún caso pueden ser interpretados como aceptación tácita de responsabilidad.  Se aclara que para esa cobertura 
no se acepta la aplicación de deducibles. 

Indemnización por clara evidencia de responsabilidad sin que exista previo fallo judicial. Mediante esta cláusula el Oferente debe contemplar que en caso de siniestro la compañía 
indemnizará los daños causados por el asegurado a un tercero sin que exista previo fallo judicial, siempre y cuando las circunstancias en que ocurrió el evento den lugar a 
considerar la responsabilidad o culpa del asegurado. 

Modificación de condiciones. Los proponentes deben contemplar bajo esta cláusula, que los cambios o modificaciones a las condiciones de la presente póliza, serán acordados 
mutuamente entre la compañía y el asegurado. El certificado, documento o comunicaciones que se expidan para formalizarlos debe ser firmado, en señal de aceptación, por un 
representante legal del asegurado o funcionario autorizado, prevaleciendo sobre las condiciones de esta póliza. 

Modificación del estado del riesgo. No obstante lo estipulado en las condiciones generales de la póliza y sus anexos, se establece una limitación a la obligación que el Asegurado 
notifique los hechos o circunstancias que agraven el riesgo durante la vigencia del contrato, en el sentido, que la aseguradora solo puede invocarla cuando exista relación de 
causalidad entre la agravación y el siniestro. Se ampararán automáticamente los riesgos cuya agravación se informe, hasta el pronunciamiento del asegurador en contrario 

Modificaciones a favor del asegurado. Si durante la vigencia de la póliza se presentan modificaciones a las condiciones de la póliza que representen un beneficio a favor del 
asegurado, sin que impliquen un aumento a la prima originalmente pactada, tales modificaciones se consideran automáticamente incorporadas a la póliza. 

No subrogación contra empleados del asegurado. En virtud del pago de la indemnización, la Compañía se subroga por ministerio de la ley y hasta el valor de su importe en todos 
los derechos del Asegurado contra las personas responsables del siniestro. El Asegurado no podrá renunciar en ningún momento a sus derechos contra terceros responsables del 
siniestro. Tal renuncia le acarreará la p?rdida del derecho a la indemnización. La compañía renuncia expresamente a ejercer sus derechos de subrogación contra: Cualquier 
persona o entidad que sea un Asegurado bajo la póliza. Cualquier filial, subsidiaria y operadora del Asegurado. Cualquier socio, miembro de junta directiva o cualquier empleado o 
dependiente del Asegurado, salvo el caso en que los daños hayan sido causados intencionalmente por ellos. 

Pago de indemnizaciones.   No obstante lo que se estipule en el respectivo presente Contrato, se conviene entre las partes, que el pago de la indemnización o la autorización de 
reparar el bien afectado por la realización de un riesgo amparado, se hará a qui?n designe el Asegurado, previa información escrita a la Aseguradora y con la firma de la solicitud de 
indemnización correspondiente, todo, teniendo en cuenta los controles administrativos que posee la Empresa asegurada. 

Propietarios, arrendatarios o poseedores. Sublímite hasta el 20% del límite asegurado por evento y 40% del límite asegurado por vigencia. Se deberá extender a cubrir todos los 
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gastos que el asegurado este legalmente obligado a pagar por cualquier perjuicio que surja en su calidad de propietario, arrendatario, arrendador o poseedor de cualquier inmueble, 
aun cuando estos no se hallen, específicamente descritos en la póliza. Queda cubierta  igualmente la responsabilidad civil extracontractual del asegurado en caso de 
modificaciones o construcciones de los mismos inmuebles. Se deberá cubrir la responsabilidad civil de la persona o personas encargadas por contrato de mantenimiento del 
inmueble y únicamente cuando se encuentren en ejercicio de las funciones que dicho contrato estipule. 

Responsabilidad civil derivada del transporte de mercancías, únicamente si tiene que ver con la actividad del asegurado (incluyendo materiales azarosos y combustibles). Este 
amparo se limita a cubrir los daños que se cause a terceros durante el transporte, queda excluido cualquier daño a la mercancía manipulada y/o transportada y al vehículo 
transportador. Incluye actividades de cargue y descargue. Sublimite $50.000.000 

Responsabilidad civil derivada del manejo de materias primas y productos. Queda aclarado y convenido que la póliza ampara la responsabilidad civil, como consecuencia del 
manejo por parte del asegurado, contratista y subcontratista de materias primas y productos de cualquier naturaleza, entendiendose que toda esta operación puede ser ejecutada 
directamente por el MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI ó contratada. 

Responsabilidad civil derivada del uso de vehículos propios y no propios. En exceso de la cobertura de automóviles, incluidos los vehículos de funcionarios en desarrollo de 
actividades para el MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI. Sublímite 16% del límite asegurado por evento, 27% del límite asegurado en el agregado anual. 

Ampliación del Plazo Revocación o no renovación de la póliza con aviso anticipado al Asegurado de sesenta (60) días. El Oferente debe contemplar bajo esta cláusula que la póliza 
podrá ser revocada unilateralmente por la compañía, mediante noticia escrita certificada enviada al asegurado a su última dirección registrada, con una anticipación no menor de 
sesenta (90) días. Los días de anticipación del aviso serán contados en juntos casos a partir de la fecha de recepción por parte del Asegurado de la noticia escrita certificada. 

En el caso de que la aseguradora decida no otorgar renovación o prórroga(s) del contrato de seguro, queda entendido, convenido y aceptado que la Aseguradora deberá dar aviso 
de ello al asegurado con no menos de sesenta (60) días de antelación a la fecha de vencimiento de la póliza, en caso contrario se dará por entendido que la Aseguradora acepta la 
renovación o prorroga(s), previa autorización de la Entidad, hasta el límite legal establecido en la Ley 80 de 1993, para la adición de los contratos y manteniendo las mismas 
condiciones ofertadas en este proceso, siempre y cuando la siniestralidad incurrida de la referida vigencia no supere el 40% 

Revocación por parte del asegurado sin penalización. El Oferente debe contemplar bajo esta cláusula que la póliza podrá ser revocada unilateralmente por el Asegurado en 
cualquier momento de la vigencia del seguro, mediante noticia escrita enviada a su dirección comercial o a su última dirección registrada. La prima de seguro no devengada será 
liquidada a prorrata. 

Selección de profesionales para la defensa: Los profesionales encargados de la defensa, corresponderá al  MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI, o a los funcionarios que ?sta 
designe, quienes para su aprobación presentarán a la Aseguradora la propuesta correspondiente. La Aseguradora podrá previo común acuerdo con el MUNICIPIO DE SANTIAGO 
DE CALI, asumir la defensa de cualquier litigio o procedimiento legal a nombre del asegurado, a trav?s de abogados elegidos por ?ste. 

Variaciones del riesgo. La compañía debe autorizar al asegurado para efectuar las modificaciones dentro del riesgo, que juzgue  necesarias para el funcionamiento de la industria o 
negocio. 

Cuando tales modificaciones varíen sustancial, objetiva y materialmente los riesgos conocidos y aceptados por la compañía, el asegurado estará obligado a avisar de ellas por 
escrito a la compañía dentro de los noventa (90) días comunes contados a partir del inicio de estas modificaciones, sí ?stos constituyen agravación de los riesgos. 

11. Gastos Adicionales 

Se amparan los siguientes Gastos en que RAZONABLEMENTE  se incurra, los cuales se encuentran contenidos en el límite máximo de indemnización pactado y  sin aplicación de 
deducible: 

La póliza se extiende a amparar los siguientes gastos en que razonablemente incurra el MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI y para los mismos no aplican deducibles. 

Costas legales y honorarios de abogados. Los cuales el asegurado debe asumir en la defensa de sus intereses, como consecuencia de una demanda, por la víctima, de alguna 
petición, judicial o extrajudicial, aún cuando dicha demanda fuere infundada, falsa o fraudulenta, Sublímite por evento $25.000.000 / Vigencia $100.000.000, el cual operará dentro 
del limite asegurado 

Gastos para la demostración del siniestro. Sublimite $100.000.000 incluido dentro del límite asegurado. 

No obstante lo que se diga en contrario en las condiciones generales y particulares de la póliza, la Aseguradora se obliga a indemnizar los gastos en que necesaria y 
razonablemente incurra el asegurado con el fin de demostrar la ocurrencia del siniestro y la cuantía de la p?rdida. 

Otros gastos en que haya incurrido el Asegurado en relación con un siniestro amparado. Sublimite $50.000.000, incluido dentro del límite asegurado. 

12. Riesgos excluidos 

En materia de riesgos excluidos el Municipio de Santiago de Cali acepta únicamente los expresamente mencionados como exclusiones absolutas de cobertura las que figuran en el 
texto del condicionado general depositado por la Aseguradora en la Superintendencia Financiera con anterioridad no inferior a quince (15) días hábiles al cierre del proceso. Serán 
válidas las exclusiones relativas consignadas en los mencionados condicionados generales solo cuando no contradigan las condiciones t?cnicas básicas habilitantes del presente 
proceso, en cuyo caso prevalecerán las condiciones t?cnicas básicas habilitantes. 

*************************************************************** 

ANEXO ACLARATORIO: 

La presente póliza se extiende a cubrir los perjuicios patrimoniales y extrapatrimoniales que se pudieran causar a terceros y que tuvieran origen en el desarrollo de los programas de 
actividades deportivas y lúdicas que desarrolla el Municipioel Municipio de Cali, a trav?s de la Secretaría del Deporte. 

REGIMEN COMUN SOMOS GRANDES CONTRIBUYENTES, RESOLUCION 2509 DE DICIEMBRE 3/93. AGENTE RETENEDOR DEL IVA. SOMOS AUTORRETENEDORES SEGÚN RESOLUCIÓN 5098 DE JUNIO 21 DE 2013. 
ESTE DOCUMENTO EQUIVALE A UNA FACTURA DE  CONFORMIDAD CON EL ART. 5 DECRETO 1165/96

TOMADORMAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA 

NIT 891.700.037-9  Cra. 14 No. 96 - 34  PBX: 650330 0  fax: 6503400   www.mapfre.com.co E-mail: mapfre@ mapfre.com.co  A.A.: 28525  Bogotá, D.C., Colombia

V.A.R. :  VALOR ASEGURADO DEL ARTICULOSMMLV: SALARIOS MINMOS LEGALES VIGENTES VAP: VALOR ASEGURABLE DEL PREDIO AFECTADO
PERD.: VALOR PERDIDA 

V.A.A. : VALOR ASEGURABLE ARTICULO POLIZA

VTE-322-NOV/05 

N.D.: NO DECLARADO

Estimado cliente, para conocer   los condicionados del producto contratado y  una amplia información s obre nuestros productos y servicios puede consultar  la página web www.mapfre.com.co.

49



RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL
Hoja 6  de 6

COPIA
RENOVACION

Ref. de Pago: 31098960920

POLIZA

Las demas condiciones no modificadas continuan en vigor de la poliza inicial.
- FIN DE LA SECCION -
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SEGURO DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL PARA 
ENTIDADES PARTICULARES 

 

 
CONDICIONES GENERALES 

 
 
1. OBJETO DEL SEGURO 
 

Por medio de este contrato de seguro, MAPFRE SEGUROS GENERALES DE 
COLOMBIA S.A., que en adelante se denominará la compañía, indemnizará los 
perjuicios patrimoniales que cause el asegurado con motivo de determinada 
responsabilidad civil extracontractual en que incurra de acuerdo con la ley 
Colombiana y dentro de los límites y exclusiones de esta póliza. En consecuencia 
la compañía procederá a pagar o a indemnizar  dentro de los límites específicos 
en esta póliza, los siguientes eventos que de tal responsabilidad se deriven y 
siempre que su causa se presente de manera súbita y repentina, aunque sus 
efectos se prolonguen en el tiempo. 
 
1.1 Daños personales (la lesión corporal, la enfermedad, la muerte, el daño 

moral). 
1.2 Daños materiales (la destrucción, avería, el deterioro de una cosa, la lesión, 

enfermedad o muerte de un animal). 
1.3 Perjuicios (la perdida económica como consecuencia directa de los daños 

personales o materiales cubiertos por la póliza y sufridos por el reclamante 
mismo de dichas pérdidas). 

1.4 El pago de los gastos de defensa del asegurado bajo las condiciones de la 
póliza. 
Esta cobertura incluye: 
- El estudio de la responsabilidad civil extracontractual; 
- La defensa frente a reclamaciones infundadas; 
- El reembolso de los gastos del proceso civil promovido contra el 

asegurado, excepto cuando este afronte el juicio contra orden expresa de 
la compañía. 
 

Si la indemnización a cargo del asegurado excede él límite asegurado, la compañía 
solo responde por los gastos de defensa en proporción a la cuota que le corresponde 
en la indemnización. 
 
2. EXCLUSIONES 
 

2.1 La cobertura de esta póliza en ningún case ampara ni se refiere a 
reclamaciones que sean directa o indirectamente consecuencia de : 
2.1.1. La responsabilidad civil proveniente de dolo o culpa grave, del 

asegurado. 
2.1.2. Relaciones contractuales entre el asegurado y un tercero; en 

particular las reclamaciones: 
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- Por incumplimiento total, parcial o por mora de la obligación 
principal de un contrato. 

- Por incumplimiento total, parcial o por mora de pactos que vayan 
más allá del alcance de la responsabilidad civil del asegurado 
(como también responsabilidades ajenas, en las que el 
asegurado, por convenio o contrato, se comprometa a la 
sustitución del responsables original). 

2.1.3. Daños a o la desaparición de bienes de terceros: 
- Que hayan sido alquilados, arrendados o prestados  que este 

tenga en su poder sin autorización o que sean objeto de un 
contrato especial de depósito o de arrendamiento financiero 
(leasing) 

- Que haya sido ocasionados por la actividad empresarial por el 
asegurado con, sobre o por medio de estos bienes (elaboración, 
manipulación, reparación, transporte, examen y similares). 
Si tales eventos ocurren por causas de una persona asegurada, 
la responsabilidad de esta persona queda excluida igualmente. 

2.1.4. Deslizamiento de tierras, fallas geológicas, terremotos, temblores, 
asentimientos, cambios en los niveles de temperatura o agua, 
inconsistencias del suelo o del subsuelo, lluvias, inundaciones, 
erupción volcánica o cualquier otra perturbación atmosférica o de la 
naturaleza. 

2.1.5. Actividades u operaciones de guerra declarada o no hostilidades, 
invasión de enemigo extranjero, guerra interna, revolución, rebelión, 
insurrección, asonada, conmoción civil, poder militar o usurpado, 
requisición, decomiso o destrucción de bienes por cualquier 
autoridad o regional, huelgas, disturbios políticos y sabotajes, 
actividades guerrilleras. 

2.1.6. Daños ocasionados por reacción nuclear, radiación nuclear o 
contaminación radioactiva o por riesgos atómicos nucleares. 

2.1.7. Daños ocasionados por aeronaves o embarcaciones. 
2.1.8. Daños originados por una contaminación paulatina del medio 

ambiente u otras variaciones perjudiciales del agua, aire, suelo, 
subsuelo o bien por ruidos, que no sean consecuencia de un 
acontecimiento accidental, repentino e imprevisto. 

2.1.9. Daños ocasionados a la persona o los bienes: del asegurado, de 
las personas a quienes se extiende la cobertura del presente 
seguro así como de los parientes de los antes mencionados. 
Se entiende por parientes: el cónyuge o compañero (a) 
permanente, los parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o segundo de afinidad o primero civil. 

2.1.10 Daños personales ocasionados por una infección o                       
enfermedad padecida por el asegurado, 

2.1.11 Multas o cualquier clase de acciones penales. 
2.1.12 Daños a causa de la inobservancia de disposiciones legales y de la 

autoridad o de instrucciones y estipulaciones contractuales, a no 
ser que ni el asegurado ni personas con funciones directivas hayan 
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actuado dolosamente ni haya permitido una actuación dolosa de los 
demás empleados. 

2.1.13 Daños por asbesto en estado natural o por sus productos así como 
daños en relación con operaciones y actividades expuestas a polvo 
que contengan fibras de amianto. 

2.1.14 Daños genéticos a personas o animales. 
2.1.15 Responsabilidad civil derivada de operaciones portuarias y 

aeroportuarias, incluyendo actividades como mantenimiento y 
limpieza. 

2.1.16 Responsabilidad civil derivada de fabricación, almacenamiento y 
transporte de explosivos. 

2.1.17 Responsabilidad civil derivada de riesgos de extracción, 
refinamiento, almacenamiento y transporte de petróleo crudo y gas 
natural. 

2.1.18 Responsabilidad derivada de actividades de minería subterránea. 
2.1.19 Responsabilidad civil derivada de construcción de túneles, 

pipelines, presas, aeropuertos. 
2.1.20 Responsabilidad civil derivada de automóviles o vehículos 

automotores, autorizados o no para transitar por las vías públicas. 
2.1.21 Responsabilidad Civil por daños o desaparición de vehículos bajo 

custodia o control del asegurado. 
2.1.22 Responsabilidad civil derivada de daños o desaparición de bienes 

bajo cuidado, tenencia o control del asegurado, cuando estos son 
almacenadores (Almacenes de Depósito), transportadores, 
astilleros, empresas de vigilancia, empresas de empleos 
temporales. 

2.1.23 Responsabilidad civil derivada de daños patrimoniales puros. 
2.1.24 Responsabilidad derivada de cimentaciones y excavaciones 

subacuáticas. 
 

2.2 Salvo que se convenga la cobertura mediante acuerdo previo, quedan 
excluidas de la cobertura. 

2.2.1 Las reclamaciones por daños ocasionados a terceros por los 
productos fabricados, entregados o suministrados por el asegurado, 
o bien por los trabajos ejecutados. 

2.2.2 Las reclamaciones derivadas de la actividad profesional del 
asegurado. 

2.2.3 Las reclamaciones por daños ocasionados a terceros durante la 
vida privada o familiar. 

2.2.4 Las reclamaciones imputables al asegurado según el art. 216 del 
código sustantivo del trabajo u otras normas del régimen laboral. 

2.2.5 Las reclamaciones derivadas del uso, propiedad o posesión de 
vehículos automotores, que requieren de placa para su empleo en 
lugares públicos. 

2.2.6 Las reclamaciones relacionadas con siniestros ocurridos fuera del 
territorio de la República de Colombia. 
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2.2.7 Las reclamaciones entre las personas que figuran en la póliza como 
¨asegurado¨. 

 
3. DELIMITACIONES 

 
3.1 Delimitación temporal: 

 
Quedan amparados los siniestros ocurridos durante la vigencia de la 
póliza. 
 

3.2 Delimitación geográfica: 
 
Quedan amparados los siniestros ocurridos en el territorio colombiano y 
cuyas consecuencias sean reclamadas en Colombia de acuerdo con la 
ley. 

 
4. LIMITES 

 
4.1 La compañía indemnizará al asegurado hasta la suma fijada en la póliza 

como valor asegurado, por los daños y perjuicios amparados,  cuyas 
causas sean el mismo siniestro, teniendo en cuenta los límites y sublimites 
por amparo o cobertura, si los hubiere.  

4.2 La suma fijada en la póliza como “límite por vigencia” será el límite máximo 
de responsabilidad de la compañía por todos los daños causados por 
todos los siniestros ocurridos durante la vigencia de la póliza.  

4.3 Cuando una condición especial o un anexo estipule un sublimite por 
persona, por unidad asegurada, o por un siniestro,  cuya cobertura es 
objeto de la condición  o el anexo, tal sublímite será el límite máximo de la 
indemnización. 

 
5 DEFINICIONES 

 
5.1 Asegurado: 

 
Bajo el término asegurado se entienden: 
a) Las personas jurídicas que figuran como asegurado en la póliza y 

además de esta, todos los funcionarios a su servicio,  cuando se 
encuentren en el desempeño de las labores propias de su cargo, pero 
únicamente con respecto a su responsabilidad como tales. 

b) La persona natural que figura como asegurado en la póliza y además 
de este, su cónyuge o compañero (a) permanente e hijos menores que 
habitan bajo el mismo techo. 
 

5.2 Siniestro: 
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Es todo hecho, que haya producido un daño que pueda dar origen a una 
reclamación de responsabilidad civil extracontractual contra el asegurado 
o la compañía y que este amparado por la póliza. 
Constituye un solo siniestro el acontecimiento o serie de acontecimientos 
dañosos debidos a una misma causa originaria, con independencia del 
número de reclamantes, reclamaciones formuladas o personas legalmente 
responsables. 
 

5.3 Deducible: 
 
Es la suma o el porcentaje que se deduce del monto de cada 
indemnización por siniestro y que siempre queda a cargo del asegurado. 
 

5.4 Vigencia: 
 
Es el periodo comprendido entre las fechas de iniciación y terminación de 
la protección que brinda el seguro, las cuales aparecen señaladas en la 
carátula de la póliza. 

 
6.     OBLIGACIONES DEL ASEGURADO O BENEFICIARIO EN CASO DE  
SINIESTRO 
 

Cuando ocurra un siniestro, el asegurado o beneficiario tiene las siguientes 
obligaciones: 
 
6.1 Emplear todos los medios de que se disponga para evitar su propagación 

o extensión y proveer por el salvamento de las cosas aseguradas. 
6.2 Dar aviso a la compañía de la ocurrencia del siniestro dentro de los tres (3) 

días siguientes a la fecha en que lo haya conocido o debido conocer. 
6.3 Informar a la compañía dentro de los tres (3) días siguientes a la fecha en 

que tenga conocimiento de toda reclamación judicial o extrajudicial de 
terceros damnificados o sus causahabientes; acatar las instrucciones que 
la compañía le imparta al respecto y en caso de acción judicial, además 
realizara dentro del proceso, me la oportunidad legal,  el llamamiento en 
garantía, siempre que sea procedente. 

6.4 Si autorización expresa y escrita de la compañía, el asegurado no podrá 
incurrir en gasto alguno, hacer pagos, ni celebrar arreglos o liquidaciones 
o transacciones con respecto a cualquiera de las acciones que puedan 
originar y la obligación para la compañía de acuerdo con esta póliza, salvo 
los gastos razonables y urgentes para evitar la extensión del siniestro. 

 
7. PAGO DE LA INDEMNIZACION 

 
La compañía pagará la indemnización si a ello hubiere lugar dentro del mes 
siguiente a la fecha en que el asegurado o beneficiario acredite su derecho, aun 
extrajudicialmente. 
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8. REDUCCION DEL VALOR ASEGURADO EN CASEO DE SINIESTRO 
 
Toda indemnización o pago que se haga de conformidad con la presente póliza 
reducirá automáticamente el límite de responsabilidad correspondiente en la cuantía 
pagada. 

 
9. DECLARACION INEXACTA O RETICENTE 

 
El tomador esta obligado a declarar los hechos o circunstancias que determinen el 
estado del riesgo, según el cuestionario que le sea propuesto por la compañía. La 
reticencia o la inexactitud sobre hechos o circunstancias que, conocidos por la 
compañía le hubieren retraído de celebrar el contrato o indicios  a estipular 
condiciones mas onerosas, producen la nulidad relativa del contrato. 
 
Si la declaración no se hace con sujeción a un cuestionario determinado, la 
reticencia o la inexactitud producen igual efecto si el tomador ha encubierto por 
culpa, hechos o circunstancias que impliquen objetiva del estado del riesgo. 
 
Si la inexactitud o reticencia provienen de error inculpable del tomador, el contrato 
no será nulo, pero la compañía, solo estará obligada, en caso de siniestro, a pagar 
un porcentaje de la prestación asegurada equivalente al que la tarifa o prima 
estipulada represente de la tarifa adecuada al verdadero estado del riesgo. 

 
10. CONSERVACION DEL ESTADO DEL RIESGO Y MODIFICACION DE       

CAMBIOS 
 
El asegurado o el tomador según el caso, están obligados a mantener el estado del 
riesgo. En tal virtud, uno u otro deberán notificar por escrito a la compañía los 
hechos o circunstancias no previsibles que sobrevengan con posterioridad a la 
celebración del contrato y que signifiquen agravación del riesgo o variación de su 
identidad local. 
 
La notificación se hará con antelación no menor de diez (10) días hábiles a la fecha 
de la modificación del riesgo, si esta depende del arbitro del asegurado o del 
tomador. Si le es extraña dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a aquel en 
que tengan conocimiento de ella, conocimiento que se presume transcurridos treinta 
(30) días hábiles desde el momento de la modificación. 
 
Notificada la modificación o variación  del riesgo en los términos consignados en el 
inciso anterior, la compañía podrá revocar el contrato o exigir el reajuste de la prima 
a que haya lugar. 
 
La falta de notificación oportuna produce la terminación del contrato. Pero solo la 
mala fe del asegurado o del tomador dará derecho a la compañía para retener la 
prima no devengada. 
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11. COEXISTENCIA DE SEGUROS: 
 
Si los riesgos cubiertos por esta póliza también lo estuvieren en todo o en parte por 
otra u otras pólizas, la indemnización pagadera en total por todas las pólizas no 
excederá los gastos reales ocurridos, los cuales se pagarán por cada aseguradora 
en proporción a sus valores asegurados. 

 
12. REVOCACION 

 
El presente contrato se entenderá revocado: 
 
12.1 Por el tomador o asegurado en cualquier momento, mediante aviso   

escrito a la compañía, en cuyo caso la prima devengada será liquidada 
según la tarifa de corto plazo. 

12.2 Diez (10) días hábiles después que la compañía haya enviado aviso 
escrito al asegurado notificándole su voluntad de revocar el seguro o en el 
término previsto para el efecto en la carátula de la póliza, siempre y 
cuando fuere superior, en este caso, la compañía devolverá al asegurado, 
la parte de la prima devengada. 

Parágrafo: la prima a corto  plazo será equivalente a la prima o prorrata  de la 
vigencia corrida, mas el recargo el diez por ciento (10%) entre dicha prima a prorrata 
y la anual. 
 

13. SUBROGACION 
 
En virtud del pago de la indemnización, y por ministerio de la ley, la compañía se 
subroga, hasta concurrencia de su importe, en todos los derechos del asegurado 
contra las personas responsables del siniestro. El asegurado no podrá renunciar en 
ningún momento a sus derechos contra terceros responsables del siniestro. El 
incumplimiento de esta obligación le acarreará la perdida del derecho a la 
indemnización. 
 
El asegurado a petición de la compañía, deberá hacer todo lo que este a su alcance 
para permitirle el ejercicio de los derechos derivados de la Subrogación. 

 
14. NOTIFICACIONES 

 
Cualquier notificación que deban hacerse las partes para los efectos del presente 
contrato deberá consignarse por escrito,  sin perjuicio de lo dicho en la condición 
para el aviso del siniestro y será prueba suficiente de la misma constancia de su 
envicio por correo recomendado o certificado dirigido a la ultima dirección conocida 
de la otra parte, también será prueba suficiente de la notificación la constancia de 
¨recibo¨  con la firma respectiva de la parte destinataria, en el caso de mensajes vía 

telex se acepta como prueba de que la notificación ha sido perfeccionada, el hecho 
de que aparezca consignado el número de abonado correspondiente al telex del 
destinatario en la copia del mensaje enviado por el remitente. 
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15. PRESCRIPCION 
 
La prescripción de las acciones derivadas del presente contrato se regirá por las 
normas del código del comercio sobre contrato de seguro. 

 
16. MODIFIACIONES 

  
Toda la información a las cláusulas impresas de la póliza así como las cláusulas 
adicionales o las anexos, deberá ponerse a disposición de la superintendencia 
bancaria, antes de su utilización, en la forma y con la antelación en que dicha 
entidad lo determine. 
 

17. DOMICILIO 
 
Si perjuicio de las disposiciones procesales para los efectos relacionados con el 
presente contrato se fija como domicilio de las partes la ciudad que aparece en la 
carátula de la póliza, en la República de Colombia.                                            
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO  

DEL VALLE DEL CAUCA 
 

Sentencia 
 

 
PROCESO No.      76001-33-33-002-2019-00263-01 
DEMANDANTE:  LAURA MARCELA MORENO ABELARDI Y OTROS  
 (johanarobles.abogada@hotmail.com; 

notificaciones@gha.com.co;  
DEMANDADO: MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI 

notificacionesjudiciales@cali.gov.co; njudiciales@mapfre.com.co)  
soguzman@procuraduria.gov.co 

 
MEDIO DE CONTROL:  REPARACIÓN DIRECTA 
    
 

Magistrado Ponente: JHON ERICK CHAVES BRAVO 

 
Santiago de Cali (V.), treinta (30) de septiembre de dos mil veintidós (2022).  

 

Se decide en la presente Sentencia, los recursos de apelación interpuestos por la entidad demandada 

Municipio de Cali y la llamada en garantía Mapfre Seguros Generales de Colombia S.A, en contra de la 

sentencia de primera instancia No. 157 del 16 de diciembre de 2021 proferida por el Juzgado Segundo 

Administrativo Oral del Circuito de Cali- Valle, mediante la cual se accedió parcialmente a las pretensiones 

de la demanda. 

 

ANTECEDENTES 

 
LA DEMANDA 

 
Los señores Laura Marcela Moreno Abelardi (víctima directa), Gustavo Morelo Liévano (padre), Liliana 

Abelardi Jiménez (madre), Héctor Fabio Moreno Mendoza (hermano), Gustavo Adolfo Moreno Abelardi 

(hermano), Erick Joel Moreno Zapata (sobrino), instauraron demanda en ejercicio del medio de control de 

reparación directa contra el Municipio de Santiago de Cali, solicitando las siguientes: 

 
Pretensiones 

 
1.- Que se declare administrativa y extracontractualmente responsable a la entidad demandada por los 

perjuicios materiales e inmateriales ocasionados a los demandantes por el accidente de tránsito acaecido 

el 05 de octubre de 2017, en donde resultó lesionada la señora Laura Marcela Moreno Abelardi, producto 

de la falla en el servicio del Municipio por la falta de mantenimiento de la vía. 
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2.- Que se reconozcan los perjuicios morales a cada uno de los demandantes, los cuales se discriminan 

así: 

 

RECLAMANTE PARENTESCO CON LA 

VÍCTIMA 

TASACION PERJUICIO 

Laura Marcela Moreno 

Abelardi 

Víctima directa 100 SMLMV 

Gustavo Morelo Liévano Padre 100 SMLMV 

Liliana Abelardi Jiménez Madre 100 SMLMV 

Héctor Fabio Moreno 

Mendoza 

Hermano 100 SMLMV 

Gustavo Adolfo Moreno 

Abelardi 

Hermano 100 SMLMV 

Erick Joel Moreno 

Zapata 

Sobrino 100 SMLMV 

 

3.- Que se reconozcan los perjuicios a la vida de relación a los demandantes, de la siguiente manera: 

 

RECLAMANTE PARENTESCO CON LA 

VÍCTIMA 

TASACION PERJUICIO 

Laura Marcela Moreno 

Abelardi 

Víctima directa 100 SMLMV 

Gustavo Morelo Liévano Padre 100 SMLMV 

Liliana Abelardi Jiménez Madre 100 SMLMV 

Erick Joel Moreno 

Zapata 

Sobrino 50 SMLMV 

 
4.- Que se reconozcan los perjuicios materiales a la señora Laura Marcela Moreno Abelardi, en la 

modalidad de daño emergente, por un valor de $1.450.349 y por lucro cesante, en un valor de $3.920.405. 

 
5.- Que se reconozcan los perjuicios de daño a la salud a la señora Laura Marcela Moreno Abelardi, en 

cuantía de 100 SMLMV. 

 
Lo anterior, con fundamento en los siguientes: 

 
Hechos 

 

1. Que la señora Laura Marcela Moreno Abelardi sufrió un accidente de tránsito el día 05 de octubre de 

2017 a la altura de la carrera 56 con calle 12, cuando se desplazaba en su motocicleta, según informe 

policial de accidente de tránsito. 
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2. Que como consecuencia del accidente de tránsito sufrió las siguientes lesiones: trauma cerrado de 

tórax, fractura expuesta grado I de radio distal izquierdo conminuta, trauma en antebrazo izquierdo, 

trauma en codo izquierdo, trauma en rodilla izquierda, trauma en pierna izquierda, quemadura por fricción 

grado III en pierna izquierda, según historias clínicas. 

 
3. Que fue sometida a cirugía por ortopedia, producto de las lesiones padecidas, situación que generó en 

ella y su núcleo familiar sendos perjuicios y afectaciones. 

 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 

MUNICIPIO/DISTRITO DE SANTIAGO DE CALI 

 
Se opuso a las pretensiones de la misma, tras argumentar que no existe prueba que permita inferir 

razonablemente que la causa del accidente se haya producido por una falla del servicio atribuible al 

Municipio, por lo cual no se le puede endilgar la responsabilidad de este, así como de sus daños. Adujo 

que el agente de tránsito solo se limita a la realización del informe policial de accidente de tránsito y le da 

traslado a la entidad encargada por tratarse de unas lesiones personales, dijo además que debe ser la 

Fiscalía General de la Nación quien determine las causas del accidente de tránsito, al ser la entidad 

encargada por disposición normativa, añadió también que la conducción es una actividad peligrosa y el 

deber objetivo del cuidado es una responsabilidad intransferible a otras personas naturales o jurídicas, 

pues solo la persona que realiza la actividad es quien puede evitar resultados lamentables, por cuanto 

para la entidad, la actora no logra demostrar la existencia de la falla del servicio que pretende endilgarle 

a la entidad. Propuso las excepciones de pleito pendiente, falta de legitimación en la causa por pasiva, 

cumplimiento de un deber y la innominada, invoco además la causal de exoneración de la responsabilidad 

culpa exclusiva de la víctima. 

  
MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S.A 

 
Se opusó a las pretensiones de la misma, tras considerar que no le consta que la causa del accidente de 

tránsito haya sido producido por la existencia de huecos en la vía, pues la hipótesis establecida por el 

agente de tránsito en el informe policial de accidente de tránsito no es más que una conjetura que señala, 

y se ha mencionado ampliamente en la jurisprudencia, que la misma no brinda certeza de lo 

verdaderamente ocurrido, por lo cual este único elemento de prueba no es suficiente para demostrar el 

nexo de causalidad y por ende la responsabilidad de la demandada; en lo correspondiente a las 

pretensiones y lo solicitado como prejuicios por la parte demandante, solicita sean negadas pues no se 

encuentran acreditados los elementos de la responsabilidad extracontractual ya que no se ha demostrado 

fehacientemente que la existencia de un hueco, resalto o depresión como consecuencia directa y 

exclusiva del accidente, además aseguró que respecto de los perjuicios materiales solicitados, no se 

probó por la parte demandante que éstas efectivamente se hubiesen causado, por lo cual solicita que en 
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caso de reconocerse este perjuicio, que sea con la suma que la parte demandante pudo acreditar,  

 

Respecto de los perjuicios morales solicitados por la demandante, expresó que ésta excedió el máximo 

establecido jurisprudencialmente, además de solicitar dos perjuicios morales que se integran en uno solo, 

por lo cual no puede solicitar ambos. Propuso ante la demanda la excepción de inexistencia de imputación 

fáctica ‒ relación de causalidad. En cuanto al llamamiento en garantía, señaló que el contrato de seguro 

se otorgó bajo la figura del Coaseguro y por tanto el riesgo está distribuido, correspondiéndole a su 

representada el 34% y en caso de resultar condenada la demandada, responderá únicamente por ese 

porcentaje. Frente el llamamiento en garantía propuso las excepciones de inexistencia de amparo y 

consecuente obligación 3 indemnizatoria en tanto no se configuro el riesgo asegurado, coaseguro e 

inexistencia de responsabilidad solidaria y deducible. 

 
SENTENCIA PRIMERA INSTANCIA 

 
El Juzgado Segundo Administrativo Oral del Circuito de Cali - Valle, profirió la sentencia No. 157 del 16 

de diciembre de 2021, mediante la cual resolvió acceder parcialmente a las pretensiones de la demanda, 

tras considerar que del informe de tránsito se puede deducir que existió en el lugar de los hechos, una 

tapa de alcantarilla hundida y huecos en la vía, que carecían de señales preventivas, razón por la cual la 

omisión por parte del Municipio de Cali, lo hace responsable por los perjuicios que les fueron ocasionados 

a los demandantes, por lo cual resolvió acceder parcialmente a los perjuicios reclamados. 

 

RECURSO DE APELACIÓN 

 
MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI 
 

La entidad demandada, inconforme con la decisión anterior, y estando dentro del término oportuno, allegó 

escrito de apelación, visible en el archivo 14 del expediente digital, reiterando los argumentos esgrimidos 

en la contestación de la demanda, indicando que lo dicho en el informe de tránsito no deja de ser una 

mera hipótesis del agente de tránsito en cuanto a que el siniestro fue a causa de huecos en la vía, pues 

del croquis se desprende otra hipótesis de una alcantarilla hundida, que no se tuvo en cuenta a la hora 

de fallar, y que por lo cual debió haberse vinculado a EMCALI, ya que es la entidad encargada del 

mantenimiento de la red de alcantarillado. Que existe una ausencia de material probatorio que involucre 

o determine de manera contundente una responsabilidad del ente territorial, pues lo que se observa es 

que el accidente fue causa de una tapa de alcantarilla que estaba mal puesta. 

 
MAPFRE SEGUROS GENERALES DE COLOMBIA S.A 

 
Mapfre, inconforme con la decisión anterior, y estando dentro del término oportuno, allegó escrito con 

recurso de apelación, visible en el archivo 14 del expediente digital, indicando que no quedó plenamente 

demostrado que el accidente de tránsito donde resultó lesionada la señora Laura Marcela Moreno 

Abelardi, tuviera su origen en la falta de mantenimiento vial, habida cuenta que la parte demandante, por 
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conducto de su apoderada, se centró en probar la ocurrencia del daño, algunos perjuicios derivados del 

mismo y la falla de la administración, aportando de manera exclusiva el IPAT, sin solicitar la declaración 

de terceros (testigos presenciales del accidente), ni la propia manifestación del agente de tránsito que 

suscribió el aludido informe, creyendo que, el mismo se constituía, como erróneamente lo interpretó el A-

quo, en prueba suficiente para acreditar el nexo de causalidad.  

 
ALEGATOS SEGUNDA INSTANCIA 

 

Las partes y el Ministerio Público guardaron silencio en esta oportunidad, según constancia secretarial 

visible en Samai. 

 

CONSIDERACIONES 

 
Corresponde a la Sala resolver los recursos de apelación de las partes, con base en el siguiente: 

 
PROBLEMA JURÍDICO 

 

Establecer si la entidad demandada ha sido omisiva en el cumplimiento de sus obligaciones, y por tanto 

son administrativa y extracontractualmente responsables de las lesiones padecidas por la señora Laura 

Marcela Moreno Abelardi, como consecuencia del accidente padecido el día 05 de octubre de 2017, 

cuando conducía a la altura de la carrera 56 con calle 12 del municipio de Cali, y presuntamente  cayó a 

un hueco y se estrelló de manera violenta con el piso, accidente que se produjo presuntamente por el 

mal estado de la vía, omisión atribuida a la entidad territorial. En caso de probarse la omisión y su 

imputación, se analizará si está llamada a indemnizar los perjuicios que se prueben.  

 
MARCO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL  

 
(i) La responsabilidad administrativa del Estado. 

 

La responsabilidad del Estado en Colombia, tuvo sus inicios en una providencia de la Corte Suprema de 

Justicia del año 1896, en donde se determinó que todas las naciones deben protección a sus habitantes, 

nacionales y extranjeros, y si bien es cierto que un Estado, como persona jurídica, no es susceptible de 

responsabilidad penal, sí está obligado a las reparaciones civiles por los daños que resultan por un 

perjuicio imputable a sus funcionarios públicos. 

 

Posteriormente, el Constituyente de 1991 se encargó de integrar este aspecto de responsabilidad estatal, 

en el artículo 90 de la Constitución, de la siguiente manera: 

 
“ARTICULO   90. El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean 
imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. 
 
En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que 
haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél 
deberá repetir contra éste.” 
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De acuerdo con lo anterior, jurisprudencialmente se han definido dos (02) regímenes de responsabilidad 

administrativa del Estado, el objetivo y el subjetivo de responsabilidad, no obstante, para el sub judice 

debemos ocuparnos únicamente del subjetivo de responsabilidad bajo el título de falla probada del 

servicio, ya que el Consejo de Estado ha indicado que este es el título imperante, cuando de accidentes 

de tránsito se trata, bajo el cargo de falta de señalización o mantenimiento de las vías. 

 
Respecto de este régimen debe decirse que la responsabilidad estatal surge con la comprobación de los 

siguientes elementos: i) el daño, ii) la falla del servicio propiamente dicha, y iii) el nexo causal, es decir, 

que el daño se hubiere producido por la falla del servicio a cargo del Estado. Es importante destacar que 

el criterio de identificación de la falla del servicio, radica en el análisis del contenido obligacional a cargo 

de la Administración determinadas en la Ley o el reglamento. 

 

1.1 Responsabilidad de los Municipios en el mantenimiento y señalización de las vías urbanas y 

rurales de su jurisdicción 

 

La Ley 105 de 1993 por medio de la cual se dictaron disposiciones básicas sobre el transporte, se 

redistribuyeron competencias y recursos entre la Nación y las Entidades Territoriales y se reglamentó el 

sector la planeación en el sector transporte, en el artículo 19 y siguientes reguló las funciones y 

responsabilidades sobre la infraestructura del transporte, así: 

“Funciones y responsabilidades sobre la infraestructura de transporte 
 
Artículo 19º.- Construcción y conservación. Corresponde a la Nación y a las Entidades Territoriales 
la construcción y la conservación de todos y cada uno de los componentes de su propiedad, en los 
términos establecidos en la presente Ley. 
 
(…) 
 
Artículo 17º.- Integración de la infraestructura distrital y municipal de transporte. Hace parte de la 
infraestructura Distrital Municipal de transporte, las vías urbanas, suburbanas y aquellas que sean 
propiedad del Municipio, las instalaciones portuarias fluviales y marítimas, los aeropuertos los 
terminales de transporte terrestre, de acuerdo con la participación que tengan los municipios en las 
sociedades portuarias y aeroportuarias, en la medida que sean de su propiedad o cuando estos le 
sean transferidos. 
Parágrafo 1º.- En los casos en que se acometa la construcción de una vía nacional o departamental, 
su alterna, podrán pasar a la infraestructura municipal si reúne las características de ésta, a juicio del 
Ministerio de Transporte.” 

 

Por su parte, el Código Nacional de Transito -Ley 769 de 2002- definió los organismos de tránsito y 

dispuso que las secretarias de transito municipales son organismos de tránsito en su respectiva 

jurisdicción.  

“ARTÍCULO 6o. ORGANISMOS DE TRÁNSITO. Serán organismos de tránsito en su respectiva 
jurisdicción: 
(…) 
c) Las secretarías municipales de tránsito dentro del área urbana de su respectivo municipio y los 
corregimientos; (…) 
PARÁGRAFO 1o. En el ámbito nacional será competente el Ministerio de Transporte y los organismos de 
tránsito en su respectiva jurisdicción para cumplir las funciones que les sean asignadas en este código 
(…)” 

64



Proceso No. 2019-00263-01 

 

Más adelante el artículo 115 ibídem señaló que cada organismo de transito tiene el deber legal de instalar 

y mantener las señales de tránsito, conforme a la características, uso y ubicación que defina para tal 

efecto el Ministerio de Transporte.  

 

“ARTÍCULO 115. REGLAMENTACIÓN DE LAS SEÑALES. El Ministerio de Transporte diseñará y 
definirá las características de las señales de tránsito, su uso, su ubicación y demás características que 
estime conveniente. Estas señales serán de obligatorio cumplimiento para todo el territorio nacional. 
 
PARÁGRAFO 1o. Cada organismo de tránsito responderá en su jurisdicción por la colocación y el 
mantenimiento de todas y cada una de las señales necesarias para un adecuado control de tránsito 
que serán determinadas mediante estudio que contenga las necesidades y el inventario general de la 
señalización en cada jurisdicción.(…)” 

 

El Código también clasificó y definió las señales de tránsito en los siguientes términos: 

 

“Artículo 110. CLASIFICACIÓN Y DEFINICIONES. Clasificación y definición de las señales de 
tránsito: 
 
Señales reglamentarias: Tienen por objeto indicar a los usuarios de las vías las limitaciones, 
prohibiciones o restricciones sobre su uso y cuya violación constituye falta que se sancionará 
conforme a las normas del presente código. 
 
Señales preventivas: Tienen por objeto advertir al usuario de la vía la existencia de un peligro y la 
naturaleza de éste. 
 
Señales informativas: Tienen por objeto identificar las vías y guiar al usuario, proporcionándole la 
información que pueda necesitar. 
 
Señales transitorias: Pueden ser reglamentarias, preventivas o informativas y serán de color naranja. 
Modifican transitoriamente el régimen normal de utilización de la vía. 
 
(…) 
 
PARÁGRAFO 2o. Es responsabilidad de las autoridades de tránsito la colocación de las señales de 
tránsito en los perímetros urbanos inclusive en las vías privadas abiertas al público. Las autoridades 
locales no podrán ejecutar obras sobre las vías públicas sin permiso especial de las autoridades de 
tránsito que tendrán la responsabilidad de regular los flujos de tránsito para que no se presenten 
congestiones.  (…) 

 

Las disposiciones anteriores permiten concluir que las vías urbanas hacen parte de la infraestructura 

municipal de transporte, por tanto, es competencia de las entidades territoriales la construcción y 

conservación de todos y cada uno de los componentes de su propiedad, por ende, cada organismo de 

tránsito responderá en su jurisdicción por la colocación y el mantenimiento de todas y cada una de las 

señales necesarias para un adecuado control de tránsito y la prevención de accidentes. Así lo ha 

sostenido el Consejo de Estado1 en los términos que pasan a destacarse: 

 

“En relación con estas últimas vías, el deber de señalización corresponde a los organismos de tránsito 
municipales, tal como lo previene el artículo de la Ley 769 de 2002 cuando dispone que: “El Ministerio 

                                                           
1 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Primera. Consejero Ponente Rafel E. Ostau de Lafont Pianeta. Sentencia de 02 de 

marzo de 2006. Radicación 76001-23-31-000-2003-03613-01(AP). 
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de Transporte reglamentará las características técnicas de la demarcación y señalización de toda la 
infraestructura vial y su aplicación y cumplimiento será responsabilidad de cada uno de los 
organismos de tránsito en su respectiva jurisdicción”. En los municipios son organismos de tránsito 
las secretarias municipales de tránsito, de acuerdo con el literal c) del artículo 6º de la Ley 769 de 
2002. Así mismo prevé el artículo 115 de la Ley 769 de 2002 que “Artículo 115. El Ministerio de 
Transporte diseñará y definirá las características de las señales de tránsito, su uso, su ubicación y 
demás características que estime conveniente. Estas señales serán de obligatorio cumplimiento para 
todo el territorio nacional. “Parágrafo 1. Cada organismo de tránsito responderá en su jurisdicción por 
la colocación y el mantenimiento de todas y cada una de las señales necesarias para un adecuado 
control de tránsito que serán determinadas mediante estudio que contenga las necesidades y el 
inventario general de la señalización en cada jurisdicción. En el anterior marco legal y fáctico, es claro 
que sí le corresponde al Municipio de Jamundí instalar las señales de tránsito respectivas en las vías 
municipales urbanas que confluyen a la vía nacional, señales éstas de las que carecen esas vías, tal 
como se constató en la diligencia de inspección judicial practicada por el a quo, y que tienen como 
finalidad garantizar la seguridad en el tránsito vehicular, más aun cuando a través de aquellas se 
accede a una vía de alta circulación” 

 

En el mismo sentido, el Consejo de Estado2 en reciente pronunciamiento indicó que para endilgar 

responsabilidad a una autoridad pública por un accidente de tránsito ocasionado por la supuesta omisión 

en el mantenimiento de una vía o por ausencia de señalización en la misma, deben confluir dos 

presupuestos: i) la existencia de una obligación normativamente atribuida a una entidad pública y la 

comprobación de que esta no atendió o no cumplió de manera oportuna o satisfactoria dicho deber; y ii) 

la virtualidad jurídica que tendría el cumplimiento de dicha obligación, es decir, si poseía la entidad 

suficiente para interrumpir el curso causal en la producción del daño. 

 

De igual forma, dicha superioridad ha manifestado3 que además de la obligación de mantenimiento sobre 

las vías a cargo del Estado, para evitar el peligro proveniente de daños o desperfectos en las mismas, 

esa responsabilidad también comprende el deber de prevenir a los usuarios sobre los riesgos existentes 

e incluso de impedir el tráfico cuando sea necesario, para garantizar la seguridad de los ciudadanos.  

 
(ii) Culpa exclusiva de la víctima, obligaciones del conductor y concausa. 

 

Cuando el daño que se reclama se origina en el incumplimiento de un deber legal de la autoridad pública, 

es requisito indispensable que el incumplimiento, irregularidad o falla sea probada por la víctima, así como 

su relación causal fáctica o jurídica. 

 

El nexo o relación causal se rompe cuando se acredita alguna de las causales eximentes de 

responsabilidad, como ocurre con la “culpa exclusiva de la víctima” que se configura cuando quien padece 

el daño es quien se expone a su producción o despliega una conducta dolosa o culposa, por el 

incumplimiento de un deber legal, que exonera de responsabilidad al ente oficial. Al respecto, el Consejo 

de Estado en reciente providencia ha manifestado lo siguiente4: 

                                                           
2 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN TERCERA, SUBSECCIÓN C, Consejero Ponente: JAIME ENRIQUE 
RODRIGUEZ NAVAS, providencia del veintinueve  (29) de abril de dos mil diecinueve (2019), rad: 23001-23-31-000-2005-01265-01 (40713). 
3 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN TERCERA, SUBSECCIÓN C, Consejero Ponente: JAIME ENRIQUE 
RODRIGUEZ NAVAS, providencia del veintiséis  (26) de noviembre de dos mil dieciocho (2018), rad: 63001-23-31-000-2008-00102-01 (41940). 
4 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN TERCERA, SUBSECCIÓN “C”. M.P. JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ 
NAVAS. Bogotá D. C., veintinueve (29) de marzo de dos mil diecinueve (2019). Radicación número: 15-001-23-31-000-2014-00591-01(43917) Actor: GLORIA 

IMELDA GONZÁLEZ. Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE CULTURA – COLDEPORTES – MUNICIPIO DE CHIQUINQUIRÁ 
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“De conformidad con lo anterior, la culpa exclusiva la víctima se configura cuando esta dio lugar 
causalmente a la producción del daño, por haber actuado de forma dolosa o culposa en términos 
civiles, esto es, con incumplimiento de los deberes de conducta que le eran exigibles y puede 
conducir a la exoneración total o parcial de la responsabilidad administrativa, dependiendo de la 
trascendencia y del grado de participación de los afectados en la producción del daño.  
 
Por lo tanto, no toda conducta asumida por la víctima constituye un factor que rompa el nexo de 
causalidad entre el hecho y el daño, toda vez que, para que la culpa de la víctima releve de 
responsabilidad a la administración, debe acreditarse una relación de causalidad entre ella y 
el daño. Si el hecho del afectado fue la causa única, exclusiva o determinante del daño, la 
exoneración es total; por el contrario, si tal hecho no tuvo incidencia en la producción de aquél, debe 
declararse la responsabilidad estatal. Ahora bien, si la actuación de la víctima concurre con otra 
causa para la producción del daño, se produce una liberación parcial, por aplicación del principio de 
concausalidad y de reducción en la apreciación del daño, de acuerdo con lo previsto por el artículo 
2357 del Código Civil.” (Subraya la Sala) 

 

Ahora bien, cuando el hecho que origina la reparación corresponde a la conducción de vehículos, 

actividad catalogada como peligrosa, la conducta desplegaba por la víctima es determinante y se deben 

acreditar las condiciones materiales de modo, tiempo y lugar en que se produjo el daño para establecer 

la causa del mismo. 

 

Por otro lado, es del caso indicar que la Ley 769 de 2002, desarrolla la libre circulación dispuesta en el 

artículo 24 de la Constitución Política, que asegura la movilidad de manera segura y cómoda para los 

habitantes. La anterior regulación, prevé el obvio hecho de que la conducción por sí misma conlleva una 

acción de riesgo para quien la ejerce y quienes se ven involucrados en su entorno15. 

 

Por un lado se tiene entonces, la carga para quien conduce de ejercer una actividad de la cual se le 

preavisa que contempla un riesgo y que por ende debe hacerlo con la diligencia que ello requiere, de otro 

lado, se encuentra la obligación de las autoridades correspondientes, de regular y velar por el libre pero 

seguro ejercicio de la conducción, razón por la cual, a la luz del artículo 90 de la Constitución Política que 

habilita la reparación patrimonial del Estado por el daño antijurídico imputable a sus agentes, le 

corresponde a la Administración so pena de la anterior sanción, asegurarle a los administrados las 

idóneas condiciones para ejercer la actividad de conducir un vehículo particular, pues solo allí, se 

configura el óptimo disfrute del derecho de locomoción en cuestión. 

Conforme lo anterior, el artículo 55 de la Ley 769 de 2002 indica que toda persona que haga parte del 

tránsito automotor, ya sea como conductor, pasajero o peatón, "(...) debe comportarse en forma que no 

obstaculice, perjudique o ponga en riesgo a las demás y debe conocer y cumplir las normas y señales de tránsito 

que le sean aplicables (...)", y seguidamente el artículo 61, señala que: "todo conductor de un vehículo deberá 

abstenerse de realizar o adelantar acciones que afecten la seguridad en la conducción del vehículo automotor, 

mientras éste se encuentre en movimiento". 

 

Se observa entonces, que el conducir si bien es cierto comprende el desarrollo de un derecho del cual se 

puede gozar bajo la administración de las autoridades competentes, también lo es que para lograr orden 
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y seguridad de circulación automotriz, se le han impuesto algunas cargas mínimas que los conductores 

deben acatar, a fin de preservar su integridad y de quienes lo rodean. 

 
Sobre la responsabilidad del Estado en eventos de accidentes de tránsito por falta de señalización o 

mantenimiento en la vía, ha sostenido el Consejo de Estado5, que el Estado está obligado a realizar las 

labores necesarias para cumplir con el sostenimiento o señalización de la red vial, de manera que deberá 

responder en los siguientes eventos:  

i). Cuando conozca las condiciones naturales del terreno, de las cuales sea previsible el desprendimiento 

de materiales de las montañas aledañas a las carreteras y, sin embargo, no adopte las medidas 

necesarias para evitar la ocurrencia de tragedias naturales o accidentes de tránsito y  

ii) Cuando incurra en omisión de sus tareas de conservación y mantenimiento rutinario y periódico de la 

infraestructura vial, responsabilidad que acarreará mayor exigencia si se demuestra que los daños u 

obstáculos permanecieron sobre una carretera durante un tiempo razonable para actuar, sin que la 

entidad demandada hubiera efectuado las obras de limpieza, remoción, reparación o señalización, con 

miras a restablecer la circulación normal en la vía, evento en el cual se deberán evaluar las condiciones 

y circunstancias del caso particular, con el fin de determinar la razonabilidad del tiempo, valoración que 

será más estricta si se llega a demostrar que el hecho anormal que presentaba la vía fue puesto en 

conocimiento de la accionada y que esta omitió el cumplimiento de sus funciones; no obstante, en este 

punto cabe advertir que la falta de aviso a la entidad encargada no la exonera de responsabilidad. 

Además, señala la Alta Corporación6 que: “la sola demostración del mal estado de la vía no es, por sí 

sola, suficiente para declarar la responsabilidad patrimonial del Estado en caso de producirse un daño, 

pues esa prueba debe acompañarse de la acreditación del nexo causal entre éste y la acción u omisión 

en que pudo haber incurrido la Administración en su deber de mantenimiento de la malla vial”. 

iii) De los elementos de la responsabilidad. 

 
3.1 El daño antijurídico. 

 
Es el primer elemento de responsabilidad a estudiar, pues de no estar presente se torna inoficioso el 

estudio de la misma, por más que exista una falla del servicio7. Dicho elemento no tiene una definición 

constitucional expresa, por lo cual tiende a ser un concepto jurídico parcialmente indeterminado; sin 

embargo se lo ha considerado desde la constitución española (artículo 106), la doctrina y la jurisprudencia, 

como aquel perjuicio que es provocado a una persona que no tiene el deber jurídico de soportarlo.  

 

                                                           
5 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, Consejera ponente: MARÍA ADRIANA MARÍN, 
sentencia del 6 de febrero de 2020, radicación número: 17001-23-31-000-2008-00013-01(45546). Criterio reiterado por el Consejo de Estado 
en Sentencia de 21 de septiembre de 2016, expediente No. 42492. 
6 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera Sentencia del 11 de mayo de 2006, Consejero ponente: RAMIRO 
SAAVEDRA BECERRA, expediente No. 15042 
7 Juan Carlos Henao. El Daño. Bogotá, Universidad Externado de Colombia, marzo de 2002. Se trata de tomar posición respecto de la manera como se debe 

estudiar la responsabilidad civil: primero se ha de estudiar el daño, luego la imputación y, finalmente, la justificación del por qué se debe reparar, esto es, el 
fundamento. Si no hubo daño o no se puede determinar o no se le pudo evaluar, hasta allí habría de legarse; todo esfuerzo adicional, relativo a la autoría y a 

la calificación moral de la conducta del autor resultaría necio e inútil.  
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Sobre el particular el Consejo de Estado ha precisado lo siguiente8: 
 

“(…) El daño antijurídico incorpora dos elementos: uno, físico, material, y otro jurídico, formal9. El elemento 
físico o material, consiste en la destrucción o el deterioro que las fuerzas de la naturaleza, actuadas por 
el hombre, provocan en un objeto apto para satisfacer una necesidad, o cuando se lesiona la propia 
corporeidad o la existencia misma del hombre. Empero, este daño, que ocurre, inicialmente, en el plano 
fáctico, deviene insuficiente para poner en movimiento al derecho en función de facilitar la reacción de 
quien lo padece en orden a la reparación o compensación del sacrificio que de él deriva. Para que el daño 
adquiera una dimensión jurídicamente relevante (para que pueda predicarse su antijuridicidad) es 
menester que se acredite el elemento jurídico, mediante la acreditación de los siguientes presupuestos: 
i) que la lesión recaiga sobre un interés jurídicamente tutelado por el derecho; ii) que no exista un título 
legal, conforme al ordenamiento constitucional, que justifique o legitime la lesión al interés jurídicamente 
tutelado (en abstracto); iii) que la lesión no haya sido causada, ni haya sido determinada por un hecho de 
conducta de la propia víctima10, puesto que, el daño que la víctima, se causa a sí misma de manera 
determinante y exclusiva, constituye, por antonomasia, el daño que ella debe soportar(…)”.  

 
3.2 La falla del servicio. 

 
Es un elemento fundamental al régimen de responsabilidad subjetiva, donde predomina la culpa de la 

Administración por extralimitación u omisión de sus funciones, o el simple incumplimiento de obligaciones 

o cumplirlas de forma tardía o defectuosa.  

 
Son entonces acciones u omisiones que se predican de la Administración y que, en su funcionamiento, 

resultan en cualquiera de aquellas irregularidades generadoras de daños imputables al Estado11, régimen 

tradicional en constante evolución, al margen de la responsabilidad objetiva reconocida positivamente en 

norma superior, consignada en el artículo 90 de la Constitución Política12. 

 
3.3. Nexo causal. 

 
Por su parte, con relación a la imputabilidad, el elemento indispensable aunque no siempre suficiente en 

este régimen, es importante también el nexo causal que exista entre el hecho causante del daño y el daño 

mismo, de modo que este sea el efecto del primero.  

 
En este entendimiento, la imputación del daño al Estado depende, en este caso, de que su causación 

obedezca a la acción o a la omisión de las autoridades públicas, en desarrollo del servicio público o en 

nexo con él. En virtud de éste título de imputación, el demandante tiene el deber de probar todos los 

elementos que la configuran, como lo son la falla o la falta, el daño y el nexo causal. 

 
iv) El caso concreto. 

 

                                                           
8 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN TERCERA, SUBSECCIÓN C, Consejero Ponente: JAIME ENRIQUE 
RODRIGUEZ NAVAS, providencia del veintinueve  (29) de abril de dos mil diecinueve (2019), rad: 23001-23-31-000-2005-01265-01 (40713). 
9 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera - Subsección C, las siguientes sentencias: 23 de abril de 2018, exp. 43241, 23 
de abril de 2018, exp.43085, 23 de abril de 2018, exp.43214, y 23 de abril de 2018, exp.48364. 
10 Si el daño antijurídico ha sido definido como aquella afectación que la víctima sufre en un interés jurídicamente protegido, que la víctima no está obligada a 
soportar, el daño causado por la propia víctima resulta ser, por antología, el daño que por el derecho, sin que esté obligada a soportar sus consecuencias, las 

que, por tanto, deben ser soportadas por otro sujeto con cargo a un patrimonio diferente del de la propia víctima, tanto el hecho, como la culpa de la víctima 
vienen a obrar en ese contexto como factores que obligan a la víctima a soportar las consecuencias del daño.  
11 C. de e. Sentencia del 24 de febrero de 2005. Sección Tercera. Expediente 85001-23-31-000-1993-00074-01 (14170) CP. Ramiro Saavedra Becerra. 
12 Artículo 90.- Responsabilidad extracontractual del Estado. El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, 

causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. 
En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente 

culposa de un agente suyo, aquel deberá repetir contra éste.  
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En el presente caso, la parte demandante señala que el accidente de tránsito que causó las lesiones a la 

señora Laura Marcela Moreno Abelardi, el día 05 de octubre de 2017, mientras se desplazaba en su 

motocicleta, a la altura de la carrera 56 con calle 12, se debió a la existencia de huecos en la vía, por ello 

atribuyen responsabilidad al ente territorial bajo el título de imputación de falla en el servicio.  

 

El juzgado de instancia accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda, tras considerar que del 

informe de tránsito se puede deducir que existió en el lugar de los hechos, una tapa de alcantarilla hundida 

y huecos en la vía, que carecían de señales preventivas, razón por la cual la omisión por parte del 

Municipio de Cali, lo hace responsable por los perjuicios que les fueron ocasionados a los demandantes, 

por lo cual resolvió acceder parcialmente a los perjuicios reclamados. 

 
Por su parte, la entidad demandada y la llamada en garantía argumentan en sus recursos de apelación, 

que si el accidente se debió a la existencia de una alcantarilla hundida, es responsabilidad propia de 

EMCALI, el cual tuvo que haber sido vinculado al presente asunto, también asegura la llamada en garantía 

que no hay prueba de que el accidente de tránsito donde resultó lesionada la señora Laura Marcela 

Moreno Abelardi, tuviera su origen en la falta de mantenimiento vial, habida cuenta que la parte 

demandante, por conducto de su apoderada, se centró en probar la ocurrencia del daño, algunos 

perjuicios derivados del mismo y la falla de la administración, aportando de manera exclusiva el IPAT, sin 

solicitar la declaración de terceros (testigos presenciales del accidente), ni la propia manifestación del 

agente de tránsito que suscribió el aludido informe. 

 
De conformidad con lo anterior y habiéndose determinado que en este caso en particular debe estudiarse 

la responsabilidad del Estado a la luz del régimen de falla en el servicio, a continuación prosigue la Sala 

con la constatación de los elementos de responsabilidad que configuran dicho régimen, pasando 

directamente al análisis de la falla del servicio y su imputación, toda vez que el juez de instancia ya 

encontró demostrado el primer elemento, concerniente al daño, y sobre el cual no hay reparo en los 

recursos de apelación presentados. 

 
La Falla del servicio y su imputación 

 

Para el caso concreto, la falla del servicio atribuida al Municipio de Cali, consiste en la omisión de 

mantenimiento de la vía pública donde ocurrió el accidente, teniendo en cuenta que el mismo se lo 

atribuye a la existencia de huecos en dicha vía. 

 
Con el fin de determinar si asiste o no la omisión respecto a las obligaciones de administración, 

rehabilitación, mejoramiento y mantenimiento de la vía correspondiente a la ocurrencia de los hechos, o 

si se configura el eximente de responsabilidad de culpa exclusiva de la víctima, se aportaron las 

siguientes pruebas:   

 

 Informe Policial de Accidente de Tránsito No. 00700596 del día 05 de octubre de 2017, suscrito 

por el señor Orlando Hernández, con placa No. 476 con su respectivo croquis, en donde se dejó 
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consignado lo siguiente: 

 
“Código hipótesis 306 Huecos en la vía 
 
(…)”13 

 
Si bien se aportó material documental fotográfico14 lo fue con un informe en forma posterior a los hechos, 

lo cual solo ofrece sobre su existencia y del accidente, pero no ofrece certeza respecto a los hechos 

esenciales que rodearon los acontecimientos, razón por la cual dicho material solo será valorado en dicho 

aspecto. Sobre el tema de las fotografías el Consejo de Estado ha precisado15: “(…) la jurisprudencia de 

la Corporación ha considerado que las fotografías no pueden ser valoradas en el proceso puesto que 

carecen de mérito probatorio, ya que ellas registran imágenes sobre las que no es posible determinar su 

origen, ni el lugar, ni la época en que fueron tomadas o documentadas, y menos se tiene certeza sobre 

el sitio o la vía que en ellas aparece, ya que al carecer de reconocimiento o ratificación, no pueden 

cotejarse con otros medios de prueba allegados al proceso (…)” (Se resalta). 

 
Con lo anterior, logra la Sala colegir que efectivamente la señora Laura Marcela Moreno Abelardi padeció 

un accidente de tránsito el día 05 de octubre de 2017, mientras conducía su motocicleta por la altura de 

la carrera 56 con calle 12, cuando presuntamente cayó por culpa de unos huecos en la vía, que en el 

informe de accidente de tránsito y croquis suscrito por el funcionario que atendió la eventualidad, se dejó 

constancia de la existencia de huecos en la vía que transitaba la víctima, no obstante, esta Corporación 

no puede determinar fehacientemente que la causa del daño haya sido el mal estado de la vía, esto es, 

la presencia de huecos en ella, toda vez que si bien se acreditó la existencia de los huecos, en el informe, 

mas no hay certeza de ello, máxime que no hubo testigo presencial de los hechos u otra prueba que 

pruebe que efectivamente fue la causa del accidente. 

 

Ahora bien, aduce la entidad demandada y la llamada en garantía en sus recursos de apelación, que la 

causa del accidente pudo haber sido la presencia de una alcantarilla hundida en la vía, y que por ende la 

responsabilidad era de EMCALI, quien tuvo que haber sido vinculado al presente asunto, pues es a quien 

se le debe atribuir la responsabilidad por los daños causados a los demandantes, sin embargo, de la 

revisión del croquis del accidente, si bien se avizora la existencia de la tapa de alcantarilla hundida, tal y 

como lo manifiestan los apelantes, ni siquiera se dejó constancia por parte del agente de tránsito, que ella 

hubiere sido la causa probable del siniestro, y no se aportaron otros elementos probatorios que conlleven 

a demostrar dicha hipótesis. 

 
Sin embargo, no es dable imputar a partir de la existencia de huecos en la vía que transitaba la víctima, 

como causa eficiente del daño (lesión), pues la sola demostración del mal estado de la vía no es, por sí 

sola, suficiente para declarar la responsabilidad patrimonial del Estado en caso de producirse un daño, 

                                                           
13 Ver a folios 16 a 17 del archivo Anexos 1 dda del expediente digital. 
14 Folios 143, 144, 144 A. 
15 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, subsección C, sentencia del 18 de julio de 
2012. Radicación número: 47001-23-31-000-1998-06044-01 (24160), C.P. Olga Melida Valle de la Hoz. 
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pues esa prueba debe acompañarse de la acreditación del nexo causal entre éste y la acción u omisión 

en que pudo haber incurrido la Administración en su deber de mantenimiento de la malla vial, lo que en 

el presente caso, no se tiene certeza del modo, tiempo y lugar en que ocurrieron los hechos, contrario a 

lo aducido por el a quo, argumentos que no comparte este Tribunal, pues parte de elucubraciones sobre 

la vía y las circunstancias en que posiblemente ocurrió el accidente, que no se encuentran soportadas en 

las pruebas que se allegaron al plenario. 

 
En virtud de lo anterior, se revocará la sentencia de primera instancia No. 157 del 16 de diciembre de 

2021 proferida por el Juzgado Segundo Administrativo Oral del Circuito de Cali- Valle, mediante la cual 

se accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda, por las razones aquí expuestas. 

 
Condena en costas 
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 188 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, en concordancia con el artículo 365 del Código General del Proceso, se 

condenará a la parte vencida al pago de costas de ambas instancias, las cuales serán liquidadas por la 

Secretaría del juzgado de origen. 

 
Por ello, en aplicación del numeral 4º del artículo 366 del C.G.P. en concordancia con el Acuerdo 1887 

de 2003 proferido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, y atendiendo los 

criterios fijados en el artículo 6º numeral 3.1.2 del mencionado Acuerdo, se fijan agencias en derecho en 

la suma equivalente a 1 SMLMV. 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca,  

Sala Segunda de Decisión, administrando Justicia en nombre de la República de  

Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

F A L L A  
 

PRIMERO.- REVOCAR la sentencia de primera instancia No. 157 del 16 de diciembre de 2021 proferida 

por el Juzgado Segundo Administrativo Oral del Circuito de Cali- Valle, mediante la cual se accedió 

parcialmente a las pretensiones de la demanda, por las razones aquí expuestas. 

 
SEGUNDO.-  CONDENAR a la parte vencida en el proceso al pago de las costas de ambas instancias, 

las que deberán ser liquidadas por la Secretaria del juzgado de origen. Fijar como agencias en derecho 

la suma equivalente a 1 SMLMV. 

 

TERCERO. DEVOLVER el expediente al Juzgado de origen, una vez ejecutoriada la presente 

providencia. 

 
Esta providencia fue discutida en Sala de Decisión, tal como consta en Acta de la fecha. 
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Notifíquese y Cúmplase, 

 

 

 

 
 
 

 
 
JHON ERICK CHAVES BRAVO                                               FERNANDO AUGUSTO GARCÍA MUÑOZ 

        Magistrado                                         Magistrado  

                       
 

 
 

 

 
RONALD OTTO CEDEÑO BLUME 

Magistrado 
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QUE POR ESCRITURA NRO. 3.800 DEL 16 DE AGOSTO DE 1974, NOTARIA DECIMA DE BOGOTA,
INSCRITA EN LA CAMARA DE COMERCIO EL 13 DE AGOSTO DE 1986 BAJO LOS NROS. 27756 Y 1067
DE LOS LIBROS VI Y V, CONSTA QUE SE CONFIRMO LA AUTORIZACION DE FUNCIONAMIENTO DE UNA
SUCURSAL DE LA SOCIEDAD EN LA CIUDAD DE CALI.

APERTURA DE SUCURSAL

Por Acta No. 691 del 27 de marzo de 2014, de Junta Directiva, inscrito en esta Cámara
de Comercio el 29 de agosto de 2014 con el No. 1820 del Libro VI, se designó a:

CARGO                    NOMBRE                                    IDENTIFICACIÓN
SUBGERENTE SUCURSAL      ANDREA LORENA LONDOÑO GUZMAN              C.C.67004161

NOMBRAMIENTO(S)

Por Acta No. 760 del 02 de diciembre de 2019, de Junta Directiva, inscrito en esta
Cámara de Comercio el 07 de septiembre de 2021 con el No. 1878 del Libro VI, se designó
a:

CARGO                    NOMBRE                                    IDENTIFICACIÓN
GERENTE SUCURSAL         BENITO JOSE FERNANDEZ HEIDMAN             C.C.79317757

Por Escritura Pública No. 1461 del 09 de agosto de 2000  Notaria Septima de Bogota
,inscrito en esta Cámara de Comercio el 03 de octubre de 2000 con el No. 247 del Libro
V POR MEDIO DE LA CUAL COMPARECIO EL SENOR JOSE PABLO NAVAS PRIETO, MAYOR DE EDAD Y
VECINO DE BOGOTA, IDENTIFICADO CON LA CEDULA DE CIUDADANIA No. 2.877.617 DE BOGOTA Y
MANIFESTO: QUE POR MEDIO DE ESTE INSTRUMENTO OBRA EN SU CONDICION DE REPRESENTANTE
LEGAL DE ASEGURADORA COLSEGUROS S.A. Y QUE EN TAL CARACTER CONFIERE PODER GENERAL A LA
DOCTORA CLAUDIA ROMERO LENIS, MAYOR DE EDAD E IDENTIFICADA CON LA CEDULA DE CIUDADANIA
No. 38.873.416 EXPEDIDA EN BUGA, PARA QUE A NOMBRE DE LA SOCIEDAD PODERDANTE EJERZA LAS
SIGUIENTES FACULTADES: A. REPRESENTAR A LA SOCIEDAD EN TODA CLASE DE ACTUACIONES Y
PROCESOS JUDICIALES ANTE LOS JUZGADOS, TRIBUNALES SUPERIORES, DE ARBITRAMENTO
VOLUNTARIO Y CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, CORTE SUPREMA DE JUSTICIA Y CONSEJO DE ESTADO,
BIEN SEA COMO DEMANDANTE O COMO DEMANDADA, COMO COADYUVANTES U OPOSITORES. B. OTORGAR
EN NOMBRE DE LA CITADA SOCIEDAD LOS PODERES ESPECIALES QUE SEAN DEL CASO. C.
REPRESENTAR A LA MISMA SOCIEDAD ANTE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS DEL ORDEN
NACIONAL, DEPARTAMENTAL, MUNICIPAL O DEL DISTRITO CAPITAL DE SANTAFE DE BOGOTA Y ANTE
CUALQUIER ORGANISMO DESCENTRALIZADO DE DERECHO PUBLICO DEL ORDEN NACIONAL,
DEPARTAMENTAL O MUNICIPAL. D. NOTIFICARSE DE TODA CLASE DE PROVIDENCIAS JUDICIALES O
INTERROGATORIOS DE PARTE, ASI COMO ABSOLVER ESTOS, CONFESAR Y COMPROMETER EN ELLOS A LA
SOCIEDAD QUE REPRESENTA. E. OBJETAR LAS RECLAMACIONES QUE PRESENTEN LOS ASEGURADOS A
LAS SOCIEDADES PODERDANTES. F. ATENDER LOS REQUERIMIENTOS Y NOTIFICACIONES PROVENIENTES

PODERES
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DE LA DIRECCION GENERAL DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES O DE LA ENTIDAD QUE HAGA SUS
VECES, ASI COMO DE CUALQUIERA DE LAS OFICINAS DE LA ADMINISTRACION, E INTENTAR EN
NOMBRE Y REPRESENTACION DE LAS SOCIEDADES LOS RECURSOS ORDINARIOS DE REPOSICION,
RECONSIDERACION Y APELACION, TANTO ORDINARIOS COMO EXTRAORDINARIOS. G. REPRESENTAR A LA
CITADA SOCIEDAD EN LAS REUNIONES DE LAS ASAMBLEAS GENERALES DE ACCIONISTAS O JUNTAS
GENERALES DE SOCIOS DE SOCIEDADES EN QUE AQUELLA SEA ACCIONISTA O SOCIA Y OTORGAR LOS
PODERES DE REPRESENTACION PARA TALES ASAMBLEAS O JUNTAS, CUANDO SEA EL CASO. H. EN
GENERAL LA DOCTORA MARIA CLAUDIA ROMERO LENIS QUEDA AMPLIAMENTE FACULTADA PARA
INTERPONER CUALQUIER RECURSO CONSAGRADO EN LAS LEYES CONTRA DECISIONES JUDICIALES O
EMANADAS DE LOS FUNCIONARIOS ADMINISTRATIVOS NACIONALES, DEPARTAMENTALES, MUNICIPALES O
DEL DISTRITO CAPITAL DE SANTAFE DE BOGOTA Y ENTIDADES DESCENTRALIZADAS DEL MISMO ORDEN.
IGUALMENTE QUEDA FACULTADA EXPRESAMENTE PARA DESISTIR, CONCILIAR, TRANSIGIR, RECIBIR Y
DESIGNAR ARBITROS ASI COMO TAMBIEN PARA SUSTITUIR Y REASUMIR EL PRESENTE MANDATO.

Por Escritura Pública No. 3231 del 14 de agosto de 2007  Notaria Treinta Y Uno de
Bogota ,inscrito en esta Cámara de Comercio el 12 de septiembre de 2007 con el No. 112
del Libro V , SE CONFIERE PODER GENERAL  A WILLIAM BARRERA VALDERRAMA, IDENTIFICADO CON
LA CÉDULA DE CIUDADANÍA No.91.297.787 DE BUCARAMANGA, PARA EJECUTAR LOS SIGUIENTES
ACTOS: A) OBJETAR LAS RECLAMACIONES PRESENTADAS A LA SOCIEDAD PODERDANTE POR
ASEGURADORAS, BENEFICIARIOS Y EN GENERAL, CUALQUIER PERSONA, E IGUALMENTE PRONUNCIARSE
SOBRE LAS SOLICITUDES DE RECONSIDERACIÓN DE OBJECIONES QUE SEAN PRESENTADAS A DICHA
SOCIEDAD, EXCLUSIVAMENTE EN EL RAMO DE AUTOMÓVILES. B) ASISTIR A AUDIENCIAS DE
CONCILIACIÓN Y REALIZAR CONCILIACIONES TOTALES O PARCIALES QUE COMPROMETAN A LA
SOCIEDAD PODERDANTE, EXCLUSIVAMENTE EN EL RAMO DE AUTOMÓVILES.

Por Escritura Pública No. 5107 del 05 de mayo de 2004  Notaria Veintinueve de Bogota
,inscrito en esta Cámara de Comercio el 21 de julio de 2008 con el No. 132 del Libro V
COMPARECIO CLAUDIA VICTORIA SALGADO RAMIREZ, MAYOR DE EDAD E IDENTIFICADA CON LA CEDULA
DE CIUDADANIA No. 39.690.201 DE USAQUEN Y MANIFESTO: QUE OBRA EN SU CONDICION DE
REPRESENTANTE LEGAL DE LA SOCIEDAD ASEGURADORA COLSEGUROS S.A. QUE EN TAL CARÁCTER Y
POR MEDIO DE ESTE INSTRUMETO CONFIERE PODER GENERAL A LAS SIGUIENTES PERSONAS: ALBA
INES GOMEZ VELEZ, IDENTIFICADA CON LA CEDULA DE CIUDADANIA No. 30.724.774 EXPEDIDA EN
PASTO Y CON TARJETA PROFESIONAL DE ABOGADA No. 48.637 Y GUSTAVO ALBERTO HERRERA AVILA,
IDENTIFICADO CON LA CEDULA DE CIUDADANIA No. 19.395.114 EXPEDIDA EN BOGOTA Y CON
TARJETA PROFESIONAL DE ABOGADO No. 39.116, PARA EJECUTAR LOS SIGUIENTES ACTOS:
A) REPRESENTAR A LA SOCIEDAD EN TODA CLASE DE ACTUACIONES Y PROCESOS JUDICIALES ANTE
INSPECCIONES DE TRANSITO, INSPECCIONES DE POLICIA, JUZGADOS, FISCALIAS DE TODO NIVEL,
TRIBUNALES DE CUALQUIER TIPO, CORTE CONSTITUCIONAL, CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA,
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA Y CONSEJO DE ESTADO, BIEN SEA COMO DEMANDANTES, DEMANDADAS,
LLAMADAS EN GARANTIA, LITISCONSORTES, COADYUVANTES O TERCEROS INTERVINIENTES. B)
REPRESENTAR A LA SOCIEDAD ANTE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS DEL ORDEN NACIONAL,
DEPARTAMENTAL, MUNICIPAL O DISTRITAL Y ANTE CUALQUIER ORGANISMO DESCENTRALIZADO DE
DERECHO PUBLICO DEL ORDEN NACIONAL, DEPARTAMENTAL, MUNICIPAL O DISTRITAL. C) ATENDER
LOS REQUERIMIENTOS Y NOTIFICACIONES PROVENIENTES DE LA DIRECCION DE IMPUESTOS Y ADUANAS
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NACIONALES, O DE LA ENTIDAD QUE HAGA SUS VECES, ASI COMO DE CUALQUIERA DE LAS OFICINAS
DE LA ADMINISTRACION E INTENTAR EN NOMBRE Y REPRESENTACION DE LA SOCIEDAD ANTES
MENCIONADA LOS RECURSOS ORDINARIOS DE REPOSICION, APELACION Y RECONSIDERACION, ASI COMO
LOS EXTRAORDINARIOS CONFORME A LA LEY. D) NOTIFICARSE DE TODA CLASE DE PROVIDENCIAS
JUDICIALES O ADMINISTRATIVAS, REPRESENTAR A LA SOCIEDAD EN LA SOLICITUD Y PRACTICA DE
PRUEBAS ANTICIPADAS, ASI COMO EN DILIGENCIAS DE EXHIBICION DE DOCUMENTOS, ABSOLVER
INTERROGATORIOS DE PARTE, COMPARECER A ASISTIR Y DECLARAR EN TODO TIPO DE DILIGENCIAS Y
AUDIENCIAS JUDICIALES Y ADMINISTRATIVAS, PROCESALES O EXTRAPROCESALES, RECIBIR
NOTIFICACIONES O CITACIONES ORDENADAS POR JUZGADOS O AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS,
ASISTIR Y REPRESENTAR A LAS COMPAÑIAS EN TODO TIPO DE AUDIENCIAS DE CONCILIACION
JUDICIAL O EXTRAJUDICIAL, RENUNCIAR A TERMINOS, CONFESAR Y COMPROMETER A LA SOCIEDAD
QUE REPRESENTA, QUEDANDO ENTENDIDO QUE LAS NOTIFICACIONES, CITACIONES Y COMPARECENCIAS
PERSONALES DE REPRESENTANTES LEGALES DE LAS SOCIEDADES QUEDARAN VALIDA Y LEGALMENTE
HECHAS A TRAVES DE LOS APODERADOS GENERAL AQUÍ DESIGNADOS Y E) EN GENERAL, LOS ABOGADOS
MENCIONADOS QUEDAN AMPLIAMENTE FACULTADOS PARA ACTUAR CONJUNTA O SEPARADAMENTE, ASI
COMO PARA INTERPONER CUALQUIER RECURSO ESTABLECIDO EN LAS LEYES CONTRA DECISIONES
JUDICIALES O EMANADAS DE LOS FUNCIONARIOS ADMINISTRATIVOS DEL ORDEN NACIONAL,
DEPARTAMENTAL, MUNICIPAL O DISTRITAL Y ENTIDADES DESCENTRALIZADAS DE LOS MISMOS
ORDENES. IGUALMENTE QUEDAN FACULTADOS EXPRESAMENTE PARA DESISTIR, RECIBIR, TRANSIGIR Y
CONCILIAR, ASI COMO PARA SUSTITUIR Y REASUMIR EL PRESENTE MANDATO.

Por Escritura Pública No. 2426 del 09 de julio de 2009  Notaria Veintitres de Bogota
,inscrito en esta Cámara de Comercio el 30 de julio de 2009 con el No. 121 del Libro V
, MEDIANTE EL CUAL SE OTORGA PODER GENERAL A MARIA CLAUDIA ROMERO LENIS, IDENTIFICADA
CON LA C.C. NRO. 38.873.416 DE BUGA CON TARJETA PROFESIONAL NRO. 83061 DEL CONSEJO
SUPERIOR DE LA JUDICATURA;PARA QUE EN NOMBRE Y REPRESENTACION DE LAS SOCIEDADES
MENCIONADAS EJECUTE EN EL VALLE DEL CAUCA Y EL CAUCA LOS SIGUIENTES ACTOS:
A. REPRESENTAR CON AMPLIAS FACULTADES A LAS REFERIDAS SOCIEDADES EN TODA CLASE DE
ACTUACIONES Y PROCESOS JUDICIALES ANTE INSPECCIONES DE TRANSITO, INSPECCIONES DE
POLICIA, FISCALIAS DE TODO NIVEL, JUZGADOS Y TRIBUNALES DE TODO TIPO, INCLUIDOS
TRIBUNALES DE ARBITRAMENTO DE CUALQUIER CLASE, CORTE CONSTITUCIONAL, CONSEJO SUPERIOR
DE LA JUDICATURA, CORTE SUPREMA DE JUSTICIA Y CONSEJO DE ESTADO, BIEN SEA COMO
DEMANDANTES, DEMANDADAS, LITISCONSORTES, COADYUVANTE U OPOSITORES. B. REPRESENTAR CON
AMPLIAS FACULTADES A LAS SOCIEDADES PODERDANTES EN TODA CLASE DE ACTUACIONES Y
PROCEDIMIENTOS ANTE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS DEL ORDEN NACIONAL, DEPARTAMENTAL Y
MUNICIPAL Y ANTE CUALQUIER ORGANISMO DESCENTRALIZADO DE DERECHO PUBLICO DEL ORDEN
NACIONAL, DEPARTAMENTAL Y MUNICIPAL. C. ATENDER LOS REQUERIMIENTOS Y NOTIFICACIONES
PROVENIENTES DE LA DIRECCION DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES, O DE LA ENTIDAD QUE
HAGA SUS VECES, ASI COMO DE CUALQUIERA DE LAS OFICINAS DE LA ADMINISTRACION, E INTENTAR
EN NOMBRE Y REPRESENTACION DE LAS SOCIEDADES ANTES MENCIONADAS LOS RECURSOS ORDINARIOS
TALES COMO REPOSICION, APELACION Y RECONSIDERACION, ASI COMO LOS RECURSOS
EXTRAORDINARIOS CONFORME A LA LEY. D. REALIZAR LAS GESTIONES SIGUIENTES, CON AMPLIAS
FACULTADES DE REPRESENTACION: NOTIFICARSE DE TODA CLASE DE PROVIDENCIAS JUDICIALES O
EMANADAS DE FUNCIONARIOS ADMINISTRATIVOS DEL ORDEN NACIONAL, DEPARTAMENTAL Y MUNICIPAL,
O DE ENTIDADES DESCENTRALIZADAS DE LOS MISMOS ORDENES, DESCORRER TRASLADOS, INTERPONER
Y SUSTENTAR RECURSOS ORDINARIOS Y EXTRAORDINARIOS, RENUNCIAR A TERMINOS, ASISTIR A TODA
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CLAE DE AUDIENCIAS Y DILIGENCIAS JUDICIALES Y ADMINISTRATIVAS, ASISTIR A TODO TIPO DE
AUDIENCIAS DE CONCILIACION Y REALIZAR CONCILIACIONES TOTALES O PARCIALES CON
VIRTUALIDAD PARA COMPROMETER A LA SOCIEDADES PODERDANTES DE QUE SE TRATE, ABSOLVER
INTERROGATORIOS DE PARTE, CONFESAR Y COMPROMETER A LAS SOCIEDADES QUE REPRESENTE. E.
RECIBIR, DESISTIR, TRANSIGIR, CONCILIAR, SUSTITUIR Y REASUMIR EL PRESENTE MANDATO.

Por Escritura Pública No. 3024 del 04 de diciembre de 2014  Notaria Veintitres de
Bogota ,inscrito en esta Cámara de Comercio el 22 de julio de 2015 con el No. 238 del
Libro V , COMPARECIÓ ALBA LUCIA GALLEGO NIETO, IDENTIFICADA CON C.C.30278007 DE
MANIZALES, MANIFESTÓ: QUE ACTÚA EN SU CONDICIÓN DE REPRESENTANTE LEGAL DE (I) ALLIANZ
SEGUROS S.A. Y (II) ALLIANZ SEGUROS DE VIDA S.A. QUE POR MEDIO DE LA PRESENTE ESCRITURA
PUBLICA (I) ALLIANZ SEGUROS S.A. Y (II) ALLIANZ SEGUROS DE VIDA S.A., (LAS
"SOCIEDADES"), EN VIRTUD DE LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 263 DEL CÓDIGO DE COMERCIO,
CONFIEREN PODER A LOS GERENTES Y SUBGERENTES DE LAS SUCURSALES DE LAS SOCIEDADES, PARA
EJECUTAR, EN NOMBRE Y REPRESENTACIÓN DE LAS SOCIEDADES, EN EL DEPARTAMENTO EN EL CUAL
SE ENCUENTRE UBICADA LA RESPECTIVA SUCURSAL LOS SIGUIENTES ACTOS:

1. EJECUTAR Y HACER EJECUTAR LAS RESOLUCIONES DE LA ASAMBLEA GENERAL DE ACCIONISTAS, DE
LA JUNTA DIRECTIVA Y LAS DECISIONES DE LA ADMINISTRACIÓN DE CADA UNA DE LAS SOCIEDADES.
2. CELEBRAR TODOS LOS CONTRATOS REFERENTES AL NEGOCIO DE SEGUROS Y DE AHORRO, QUE SEAN
PROPIOS DEL GIRO ORDINARIO DE LOS NEGOCIOS DE LAS SOCIEDADES, CUALQUIERA QUE SEA SU
CUANTÍA.
3. PARTICIPAR EN LICITACIONES PÚBLICAS O PRIVADAS REFERENTES AL NEGOCIO DE SEGUROS Y DE
AHORRO, PRESENTANDO OFERTAS, DIRECTAMENTE O POR INTERMEDIO DE APODERADO, Y SUSCRIBIENDO
LOS CONTRATOS QUE DE ELLAS SE DERIVEN CUALQUIERA SEA SU CUANTÍA.
4. FIRMAR LAS PÓLIZAS DE SEGURO DE LOS RAMOS AUTORIZADOS A CADA UNA DE LAS SOCIEDADES,
INCLUYENDO PERO SIN LIMITARSE A PÓLIZAS DE SEGUROS DE CUMPLIMIENTO, PÓLIZAS DE SEGUROS
DE VIDA, PÓLIZAS DE SEGUROS DE SALUD, PÓLIZAS DE SEGUROS DE AUTOMÓVILES, PÓLIZAS DE
SEGUROS DE RESPONSABILIDAD.
5. FIRMAR LAS PÓLIZAS DE DISPOSICIONES LEGALES QUE OTORGUE ALLIANZ SEGUROS S.A. EN EL
RAMO DE CUMPLIMIENTO, CUYO ASEGURADO SEA LA DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES
 DIAN.
6. RECAUDAR PRIMAS DE SEGUROS Y RECAUDAR CUOTAS CORRESPONDIENTES A LOS CRÉDITOS QUE
OTORGUEN LAS SOCIEDADES.
7. FIRMAR OBJECIONES A LAS RECLAMACIONES QUE LE SEAN PRESENTADAS A LAS SOCIEDADES
SIGUIENDO PARA EL EFECTO LAS POLÍTICAS INTERNAS DE ÉSTAS.
8. CUIDAR QUE TODOS LOS VALORES PERTENECIENTES A LA SOCIEDAD Y LOS QUE ÉSTA TENGA EN
CUSTODIA, SE MANTENGAN CON LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD NECESARIAS.
9. REPRESENTAR A LAS SOCIEDADES EN TODA CLASE DE ACTUACIONES Y PROCESOS JUDICIALES ANTE
INSPECCIONES DE TRÁNSITO, INSPECCIONES DE POLICÍA, INSPECCIONES DEL TRABAJO, JUZGADOS,
FISCALÍAS DE TODO NIVEL, TRIBUNALES SUPERIORES, CONTENCIOSO ADMINISTRATIVOS Y DE
ARBITRAMENTO.
10. REPRESENTAR A LAS SOCIEDADES ANTE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS DEL ORDEN
DEPARTAMENTAL Y MUNICIPAL, Y ANTE CUALQUIER ORGANISMO DESCENTRALIZADO DE DERECHO
PÚBLICO DEPARTAMENTAL O MUNICIPAL.
11. ATENDER LOS REQUERIMIENTOS Y NOTIFICACIONES PROVENIENTES DE LA DIRECCIÓN DE
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IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES  DIAN O DE LA ENTIDAD QUE HAGA SUS VECES, E INTENTAR EN
NOMBRE Y REPRESENTACIÓN DE LAS SOCIEDADES, LOS RECURSOS ORDINARIOS DE REPOSICIÓN,
APELACIÓN Y RECONSIDERACIÓN, ASÍ COMO LOS EXTRAORDINARIOS CONFORME A LA LEY.
12. FIRMAR, FÍSICA, ELECTRÓNICAMENTE O POR CUALQUIER MEDIO QUE ESTABLEZCA LA DIRECCIÓN
DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES  DIAN O LAS ADMINISTRACIONES DE ADUANAS E IMPUESTOS
TERRITORIALES, LAS DECLARACIONES DE CUALQUIER TIPO DE IMPUESTOS U OBLIGACIONES
TRIBUTARIAS QUE ESTÉN A CARGO DE LAS SOCIEDADES.
13. REPRESENTAR A LAS SOCIEDADES EN LAS REUNIONES ORDINARIAS Y EXTRAORDINARIAS DE LAS
ASAMBLEAS GENERALES DE ACCIONISTAS O JUNTAS DE SOCIOS DE LAS SOCIEDADES EN LAS CUALES
LAS SOCIEDADES SEAN ACCIONISTAS O SOCIAS Y OTORGAR LOS PODERES DE REPRESENTACIÓN PARA
TALES REUNIONES, CUANDO SEA EL CASO.
14. NOTIFICARSE DE TODA CLASE DE PROVIDENCIAS JUDICIALES Y ADMINISTRATIVAS.
15. FIRMAR TRASPASOS DE VEHÍCULOS QUE SE EFECTÚEN A NOMBRE DE LAS SOCIEDADES Y
ADELANTAR ANTE LAS ENTIDADES COMPETENTES TODAS LAS GESTIONES PERTINENTES AL TRÁMITE DE
LOS MISMOS SIGUIENDO PARA EL EFECTO LAS POLÍTICAS INTERNAS DE LAS SOCIEDADES.
16. CUMPLIR LAS DEMÁS FUNCIONES QUE LE SEÑALEN LA ASAMBLEA GENERAL DE ACCIONISTAS O LA
JUNTA DIRECTIVA DE CADA UNA DE LAS SOCIEDADES.

Actividad principal Código CIIU: 6511

Descripción de la actividad económica reportada en el Formulario del Registro Único
Empresarial y Social -RUES-: SEGUROS GENERALES

CLASIFICACIÓN DE ACTIVIDADES ECONÓMICAS- CIIU

Los estatutos de la sociedad han sido reformados así:

DOCUMENTO                                              INSCRIPCIÓN
E.P. 4204 del 01/09/1969 de Notaria Decima de Bogota   15962 de 11/02/1976 Libro IX
E.P. 5319 del 30/10/1971 de Notaria Decima de Bogota   15963 de 11/02/1976 Libro IX
E.P. 2930 del 25/07/1972 de Notaria Decima de Bogota   15964 de 11/02/1976 Libro IX
E.P. 2427 del 05/06/1973 de Notaria Decima de Bogota   15965 de 11/02/1976 Libro IX
E.P. 1273 del 23/05/1983 de Notaria Decima de Bogota   86893 de 13/08/1986 Libro IX
E.P. 2858 del 26/07/1978 de Notaria Decima de Bogota   1211 de 19/06/1996 Libro VI
E.P. 3511 del 26/10/1981 de Notaria Decima de Bogota   1212 de 19/06/1996 Libro VI
E.P. 1856 del 08/07/1982 de Notaria Decima de Bogota   1214 de 19/06/1996 Libro VI
E.P. 1491 del 16/06/1983 de Notaria Decima de Bogota   1215 de 19/06/1996 Libro VI
E.P. 1322 del 10/03/1987 de Notaria Veintinueve de     1216 de 19/06/1996 Libro VI
Bogota
E.P. 3089 del 28/07/1989 de Notaria Dieciocho de       1217 de 19/06/1996 Libro VI
Bogota
E.P. 4845 del 26/10/1989 de Notaria Dieciocho de       1218 de 19/06/1996 Libro VI
Bogota
E.P. 2186 del 11/10/1991 de Notaria Dieciseis de       1219 de 19/06/1996 Libro VI
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Bogota
E.P. 1115 del 17/04/1995 de Notaria Treinta Y Cinco de 1222 de 19/06/1996 Libro VI
Bogota
E.P. 5891 del 21/06/1996 de Notaria Veintinueve de     1946 de 26/09/1996 Libro VI
Bogota
E.P. 1959 del 03/03/1997 de Notaria Veintinueve de     1482 de 24/07/1997 Libro VI
Bogota
E.P. 0285 del 18/01/2002 de Notaria Veintinueve de     1493 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 8964 del 04/09/2002 de Notaria Veintinueve de     1494 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 5562 del 14/05/2003 de Notaria Veintinueve de     1495 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 0997 del 07/02/2005 de Notaria Veintinueve de     1496 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 1903 del 28/05/2008 de Notaria Treinta Y Uno de   1497 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 2736 del 08/04/2010 de Notaria Setenta Y Dos de   1498 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 2197 del 14/07/2010 de Notaria Veintitres de      1499 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 3950 del 16/12/2010 de Notaria Veintitres de      1500 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 3759 del 15/12/1982 de Notaria Decima de Bogota   1501 de 30/06/2011 Libro VI
E.P. 447 del 30/03/1994 de Notaria Cuarenta Y Siete de 1502 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 9236 del 20/09/1996 de Notaria Veintinueve de     1503 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 1572 del 21/02/1997 de Notaria Veintinueve de     1504 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 2162 del 07/03/1997 de Notaria Veintinueve de     1505 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 1366 del 11/06/1997 de Notaria Treinta Y Cinco de 1506 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 6941 del 16/07/1997 de Notaria Veintinueve de     1507 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 12533 del 16/12/1997 de Notaria Veintinueve de    1508 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 2432 del 24/09/1998 de Notaria Septima de Bogota  1509 de 30/06/2011 Libro VI
E.P. 3298 del 24/12/1998 de Notaria Septima de Bogota  1510 de 30/06/2011 Libro VI
E.P. 1203 del 15/06/1999 de Notaria Septima de Bogota  1511 de 30/06/2011 Libro VI
E.P. 1131 del 28/06/2000 de Notaria Septima de Bogota  1512 de 30/06/2011 Libro VI
E.P. 6315 del 24/08/2000 de Notaria Veintinueve de     1513 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 7672 del 02/10/2001 de Notaria Veintinueve de     1514 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 8774 del 01/11/2001 de Notaria Veintinueve de     1515 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
E.P. 10741 del 11/12/2001 de Notaria Veintinueve de    1516 de 30/06/2011 Libro VI
Bogota
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De conformidad con lo establecido en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo y la Ley 962 de 2005, los actos administrativos de registro,
quedan en firme dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la fecha de
inscripción, siempre que no sean objeto de recursos. Para estos efectos, se informa que
para la Cámara de Comercio de Cali, los sábados NO son días hábiles.

Una vez interpuestos los recursos, los actos administrativos recurridos quedan en
efecto suspensivo, hasta tanto los mismos sean resueltos, conforme lo prevé el artículo
79 del Código de Procedimiento Administrativo y de los Contencioso Administrativo.

A la fecha y hora de expedición de este certifica, NO se encuentra en trámite ningún
recurso.

RECURSOS CONTRA LOS ACTOS DE INSCRIPCIÓN

Este certificado refleja la situación jurídica del inscrito hasta la fecha y hora de su
expedición.

Que no figuran otras inscripciones que modifiquen total o parcialmente el presente
certificado.

De conformidad con lo establecido en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo, y de la Ley 962 de 2005, los actos administrativos de
registro aquí certificados quedan en firme diez (10) días hábiles después de la fecha
de inscripción, siempre que no sean objeto de recursos; el sábado no se tiene como día
hábil para este conteo.

En cumplimiento de los requisitos sobre la validez jurídica y probatoria de los
mensajes de datos determinados en la Ley 527 de 1999 y demás normas complementarias, la
firma digital de los certificados generados electrónicamente se encuentra respaldada
por una entidad de certificación digital abierta acreditada por el organismo nacional
de acreditación (onac) y sólo puede ser verificada en ese formato.

INFORMACIÓN COMPLEMENTARIA
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De: Notificacion Judiciales <notificacionesjudiciales@allianz.co>
Enviado: martes, 19 de diciembre de 2023 2:43
Para: Notificaciones GHA <notificaciones@gha.com.co>
Cc: Nicolas Loaiza Segura <nloaiza@gha.com.co>; Kelly
Alejandra Paz Chamorro <kpaz@gha.com.co>; Gustavo Alberto
Herrera Avila <gherrera@gha.com.co>
Asunto: RADICACION PODER ESPECIAL CONFERIDO POR
ALLIANZ SEGUROS JOSE MANUAL BONILLA VS MUNICIPIO DE
CALI RAD 2018-00299
 

Internal
 
Dr. Gustavo Herrera,
 
Ha sido asignado por la compañía para defender sus intereses
en el presente proceso, adjunto el poder a nombre de la Dra.
Andrea Londoño.
 
 
Cordialmente,
 
 
Allianz Seguros S.A. | Gerencia Legal & Compliance | Carrera
13A No. 29-24, Bogotá, Colombia

P Cuida el medio ambiente, no imprimas este email
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**************************************************************************************************

**********************************************

ADVERTENCIA LEGAL

Este mensaje va dirigido, de manera exclusiva, a su destinatario y contiene

información confidencial y sujeta al secreto profesional, cuya divulgación no está

permitida por la ley. En caso de haber recibido este mensaje por error, le rogamos

que, de forma inmediata, nos lo comunique mediante correo electrónico remitido a

nuestra atención o a través de nuestros canales de contacto habilitados y proceda a

su eliminación, así como a la de cualquier documento adjunto al mismo. Asimismo, le

comunicamos que la distribución, copia o utilización de este mensaje, o de cualquier

documento adjunto al mismo, cualquiera que fuera su finalidad, están prohibidas por

la ley.

Le informamos, como destinatario de este mensaje, que el correo electrónico y las

comunicaciones por medio de Internet no permiten asegurar ni garantizar la

confidencialidad de los mensajes transmitidos, así como tampoco su integridad o su

correcta recepción, por lo que el emisor no asume responsabilidad alguna por tales

circunstancias. Si no consintiese en la utilización del correo electrónico o de las

comunicaciones vía Internet le rogamos nos lo comunique y ponga en nuestro

conocimiento de manera inmediata.

PRIVILEGED AND CONFIDENTIAL

This message is intended exclusively for the person to whom it is addressed and

contains privileged and confidential information protected from disclosure by law. If

you are not the addressee indicated in this message, you should immediately delete it

and any attachments and notify the sender by reply e-mail or by our contact channels

enabled. In such case, you are hereby notified that any dissemination, distribution,

copying or use of this message or any attachments, for any purpose, is strictly

prohibited by law.
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We hereby inform you, as addressee of this message, that e-mail and Internet do not

guarantee the confidentiality, nor the completeness or proper reception of the

messages sent and, thus, the sender does not assume any liability for those

circumstances. Should you not agree to the use of e-mail or to communications via

Internet, you are kindly requested to notify us immediately.

**************************************************************************************************

**********************************************
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Señores: 
JUZGADO DIECISIETE (17) ADMINISTRATIVO DE CALI (VALLE) 
E. S. D. 

 
 
REFERENCIA: REPARACIÓN DIRECTA  
DEMANDANTE: JOSÉ MANUEL BONILLA MOSQUERA y OTROS  
DEMANDADOS: DISTRITO ESPECIAL DE SANTIAGO DE CALI 
RADICACIÓN : 76001-33-33-017-2018-00299-00 

 
 
ANDREA LORENA LONDOÑO GUZMÁN, mayor de edad, identificada con la cédula de 

ciudadanía No. 67.004.161, obrando en mi calidad de representante legal de ALLIANZ 

SEGUROS S.A., sociedad comercial legalmente constituida, identificada con NIT. 860.026.182- 

5, conforme consta en el Certificado de Existencia y Representación Legal expedido por la 

Cámara de Comercio de Cali; por medio del presente, me permito conferir poder especial, amplio 

y suficiente al doctor GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA, identificado con la Cédula de 

Ciudadanía No. 19.395.114 de Bogotá D.C, abogado titulado y en ejercicio, portador de la Tarjeta 

Profesional No. 39.116 del Consejo Superior de la Judicatura, para que represente los intereses 

de la compañía dentro del proceso de la referencia. 
 
El doctor HERRERA ÁVILA, queda investido con la facultad de notificarse, interponer los recursos 

que fueren procedentes, solicitar pruebas, transigir, recibir, desistir, sustituir y reasumir el presente 

mandado, solicitar copias de las actuaciones surtidas y de cualquier pieza que obre en el 

expediente, y demás facultades necesarias para el cabal cumplimiento de los fines del presente 

mandato. 
 
De conformidad con las previsiones del artículo 5 de la Ley 2213 de 2022, el correo electrónico 

del doctor GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA inscrito en el Registro Nacional de Abogados 

es notificaciones@gha.com.co. 
 
 
Atentamente, 

 
 
 
 
ANDREA LORENA LONDOÑO GUZMÁN 
C.C. No. 67.004.161 

 
 
Acepto, 

 
 
 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA 
C. C. No. 19.395.114 de Bogotá D.C 
T. P. No. 39.116 del C.S.J 
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